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MATERIAS COMUNES

Tema 1

La norma fundamental del Estado español: La Constitución Española 
de 1978, características, estructura y contenido. Principios generales. 

La reforma de la Constitución.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 2 a 5 · arts. 7 a 9 · arts. 166 a 169 — 11 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.
2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.
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Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO X De la reforma constitucional

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.
2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.
3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así lo
soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.
2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.
3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.

Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 1
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1. Según el artículo 167.1 de la Constitución, los proyectos de reforma constitucional deben ser aprobados 
inicialmente por… RESPUESTAS:

A) Una mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras, Congreso y Senado.

B) Una mayoría absoluta de cada una de las Cámaras, Congreso y Senado.

C) Una mayoría de dos tercios de cada una de las Cámaras, Congreso y Senado.

D) Una mayoría absoluta del Congreso y una mayoría de 2/3 del Senado.

2. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es:

A) Un patrimonio cultural

B) Un bien cultural

C) Un patrimonio histórico y cultural

D) Un bien protegible

3. En el texto de la reforma constitucional de 2011 se estableció el concepto de «estabilidad presupuestaria». 
El artículo modificado por el procedimiento de urgencia fue:

A) 115.

B) 105.

C) 135.

D) 146.

4. ¿Cuántos Títulos tiene la Constitución?

A) Uno Preliminar más 10 Títulos.

B) Uno Preliminar más 9 Títulos.

C) 12 Títulos en total.

D) 9 Títulos en total.

5. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos:

A) Únicamente a la Constitución.

B) A la Constitución y a las leyes siempre que tengan el carácter de orgánicas.

C) A la Constitución y al Estatuto de Autonomía del lugar en el que resida.

D) A la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

6. ¿Qué disposiciones son irretroactivas?

A) Las sancionadoras que limiten derechos individuales exclusivamente

B) Las normas de rango inferior a la ley que establezcan una limitación a las libertades individuales;

C) Las disposiciones sancionadoras que limiten los derechos adquiridos

D) Ninguna de las respuestas es correcta

7. ¿Cuál de las siguientes características califica mejor nuestra Constitución?

A) Precisa

B) Ambigua

C) Sucinta

D) Original

8. ¿Qué parte de la Constitución española de 1978 no tiene fuerza jurídica?

A) El Preámbulo.

B) Todas las partes de la Constitución tienen fuerza jurídica.

C) El Título Preliminar.

D) Las Disposiciones adicionales.
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9. ¿Cuál de los siguientes principios no forma parte de la organización territorial de España?

A) Principio de unidad

B) Principio de jerarquía

C) Principio de solidaridad

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

10. En qué fecha de las siguientes el Rey sancionó y promulgó la Constitución:

A) El 27/12/1978

B) El 6/12/1978

C) El 29/12/1978

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 A · 2 A · 3 C · 4 A · 5 D · 6 D · 7 B · 8 A · 9 B · 10 A

Te quedan 258 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

El Estado: concepto y elementos. La división de poderes. Funciones. 
Organización del Estado Español: clases y forma de Estado. Estado 

social y democrático de derecho.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · art. 1 — 1 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.
2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.
3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 2

1. Según el artículo 1.3 de la Constitución Española la forma política del Estado español es:

A) La democracia parlamentaria

B) La monarquía parlamentaria

C) La monarquía representativa

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. Los valores superiores del ordenamiento jurídico propugnados desde nuestra Constitución, son:

A) La libertad, justicia y la libre competencia

B) La libertad, la igualdad y el pluralismo político y sindical

C) La libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. ¿Quién ostenta la soberanía nacional según la Constitución?

A) El Rey

B) El Congreso de los Diputados

C) El pueblo español

D) El Presidente del Gobierno

4. España se constituye en un Estado social y democrático, ¿dónde reside la soberanía nacional?

A) En la Corona

B) En el pueblo español

C) En los ciudadanos mayores de edad

D) En el Congreso y en el Senado como órganos de representación
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5. Según el artículo 1.1 de la Constitución Española, son valores superiores del ordenamiento jurídico español

A) La libertad, la justicia, la equidad y el pluralismo político

B) La libertad, la justicia, la igualdad y la fraternidad

C) La libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político y sindical

D) La libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político

6. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores 
de su ordenamiento jurídico:

A) La libertad, la justicia, la enseñanza y la sanidad.

B) La libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

C) La libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo social.

D) La libertad, la justicia, la igualdad y la soberanía nacional.

7. ¿Cuál de los siguientes enunciados es considerado por la Constitución Española como uno de los valores 
superiores del ordenamiento jurídico?

A) La jerarquía normativa.

B) El pluralismo político.

C) La publicidad normativa.

D) La equidad.

8. ¿Cuál de los siguientes principios no aparece expresamente en el artículo 1 de la Constitución Española?

A) Estado social y democrático de Derecho

B) Separación de poderes

C) Pluralismo político

D) Libertad

9. La Constitución española de 1978 establece

A) La soberanía nacional reside en el pueblo español.

B) La forma política del Estado español es la monarquía parlamentaria.

C) España se constituye en un Estado social y democrático de derecho.

D) Todas las anteriores son ciertas.

10. España se constituye en un Estado…

A) social y democrático de derecho

B) comunista y absolutista

C) social y democrático de hecho

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 C · 4 B · 5 D · 6 B · 7 B · 8 B · 9 D · 10 A

Te quedan 73 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 3

Derechos y deberes fundamentales de los españoles. Los derechos y 
deberes fundamentales en la Constitución Española. La protección y 

suspensión de los derechos fundamentales.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 10 a 53 · art. 55 — 45 incluidos

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que
hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades
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Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a
tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.
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b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas
y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí
mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón
de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
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cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En
todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social,
así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.
9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.
2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.
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2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.
3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.
2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
responderán a los criterios de eficiencia y economía.
3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los
cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.
2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las
de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.
2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y
empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.
2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.
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CAPÍTULO TERCERO De los principios rectores de la política social y económica

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.
3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.
4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una
distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.
2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso
de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.
3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.
2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
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cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.

Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.
2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.
Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus
problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.
2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.
3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO De las garantías de las libertades y derechos fundamentales

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).
2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
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3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

CAPÍTULO QUINTO De la suspensión de los derechos y libertades

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.
2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

LO 4/1981 de los estados de alarma, excepción y sitio

LO-AlarmaExcSitio · BOE-A-1981-12774 · arts. 1 a 3 · arts. 13 a 36 — 27 incluidos

CAPÍTULO PRIMERO Disposiciones comunes a los tres estados

Artículo primero.
Uno. Procederá la declaración de los estados de alarma, excepción o sitio cuando circunstancias
extraordinarias hiciesen imposible el mantenimiento de la normalidad mediante los poderes ordinarios de las
Autoridades competentes.
Dos. Las medidas a adoptar en los estados de alarma, excepción y sitio, así como la duración de los mismos,
serán en cualquier caso las estrictamente indispensables para asegurar el restablecimiento de la normalidad.
Su aplicación se realizará de forma proporcionada a las circunstancias.
Tres. Finalizada la vigencia de los estados de alarma, excepción y sitio decaerán en su eficacia cuantas
competencias en materia sancionadora y en orden a actuaciones preventivas correspondan a las Autoridades
competentes, así como las concretas medidas adoptadas en base a éstas, salvo las que consistiesen en
sanciones firmes.
Cuatro. La declaración de los estados de alarma, excepción y sitio no interrumpe el normal funcionamiento de
los poderes constitucionales del Estado.

Artículo segundo.
La declaración de los estados de alarma, excepción o sitio será publicada de inmediato en el «Boletín Oficial
del Estado», y difundida obligatoriamente por todos los medios de comunicación públicos y por los privados
que se determinen, y entrará en vigor desde el instante mismo de su publicación en aquél. También serán de
difusión obligatoria las disposiciones que la Autoridad competente dicte durante la vigencia de cada uno de
dichos estados.

Artículo tercero.
Uno. Los actos y disposiciones de la Administración Pública adoptados durante la vigencia de los estados de
alarma, excepción y sitio serán impugnables en vía jurisdiccional de conformidad con lo dispuesto en las leyes.
Dos. Quienes como consecuencia de la aplicación de los actos y disposiciones adoptadas durante la vigencia de
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estos estados sufran, de forma directa, o en su persona, derechos o bienes, daños o perjuicios por actos que no
les sean imputables, tendrán derecho a ser indemnizados de acuerdo con lo dispuesto en las leyes.

CAPÍTULO III El estado de excepción

Artículo trece.
Uno. Cuando el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos, el normal funcionamiento de las
instituciones democráticas, el de los servicios públicos esenciales para la comunidad, o cualquier otro aspecto
del orden público, resulten tan gravemente alterados que el ejercicio de las potestades ordinarias fuera
insuficiente para restablecerlo y mantenerlo, el Gobierno, de acuerdo con el apartado tres del artículo ciento
dieciséis de la Constitución, podrá solicitar del Congreso de los Diputados autorización para declarar el estado
de excepción.
Dos. A los anteriores efectos, el Gobierno remitirá al Congreso de los Diputados una solicitud de autorización
que deberá contener los siguientes extremos:

a) Determinación de los efectos del estado de excepción, con mención expresa de los derechos cuya
suspensión se solicita, que no podrán ser otros que los enumerados en el apartado uno del artículo
cincuenta y cinco de la Constitución.
b) Relación de las medidas a adoptar referidas a los derechos cuya suspensión específicamente se solicita.
c) Ámbito territorial del estado de excepción, así como duración del mismo, que no podrá exceder de
treinta días.
d) La cuantía máxima de las sanciones pecuniarias que la Autoridad gubernativa esté autorizada para
imponer, en su caso, a quienes contravengan las disposiciones que dicte durante el estado de excepción.

Tres. El Congreso debatirá la solicitud de autorización remitida por el Gobierno, pudiendo aprobarla en sus
propios términos o introducir modificaciones en la misma.

Artículo catorce.
El Gobierno, obtenida la autorización a que hace referencia el artículo anterior, procederá a declarar el estado
de excepción, acordando para ello en Consejo de Ministros un decreto con el contenido autorizado por el
Congreso de los Diputados.

Artículo quince.
Uno. Si durante el estado de excepción, el Gobierno considerase conveniente la adopción de medidas distintas
de las previstas en el decreto que lo declaró, procederá a solicitar del Congreso de los Diputados la
autorización necesaria para la modificación del mismo, para lo que se utilizará el procedimiento, que se
establece en los artículos anteriores.
Dos. El Gobierno, mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, podrá poner fin al estado de excepción
antes de que finalice el período para el que fue declarado, dando cuenta de ello inmediatamente al Congreso
de los Diputados.
Tres. Si persistieran las circunstancias que dieron lugar a la declaración del estado de excepción, el Gobierno
podrá solicitar del Congreso de los Diputados la prórroga de aquél, que no podrá exceder de treinta días.

Artículo dieciséis.
Uno. La Autoridad gubernativa podrá detener a cualquier persona si lo considera necesario para la
conservación del orden, siempre que, cuando menos, existan fundadas sospechas de que dicha persona vaya a
provocar alteraciones del orden público. La detención no podrá exceder de diez días y los detenidos
disfrutarán de los derechos que les reconoce el artículo diecisiete, tres, de la Constitución.
Dos. La detención habrá de ser comunicada al juez competente en el plazo de veinticuatro horas. Durante la
detención, el Juez podrá, en todo momento, requerir información y conocer personalmente, o mediante
delegación en el Juez de Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido la situación de
éste.
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Artículo diecisiete.
Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo dieciocho, dos, de la
Constitución, la Autoridad gubernativa podrá disponer inspecciones, registros domiciliarios si lo considera
necesario para el esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos o para el mantenimiento del orden
público.
Dos. La inspección o el registro se llevarán a cabo por la propia Autoridad o por sus agentes, a los que proveerá
de orden formal y escrita.
Tres. El reconocimiento de la casa, papeles y efectos, podrá ser presenciado por el titular o encargado de la
misma o por uno o más individuos de su familia mayores de edad y, en todo caso, por dos vecinos de la casa o
de las inmediaciones, si en ellas los hubiere, o, en su defecto, por dos vecinos del mismo pueblo o del pueblo o
pueblos limítrofes.
Cuatro. No hallándose en ella al titular o encargado de la casa ni a ningún individuo de la familia, se hará el
reconocimiento en presencia únicamente de los dos vecinos indicados.
Cinco. La asistencia de los vecinos requeridos para presenciar el registro será obligatoria y coercitivamente
exigible.
Seis. Se levantará acta de la inspección o registro, en la que se harán constar los nombres de las personas que
asistieren y las circunstancias que concurriesen, así como las incidencias a que diere lugar. El acta será
firmada por la autoridad o el agente que efectuare el reconocimiento y por el dueño o familiares y vecinos. Si
no supieran o no quisiesen firmar se anotará también esta incidencia.
Siete. La autoridad gubernativa comunicará inmediatamente al Juez competente las inspecciones y registros
efectuados, las causas que los motivaron y los resultados de los mismos, remitiéndole copia del acta levantada.

Artículo dieciocho.
Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo dieciocho, tres, de la
Constitución, la autoridad gubernativa podrá intervenir toda clase de comunicaciones, incluidas las postales,
telegráficas y telefónicas. Dicha intervención sólo podrá ser realizada si ello resulta necesario para el
esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos o el mantenimiento del orden público.
Dos. La intervención decretada será comunicada inmediatamente por escrito motivado al Juez competente.

Artículo diecinueve.
La autoridad gubernativa podrá intervenir y controlar toda clase de transportes, y la carga de los mismos.

Artículo veinte.
Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo diecinueve de la Constitución,
la autoridad gubernativa podrá prohibir la circulación de personas y vehículos en las horas y lugares que se
determine, y exigir a quienes se desplacen de un lugar a otro que acrediten su identidad, señalándoles el
itinerario a seguir.
Dos. Igualmente podrá delimitar zonas de protección o seguridad y dictar las condiciones de permanencia en
las mismas y prohibir en lugares determinados la presencia de persona que puedan dificultar la acción de la
fuerza pública.
Tres. Cuando ello resulte necesario, la Autoridad gubernativa podrá exigir a personas determinadas que
comuniquen, con una antelación de dos días, todo desplazamiento fuera de la localidad en que tengan su
residencia habitual.
Cuatro. Igualmente podrá disponer su desplazamiento fuera de dicha localidad cuando lo estime necesario.
Cinco. Podrá también fijar transitoriamente la residencia de personas determinadas en localidad o territorio
adecuados a sus condiciones personales.
Seis. Corresponde a la Autoridad gubernativa proveer de los recursos necesarios para el cumplimiento de las
medidas previstas en este artículo y, particularmente, de las referidas a viajes, alojamiento y manutención de
la persona afectada.

Temario en formato ley · Informador/a Turístico (Materias comunes) · Ayuntamiento de Ciudad Real 18

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Siete. Para acordar las medidas a que se refieren los apartados tres, cuatro y cinco de este artículo, la
Autoridad gubernativa habrá de tener fundados motivos en razón a la peligrosidad que para el mantenimiento
del orden público suponga la persona afectada por tales medidas.

Artículo veintiuno.
Uno. La Autoridad gubernativa podrá suspender todo tipo de publicaciones, emisiones de radio y televisión,
proyecciones, cinematográficas y representaciones teatrales, siempre y cuando la autorización del Congreso
comprenda la suspensión del artículo veinte, apartados uno, a) y d), y cinco de la Constitución. Igualmente
podrá ordenar el secuestro de publicaciones.
Dos. El ejercicio de las potestades a que se refiere el apartado anterior no podrá llevar aparejado ningún tipo
de censura previa.

Artículo veintidós.
Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo veintiuno de la Constitución,
la autoridad gubernativa podrá someter a autorización previa o prohibir la celebración de reuniones y
manifestaciones.
Dos. También podrá disolver las reuniones y manifestaciones a que se refiere el párrafo anterior.
Tres. Las reuniones orgánicas que los partidos políticos, los sindicatos y las asociaciones empresariales
realicen en cumplimiento de los fines que respectivamente les asignen los artículos sexto y séptimo de la
Constitución, y de acuerdo con sus Estatutos, no podrán ser prohibidas, disueltas ni sometidas a autorización
previa.
Cuatro. Para penetrar en los locales en que tuvieran lugar las reuniones, la Autoridad gubernativa deberá
proveer a sus agentes de autorización formal y escrita. Esta autorización no será necesaria cuando desde
dichos locales se estuviesen produciendo alteraciones graves del orden público constitutivas del delito o
agresiones a las Fuerzas de Seguridad y en cualesquiera otros casos de flagrante delito.

Artículo veintitrés.
La Autoridad gubernativa podrá prohibir las huelgas y la adopción de medidas de conflicto colectivo, cuando la
autorización del Congreso comprenda la suspensión de los artículos veintiocho, dos, y treinta y siete, dos de la
Constitución.

Artículo veinticuatro.
Uno. Los extranjeros que se encuentren en España vendrán obligados a realizar las comparecencias que se
acuerden, a cumplir las normas que se dicten sobre renovación o control de permisos de residencia y cédulas
de inscripción consular y a observar las demás formalidades que se establezcan.
Dos. Quienes contravinieren las normas o medidas que se adopten, o actuaren en connivencia con los
perturbadores del orden público, podrán ser expulsados de España, salvo que sus actos presentaren indicios
de ser constitutivos de delito, en cuyo caso se les someterá a los procedimientos judiciales correspondientes.
Tres. Los apátridas y refugiados respecto de los cuales no sea posible la expulsión se someterán al mismo
régimen que los españoles.
Cuatro. Las medidas de expulsión deberán ir acompañadas de una previa justificación sumaria de las razones
que la motivan.

Artículo veinticinco.
La autoridad gubernativa podrá proceder a la incautación de toda clase de armas, municiones o sustancias
explosivas.

Artículo veintiséis.
Uno. La Autoridad gubernativa podrá ordenar la intervención de industrias o comercios que puedan motivar la
alteración del orden público o coadyuvar a ella, y la suspensión temporal de las actividades de los mismos,
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dando cuenta a los Ministerios interesados.
Dos. Podrá, asimismo, ordenar el cierre provisional de salas de espectáculos, establecimientos de bebidas y
locales de similares características.

Artículo veintisiete.
La Autoridad gubernativa podrá ordenar las medidas necesarias de vigilancia y protección de edificaciones,
instalaciones, obras, servicios públicos e industrias o explotaciones de cualquier género. A estos efectos podrá
emplazar puestos armados en los lugares más apropiados para asegurar la vigilancia, sin perjuicio de lo
establecido en el artículo dieciocho, uno de la Constitución.

Artículo veintiocho.
Cuando la alteración del orden público haya dado lugar a alguna de las circunstancias especificadas en el
artículo cuarto coincida con ellas, el Gobierno podrá adoptar además de las medidas propias del estado de
excepción, las previstas para el estado de alarma en la presente ley.

Artículo veintinueve.
Si algún funcionario o personal al servicio de una Administración pública o entidad o instituto de carácter
público u oficial favoreciese con su conducta la actuación de los elementos perturbadores del orden, la
Autoridad gubernativa podrá suspenderlo en el ejercicio de su cargo, pasando el tanto de culpa al Juez
competente y notificándolo al superior jerárquico a los efectos del oportuno expediente disciplinario.

Artículo treinta.
Uno. Si durante el estado de excepción el Juez estimase la existencia de hechos contrarios al orden público o a
la seguridad ciudadana que puedan ser constitutivos de delito, oído el Ministerio Fiscal, decretará la prisión
provisional del presunto responsable, la cual mantendrá, según su arbitrio, durante dicho estado.
Dos. Los condenados en estos procedimientos quedan exceptuados de los beneficios de la remisión
condicional durante la vigencia del estado de excepción.

Artículo treinta y uno.
Cuando la declaración del estado de excepción afecte exclusivamente a todo o parte del ámbito territorial de
una Comunidad Autónoma, la Autoridad gubernativa podrá coordinar el ejercicio de sus competencias con el
Gobierno de dicha Comunidad.

CAPÍTULO IV El estado de sitio

Artículo treinta y dos.
Uno. Cuando se produzca o amenace producirse una insurrección o acto de fuerza contra la soberanía o
independencia de España, su integridad territorial o el ordenamiento constitucional, que no pueda resolverse
por otros medios, el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en el apartado cuatro del artículo ciento
dieciséis de la Constitución, podrá proponer al Congreso de los Diputados la declaración de estado de sitio.
Dos. La correspondiente declaración determinará el ámbito territorial, duración y condiciones del estado de
sitio.
Tres. La declaración podrá autorizar, además de lo previsto para los estados de alarma y excepción, la
suspensión temporal de las garantías jurídicas del detenido que se reconocen en el apartado tres del artículo
diecisiete de la Constitución.

Artículo treinta y tres.
Uno. En virtud de la declaración del estado de sitio, el Gobierno, que dirige la política militar y de la defensa,
de acuerdo con el artículo noventa y siete de la Constitución, asumirá todas las facultades extraordinarias
previstas en la misma y en la presente ley.
Dos. A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Gobierno designará la Autoridad militar que, bajo su

Temario en formato ley · Informador/a Turístico (Materias comunes) · Ayuntamiento de Ciudad Real 20

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



dirección, haya de ejecutar las medidas que procedan en el territorio a que el estado de sitio se refiera.

Artículo treinta y cuatro.
La Autoridad militar procederá a publicar y difundir los oportunos bandos, que contendrán las medidas y
prevenciones necesarias, de acuerdo con la Constitución, la presente ley y las condiciones de la declaración
del estado de sitio.

Artículo treinta y cinco.
En la declaración del estado de sitio el Congreso de los Diputados podrá determinar los delitos que durante su
vigencia quedan sometidos a la Jurisdicción Militar.

Artículo treinta y seis.
Las Autoridades civiles continuarán en el ejercicio de las facultades que no hayan sido conferidas a la
Autoridad militar de acuerdo con la presente Ley. Aquellas Autoridades darán a la militar las informaciones
que ésta le solicite y cuantas noticias referentes al orden público lleguen a su conocimiento.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 3

1. No forma parte de los fundamentos del orden político y de la paz social, recogidos en el artículo 10 de la 
Constitución:

A) La seguridad jurídica

B) El libre desarrollo de la personalidad

C) La dignidad de la persona

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. Señala la respuesta falsa en relación con el artículo 22 de la Constitución española de 1978:

A) Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

B) Las asociaciones solo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial 
motivada.

C) Las asociaciones constituidas al amparo del mencionado artículo deberán inscribirse en un registro a los 
únicos efectos de publicidad.

D) Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter militar.

3. Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de:

A) Clase social, raza, opiniones políticas o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

B) Nacimiento, raza, sexo, opiniones políticas o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

C) Clase social, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

D) Nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

4. El Título I de la Constitución Española, recoge fundamentalmente:

A) La organización territorial del Estado y las competencias de las Comunidad Autónomas.

B) La Corona y sus funciones dentro del sistema político Español.

C) De los derechos y deberes fundamentales.

D) El procedimiento legislativo y la estructura del Parlamento.
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5. Según el art. 17 de la Constitución Española de 1978:

A) Toda persona detenida debe ser informada de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las 
razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido 
en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

B) Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata de sus derechos y de las razones de su 
detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las 
diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

C) Toda persona detenida debe ser informada de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser 
obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en 
los términos que la ley establezca.

D) Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata y comprensible de sus derechos y de las 
razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido 
en diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

6. Según el artículo 17.1 de la Constitución Española, nadie puede ser privado de su libertad sino con la 
observancia de lo establecido:

A) En dicho artículo y en los casos y en la forma prevista en la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

B) En dicho artículo y en los casos y en la forma provistos por la autoridad judicial.

C) En dicho artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

D) En dicho artículo y en los casos y en la forma que se establezcan en la ley orgánica reguladora del derecho al 
honor y habeas corpus.

7. El Derecho de los Españoles a la Seguridad Social se encuentra recogido en:

A) El artículo 9 de la Constitución Española

B) El artículo 31 de la Constitución Española

C) El artículo 41 de la Constitución española

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

8. ¿A qué edad se sitúa la mayoría de edad en España?

A) 16 años.

B) 18 años.

C) 21 años.

D) 14 años.

9. ¿Qué artículos de la Constitución Española (CE) de 1978 integran el Capítulo denominado "De los principios 
rectores de la política social y económica"?

A) Los artículos 39 al 52 ambos inclusive.

B) Los artículos 39 al 54 ambos inclusive.

C) Los artículos 30 al 39 ambos inclusive.

D) Los artículos 39 al 50 ambos inclusive.

10. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por:

A) Los Reglamentos

B) La Ley

C) Los Estatutos

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 A · 2 D · 3 D · 4 C · 5 D · 6 C · 7 C · 8 B · 9 A · 10 B
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Te quedan 464 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

La Monarquía. La Corona en la Constitución española de 1978.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 56 a 65 — 10 incluidos

TÍTULO II De la Corona

Artículo 56.
1. El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el funcionamiento
regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las relaciones
internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las funciones que le
atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.
2. Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona.
3. La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrendados
en la forma establecida en el artículo 64, careciendo de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el
artículo 65, 2.

Artículo 57.
1. La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón, legítimo
heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogenitura y
representación, siendo preferida siempre la línea anterior a las posteriores; en la misma línea, el grado más
próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona de más edad a
la de menos.
2. El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento,
tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la
Corona de España.
3. Extinguidas todas las líneas llamadas en Derecho, las Cortes Generales proveerán a la sucesión en la Corona
en la forma que más convenga a los intereses de España.
4. Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono contrajeren matrimonio contra la expresa
prohibición del Rey y de las Cortes Generales, quedarán excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus
descendientes.
5. Las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en el orden de sucesión a
la Corona se resolverán por una ley orgánica.

Artículo 58.
La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones constitucionales, salvo lo dispuesto
para la Regencia.

Artículo 59.
1. Cuando el Rey fuere menor de edad, el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el pariente mayor de edad
más próximo a suceder en la Corona, según el orden establecido en la Constitución, entrará a ejercer
inmediatamente la Regencia y la ejercerá durante el tiempo de la minoría de edad del Rey.
2. Si el Rey se inhabilitare para el ejercicio de su autoridad y la imposibilidad fuere reconocida por las Cortes
Generales, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia el Príncipe heredero de la Corona, si fuere mayor de
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edad. Si no lo fuere, se procederá de la manera prevista en el apartado anterior, hasta que el Príncipe heredero
alcance la mayoría de edad.
3. Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada por las Cortes
Generales, y se compondrá de una, tres o cinco personas.
4. Para ejercer la Regencia es preciso ser español y mayor de edad.
5. La Regencia se ejercerá por mandato constitucional y siempre en nombre del Rey.

Artículo 60.
1. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey difunto, siempre que
sea mayor de edad y español de nacimiento; si no lo hubiese nombrado, será tutor el padre o la madre
mientras permanezcan viudos. En su defecto, lo nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acumularse
los cargos de Regente y de tutor sino en el padre, madre o ascendientes directos del Rey.
2. El ejercicio de la tutela es también incompatible con el de todo cargo o representación política.

Artículo 61.
1. El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de desempeñar fielmente sus
funciones, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes y respetar los derechos de los ciudadanos y de
las Comunidades Autónomas.
2. El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, y el Regente o Regentes al hacerse cargo de sus
funciones, prestarán el mismo juramento, así como el de fidelidad al Rey.

Artículo 62.
Corresponde al Rey:
a) Sancionar y promulgar las leyes.
b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución.
c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.
d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus
funciones en los términos previstos en la Constitución.
e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente.
f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y
conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.
g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros,
cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno.
h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas.
i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.
j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.

Artículo 63.
1. El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los representantes extranjeros en
España están acreditados ante él.
2. Al Rey corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente por medio
de tratados, de conformidad con la Constitución y las leyes.
3. Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y hacer la paz.

Artículo 64.
1. Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por los Ministros
competentes. La propuesta y el nombramiento del Presidente del Gobierno, y la disolución prevista en el
artículo 99, serán refrendados por el Presidente del Congreso.
2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden.

Artículo 65.
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1. El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de su Familia y Casa,
y distribuye libremente la misma.
2. El Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 4

1. Respecto del funcionamiento regular de las instituciones, el Rey:

A) Modera y dirige las mismas

B) Arbitra y modera las mismas

C) Impulsa y modera las mismas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. Con respecto a los Tratados Internacionales corresponde al Rey:

A) Ejercer la más alta representación del Estado español en las relaciones internacionales

B) Manifestar el consentimiento del Estado

C) Acordarlos, previa autorización de las Cortes Generales

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. Según el artículo 91 de la Constitución Española, ¿cuál es plazo de que dispone el Rey para sancionar las 
leyes aprobadas por las Cortes Generales?

A) 10 días.

B) 15 días.

C) 20 días.

D) 30 días.

4. En relación con la posibilidad de que pueda el Rey disolver las Cámaras indique cuál de las afirmaciones 
siguientes es verdadera:

A) No hay ningún supuesto en nuestro ordenamiento que incluya esta posibilidad.

B) Solo podrá hacerlo si, transcurrido el plazo de dos meses a partir de la primera votación de investidura, 
ningún candidato a la Presidencia del Gobierno hubiere obtenido la confianza de las Cortes.

C) Solo podrá hacerlo si, transcurrido el plazo de tres meses a partir de la primera votación de investidura, 
ningún candidato a la Presidencia del Gobierno hubiere obtenido la confianza de las Cortes.

D) Todas las afirmaciones anteriores son falsas.

5. La forma política del Estado español es:

A) La Monarquía parlamentaria

B) La Monarquía Absoluta

C) La República

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

6. En la sucesión al trono:

A) Se seguirá el orden especial de representación y primogenitura

B) Se seguirá el orden natural de primogenitura y predestinación

C) Prevalecerán las líneas posteriores sobre las anteriores

D) Prevalecerán las líneas anteriores sobre las posteriores
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7. Los actos del Rey son siempre refrendados por el:

A) Presidente del Gobierno o los ministros

B) Gobierno

C) Presidente del Gobierno, los ministros o presidente del Congreso

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

8. ¿Quién refrenda los actos del Rey?

A) El Presidente del Gobierno.

B) El Jefe de la Casa Real.

C) El Presidente del Gobierno, en su caso los Ministros y, en un supuesto, el Presidente del Congreso de los 
Diputados.

D) Los Ministros en función de la materia.

9. Según el artículo 62 de la Constitución Española, corresponde al Rey:

A) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, pudiendo autorizar indultos generales.

B) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.

C) Proponer el candidato a Presidente del Congreso.

D) Elegir al Presidente del Gobierno.

10. Según el artículo 57 de la Constitución Española de 1978, las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de 
hecho o de derecho que ocurra en el orden de sucesión a la Corona se resolverán:

A) Por Ley ordinaria.

B) Por Real Decreto del Presidente del Gobierno.

C) Por resolución judicial o administrativa.

D) Por Ley orgánica.

SOLUCIONES 1 B · 2 B · 3 B · 4 D · 5 A · 6 D · 7 C · 8 C · 9 B · 10 D

Te quedan 138 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.

Temario en formato ley · Informador/a Turístico (Materias comunes) · Ayuntamiento de Ciudad Real 27

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Tema 5

Las Cortes Generales. Composición, atribuciones y funciones. El 
procedimiento de elaboración de las Leyes. Órganos de control 

dependientes de las Cortes Generales: el Defensor del Pueblo y el 
Tribunal de Cuentas.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 66 a 92 · arts. 94 a 96 · art. 54 · art. 136 — 32 incluidos

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

CAPÍTULO CUARTO De las garantías de las libertades y derechos fundamentales

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

TÍTULO III De las Cortes Generales

CAPÍTULO PRIMERO De las Cámaras

Artículo 66.
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el
Senado.
2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.
3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.
2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.
3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las
Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio
universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.
2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada
una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación
mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.
3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.
4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
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elección o el día de la disolución de la Cámara.
5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley
reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera
del territorio de España.
6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El
Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.

Artículo 69.
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.
2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los
votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.
3. En las provincias insulares, cada isla con Cabildo o Consejo Insular constituirá una circunscripción a efectos
de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores −Gran Canaria, Mallorca y
Tenerife− y uno a cada una de las siguientes islas: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La Gomera, El
Hierro, Lanzarote y La Palma.
4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.
5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de
su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano
colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que
asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.
6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.
Se modifica el apartado 3 por el art. único de la Reforma de 19 de mayo de 2026. Ref. BOE-A-2026-10881 La eficacia de la creación de las
circunscripciones electorales de Ibiza y Formentera quedará pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se celebren
tras la entrada en vigor de la citada Reforma, según establece su disposición transitoria única.

Artículo 70.
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,
que comprenderán, en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.
b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los
miembros del Gobierno.
c) Al Defensor del Pueblo.
d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.
e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo.
f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control judicial,
en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.
2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo podrán
ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de
la Cámara respectiva.
3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras.

Artículo 72.
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1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán
sometidos a una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.
2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales
aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.
3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a
diciembre, y el segundo, de febrero a junio.
2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación
Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones
extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste
haya sido agotado.

Artículo 74.
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II
atribuye expresamente a las Cortes Generales.
2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por
mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los
otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará obtener
por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión presentará un
texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el Congreso por
mayoría absoluta.

Artículo 75.
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.
2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de
cualquier proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación.
3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 76.
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los
Tribunales, ni afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea
comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.
2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan
imponerse por incumplimiento de esta obligación.

Artículo 77.
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida la
presentación directa por manifestaciones ciudadanas.
2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse
sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.
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1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica.
2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo
con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de
velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.
3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus
funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.
4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus
decisiones.

Artículo 79.
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la
mayoría de sus miembros.
2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin
perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras.
3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

Artículo 80.
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado
por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

CAPÍTULO SEGUNDO De la elaboración de las leyes

Artículo 81.
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las
que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la
Constitución.
2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en
una votación final sobre el conjunto del proyecto.

Artículo 82.
1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre
materias determinadas no incluidas en el artículo anterior.
2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su objeto sea la formación de
textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo.
3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para materia concreta y con
fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la
publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo
indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.
4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios y
criterios que han de seguirse en su ejercicio.
5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se refiere el contenido
de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de
regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.
6. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer en cada
caso fórmulas adicionales de control.

Artículo 83.
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Las leyes de bases no podrán en ningún caso:
a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases.
b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

Artículo 84.
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el
Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal supuesto, podrá presentarse una proposición
de ley para la derogación total o parcial de la ley de delegación.

Artículo 85.
Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos.

Artículo 86.
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas
provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I,
al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.
2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de
los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su
promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su
convalidación o derogación, para lo cual el Reglamento establecerá un procedimiento especial y sumario.
3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos como proyectos de ley
por el procedimiento de urgencia.

Artículo 87.
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y
los Reglamentos de las Cámaras.
2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de
ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres
miembros de la Asamblea encargados de su defensa.
3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación de
proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha
iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la
prerrogativa de gracia.

Artículo 88.
Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de
una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.

Artículo 89.
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las Cámaras, sin que la
prioridad debida a los proyectos de ley impida el ejercicio de la iniciativa legislativa en los términos regulados
por el artículo 87.
2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el Senado, se remitirán
al Congreso para su trámite en éste como tal proposición.

Artículo 90.
1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, su Presidente dará
inmediata cuenta del mismo al Presidente del Senado, el cual lo someterá a la deliberación de éste.
2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje
motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto deberá ser aprobado por mayoría absoluta.
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El proyecto no podrá ser sometido al Rey para sanción sin que el Congreso ratifique por mayoría absoluta, en
caso de veto, el texto inicial, o por mayoría simple, una vez transcurridos dos meses desde la interposición del
mismo, o se pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o no por mayoría simple.
3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto se reducirá al de veinte
días naturales en los proyectos declarados urgentes por el Gobierno o por el Congreso de los Diputados.

Artículo 91.
El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y
ordenará su inmediata publicación.

Artículo 92.
1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos
los ciudadanos.
2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Gobierno, previamente
autorizada por el Congreso de los Diputados.
3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de referéndum
previstas en esta Constitución.

CAPÍTULO TERCERO De los Tratados Internacionales

Artículo 94.
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la
previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:

a) Tratados de carácter político.
b) Tratados o convenios de carácter militar.
c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes
fundamentales establecidos en el Título I.
d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública.
e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas
legislativas para su ejecución.

2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los restantes tratados o
convenios.

Artículo 95.
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá
la previa revisión constitucional.
2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si existe
o no esa contradicción.

Artículo 96.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán
parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la
forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.
2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo procedimiento previsto
para su aprobación en el artículo 94.

TÍTULO VII Economía y Hacienda

Artículo 136.
1. El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica de Estado,
así como del sector público. Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones por
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delegación de ellas en el examen y comprobación de la Cuenta General del Estado.
2. Las cuentas del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas y serán censuradas por
éste. El Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de su propia jurisdicción, remitirá a las Cortes Generales un informe
anual en el que, cuando proceda, comunicará las infracciones o responsabilidades en que, a su juicio, se
hubiere incurrido.
3. Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma independencia e inamovilidad y estarán
sometidos a las mismas incompatibilidades que los Jueces.
4. Una ley orgánica regulará la composición, organización y funciones del Tribunal de Cuentas.

Reglamento del Congreso de los Diputados de 10 de febrero de 1982

RCD · BOE-A-1982-5196 · arts. 108 a 129 — 22 incluidos

TÍTULO V Del procedimiento legislativo

CAPITULO PRIMERO De la iniciativa legislativa

Artículo 108.
La iniciativa legislativa ante el Congreso corresponde: 1º. Al Gobierno. 2º. Al Senado de acuerdo con la
Constitución y su propio Reglamento. 3º. A las Asambleas de las Comunidades Autónomas, de acuerdo con la
Constitución y sus respectivos Estatutos y Reglamentos. 4º. A los ciudadanos y ciudadanas, de acuerdo con el
artículo 87.3 de la Constitución y con la Ley Orgánica que lo desarrolle. 5.º Al propio Congreso en los términos
que establece el presente Reglamento.
Se modifica el primer párrafo y los numerales 4º y 5º por el art. único.92 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio de 2025. Ref. BOE-
A-2025-15844

CAPÍTULO SEGUNDO Del procedimiento legislativo común

Sección 1.ª De los proyectos de ley

Artículo 109.
Los proyectos de ley remitidos por el Gobierno irán acompañados de una exposición de motivos y de los
antecedentes necesarios para poder pronunciarse sobre ellos. La Mesa del Congreso ordenará su publicación,
la apertura del plazo de presentación de enmiendas y el envío a la Comisión correspondiente.

Artículo 110.
1. Publicado un proyecto de ley, los diputados y diputadas y los grupos parlamentarios tendrán un plazo de
quince días para presentar enmiendas al mismo mediante escrito dirigido a la Mesa de la Comisión. El escrito
de enmiendas deberá llevar la firma de el o la portavoz del Grupo al que pertenezca el diputado o diputada o de
la persona que sustituya a aquella, a los meros efectos de conocimiento. La omisión de este trámite podrá
subsanarse antes del comienzo de la discusión en Comisión.
2. Las enmiendas podrán ser a la totalidad o al articulado.
3. Serán enmiendas a la totalidad las que versen sobre la oportunidad, los principios o el espíritu del proyecto
de ley y postulen la devolución de aquél al Gobierno o las que propongan un texto completo alternativo al del
proyecto. Solo podrán ser presentadas por los Grupos Parlamentarios.
4. Las enmiendas al articulado podrán ser de supresión, modificación o adición. En los dos últimos supuestos,
la enmienda deberá contener el texto concreto que se proponga.
5. A tal fin, y en general, a todos los efectos del procedimiento legislativo, cada disposición adicional, final,
derogatoria o transitoria tendrá la consideración de un artículo, al igual que el Título de la ley, las rúbricas de
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las distintas partes en que esté sistematizado, la propia ordenación sistemática y la Exposición de Motivos.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.93 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio de 2025. Ref. BOE-A-2025-15844

Artículo 111.
1. Las enmiendas a un proyecto de ley que supongan aumento de los créditos o disminución de los ingresos
presupuestarios requerirán la conformidad del Gobierno para su tramitación.
2. A tal efecto, la Ponencia encargada de redactar el informe, remitirá al Gobierno, por conducto de la
Presidencia del Congreso, las que a su juicio puedan estar incluidas en lo previsto en el apartado anterior.
3. El Gobierno deberá dar respuesta razonada en el plazo de quince días, transcurrido el cual se entenderá que
el silencio del Gobierno expresa conformidad.
4. El Gobierno podrá manifestar su disconformidad con la tramitación de enmiendas que supongan aumento
de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios en cualquier momento de la tramitación, de no
haber sido consultado en la forma que señalan los apartados anteriores.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.94 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio de 2025. Ref. BOE-A-2025-15844

Artículo 112.
1. El debate de totalidad de los proyectos de ley en el Pleno procederá cuando se hubieren presentado, dentro
del plazo reglamentario, enmiendas a la totalidad. La Presidencia de la Comisión, en este caso, trasladará a la
Presidencia del Congreso las enmiendas a la totalidad que se hubieren presentado para su inclusión en el
orden del día de la sesión plenaria en que hayan de debatirse.
2. El debate de totalidad se desarrollará con sujeción a lo establecido en este Reglamento para los de este
carácter, si bien cada una de las enmiendas presentadas podrá dar lugar a un turno a favor y a otro en contra.
3. Terminada la deliberación, la Presidencia someterá a votación las enmiendas a la totalidad defendidas,
comenzando por aquellas que propongan la devolución del proyecto al Gobierno.
4. Si el Pleno acordare la devolución del proyecto, éste quedará rechazado y la Presidencia del Congreso lo
comunicará a la del Gobierno. En caso contrario, se remitirá a la Comisión para proseguir su tramitación.
5. Si el Pleno aprobase una enmienda a la totalidad de las que propongan un texto alternativo, se dará traslado
del mismo a la Comisión correspondiente, publicándose en el "Boletín Oficial de las Cortes Generales" y
procediéndose a abrir un nuevo plazo de presentación de enmiendas, que sólo podrán formularse sobre el
articulado. Se modifican los apartados 1, 3 y 4 por el art. único.95 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio
de 2025. Ref. BOE-A-2025-15844

Artículo 113.
1. Finalizado el debate de totalidad, si lo hubiere habido, y en todo caso el plazo de presentación de
enmiendas, la Comisión nombrará en su seno una Ponencia integrada por una o varias personas para que, a la
vista del texto y de las enmiendas presentadas al articulado, redacten un informe en el plazo de quince días.
2. La Mesa de la Comisión, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3 del artículo 43 del presente
Reglamento, podrá prorrogar el plazo para la emisión del informe, cuando la trascendencia o complejidad del
proyecto de ley así lo exigiere.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.96 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio de 2025. Ref. BOE-A-2025-15844

Artículo 114.
1. Concluido el informe de la Ponencia, comenzará el debate en Comisión, que se hará artículo por artículo.
En cada uno de ellos podrán hacer uso de la palabra quienes hayan presentado enmiendas al artículo y
quienes formen parte de la Comisión.
2. Las enmiendas que se hubieren presentado en relación con la Exposición de Motivos se discutirán al final
del articulado, si la Comisión acordare incorporar dicha Exposición de Motivos como Preámbulo de la ley.
3. Durante la discusión de un artículo, la Mesa podrá admitir a trámite nuevas enmiendas que presenten en
este momento por escrito quienes formen parte de la Comisión, siempre que tiendan a alcanzar un acuerdo
por aproximación entre las enmiendas ya formuladas y el texto del artículo. También se admitirán a trámite

Temario en formato ley · Informador/a Turístico (Materias comunes) · Ayuntamiento de Ciudad Real 35

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



enmiendas que tengan por finalidad subsanar errores o incorrecciones técnicas, terminológicas o
gramaticales. Se modifican los apartados 1 y 3 por el art. único.97 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio
de 2025. Ref. BOE-A-2025-15844

Artículo 115.
1. En la dirección de los debates de la Comisión, la Presidencia y la Mesa ejercerán las funciones que en este
Reglamento se confieren a la Presidencia y a la Mesa del Congreso.
2. La Presidencia de la Comisión, de acuerdo con la Mesa de ésta, podrá establecer el tiempo máximo de la
discusión para cada artículo, el que corresponda a cada intervención, a la vista del número de peticiones de
palabra, y el total para la conclusión del dictamen.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.98 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio de 2025. Ref. BOE-A-2025-15844

Artículo 116.
El dictamen de la Comisión, firmado por su Presidencia y por una de las Secretarías, se remitirá a la
Presidencia del Congreso a efectos de la tramitación subsiguiente que proceda.
Se modifica por el art. único.99 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio de 2025. Ref. BOE-A-2025-15844

Artículo 117.
Los grupos parlamentarios, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la fecha de terminación del
dictamen, en escrito dirigido a la Presidencia de la Cámara, deberán comunicar los votos particulares y
enmiendas que, habiendo sido defendidos y votados en Comisión y no incorporados al dictamen, pretendan
defender en el Pleno.
Se modifica por el art. único.100 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio de 2025. Ref. BOE-A-2025-15844

Artículo 118.
1. El debate en el Pleno podrá comenzar por la presentación que de la iniciativa del Gobierno haga un
miembro del mismo y por la que del dictamen haga un diputado o diputada de la Comisión, cuando así lo
hubiere acordado ésta. Estas intervenciones no podrán exceder de quince minutos.
2. La Presidencia de la Cámara, oídas la Mesa y la Junta de Portavoces, podrá: 1. Ordenar los debates y las
votaciones por artículos, o bien, por materias, grupos de artículos o de enmiendas, cuando lo aconseje la
complejidad del texto, la homogeneidad o interconexión de las pretensiones de las enmiendas o la mayor
claridad en la confrontación política de las posiciones. 2. Fijar de antemano el tiempo máximo de debate de un
proyecto, distribuyéndolo, en consecuencia, entre las intervenciones previstas y procediéndose, una vez
agotado, a las votaciones que quedaren pendientes.
3. Durante el debate la Presidencia podrá admitir enmiendas que tengan por finalidad subsanar errores o
incorrecciones técnicas, terminológicas o gramaticales. Sólo podrán admitirse a trámite enmiendas de
transacción entre las ya presentadas y el texto del dictamen cuando ningún Grupo Parlamentario se oponga a
su admisión y ésta comporte la retirada de las enmiendas respecto de las que se transige.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.101 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio de 2025. Ref. BOE-A-2025-15844

Artículo 119.
Terminado el debate de un proyecto, si, como consecuencia de la aprobación de un voto particular o de una
enmienda o de la votación de los artículos, el texto resultante pudiera ser incongruente u oscuro en alguno de
sus puntos, la Mesa de la Cámara podrá, por iniciativa propia o a petición de la Comisión, enviar el texto
aprobado por el Pleno de nuevo a la Comisión, con el único fin de que ésta, en el plazo de un mes, efectúe una
redacción armónica que deje a salvo los acuerdos del Pleno. El dictamen así redactado se someterá a la
decisión final del Pleno, que deberá aprobarlo o rechazarlo en su conjunto, en una sola votación.

Artículo 120.
Aprobado un proyecto de ley por el Congreso, su Presidencia lo remitirá, con los antecedentes del mismo y
con los documentos producidos en la tramitación ante la Cámara, a la Presidencia del Senado.
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Se modifica por el art. único.102 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio de 2025. Ref. BOE-A-2025-15844

Artículo 121.
Los proyectos de ley aprobados por el Congreso y vetados o enmendados por el Senado serán sometidos a
nueva consideración del Pleno de la Cámara.

Artículo 122.
1. En caso de que el Senado hubiera opuesto su veto a un proyecto de ley, el debate se ajustará a lo establecido
para los de totalidad. Terminado el debate, se someterá a votación el texto inicialmente aprobado por el
Congreso y, si fuera ratificado por el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros de la Cámara,
quedará levantado el veto.
2. Si no obtuviese dicha mayoría, se someterá de nuevo a votación, transcurridos dos meses a contar desde la
interposición del veto. Si en esta votación el proyecto lograse mayoría simple de los votos emitidos, quedará,
igualmente, levantado el veto; en caso contrario, el proyecto resultará rechazado.

Artículo 123.
Las enmiendas propuestas por el Senado serán objeto de debate y votación y quedarán incorporadas al texto
del Congreso las que obtengan la mayoría simple de los votos emitidos.

Sección 2.ª De las proposiciones de ley

Artículo 124.
Las proposiciones de ley se presentarán acompañadas de una exposición de motivos y de los antecedentes
necesarios para poder pronunciarse sobre ellas.

Artículo 125.
Las proposiciones de ley que, de acuerdo con la Constitución, hayan sido tomadas en consideración por el
Senado, serán tramitadas por el Congreso como tales proposiciones de ley, excluido al trámite de toma en
consideración.

Artículo 126.
1. Las proposiciones de ley del Congreso podrán ser adoptadas a iniciativa de: 1º. Un diputado o diputada con
la firma de catorce miembros más de la Cámara, 2º. Un Grupo Parlamentario con la sola firma de su portavoz.
2. Ejercitada la iniciativa, la Mesa del Congreso ordenará la publicación de la proposición de ley y su remisión
al Gobierno para que manifieste su criterio respecto a la toma en consideración, así como su conformidad o no
a la tramitación si implicara aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios.
3. Transcurridos treinta días sin que el Gobierno hubiera negado expresamente su conformidad a la
tramitación, la proposición de ley quedará en condiciones de ser incluida en el orden del día del Pleno para su
toma en consideración.
4. Antes de iniciar el debate, se dará lectura al criterio del Gobierno, si lo hubiere. El debate se ajustará a lo
establecido para los de totalidad.
5. Acto seguido, la Presidencia preguntará si la Cámara toma o no en consideración la proposición de ley de
que se trate. En caso afirmativo, la Mesa de la Cámara acordará su envío a la Comisión competente y la
apertura del correspondiente plazo de presentación de enmiendas, sin que, salvo en el supuesto del artículo
125, sean admisibles enmiendas de totalidad de devolución. La proposición seguirá el trámite previsto para los
proyectos de ley, correspondiendo a una de las personas proponentes o a un integrante del Grupo autor de la
iniciativa la presentación de la misma ante el Pleno.
Se modifica el numeral 1º del apartado 1 y el apartado 5 por el art. único.103 de la Reforma del Reglamento de 22 de julio de 2025. Ref. BOE-
A-2025-15844

Artículo 127.
Las proposiciones de ley de las Comunidades Autónomas y las de iniciativa popular serán examinadas por la
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Mesa del Congreso a efectos de verificar el cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos. Si los
cumplen, su tramitación se ajustará a lo previsto en el artículo anterior, con la única especialidad de que en las
de iniciativa de una Asamblea de la Comunidad Autónoma la defensa de la proposición en el trámite de toma
en consideración corresponderá a la Delegación de aquélla.

Sección 3.ª De la retirada de proyectos y proposiciones de ley

Artículo 128.
El Gobierno podrá retirar un proyecto de ley en cualquier momento de su tramitación ante la Cámara, siempre
que no hubiere recaído acuerdo final de ésta.

Artículo 129.
La iniciativa de retirada de una proposición de ley por su proponente tendrá pleno efecto por sí sola, si se
produce antes del acuerdo de la toma en consideración. Adoptado éste, la retirada sólo será efectiva si la
acepta el Pleno de la Cámara.

Reglamento del Senado (texto refundido de 3 de mayo de 1994)

RS · BOE-A-1994-10830 · art. 104 · arts. 106 a 123 · arts. 125 a 128 — 26 incluidos

TÍTULO IV Del procedimiento legislativo

CAPÍTULO I Del procedimiento legislativo ordinario

Sección primera. De los textos legislativos remitidos por el Congreso de los Diputados

Artículo 104.
1. Para facilitar el cumplimiento de los plazos establecidos en el artículo 90.2 de la Constitución, el Presidente
del Senado, por delegación de la Mesa, calificará los proyectos y las proposiciones de ley aprobados por el
Congreso de los Diputados y remitidos al Senado, determinará el procedimiento aplicable, ordenará su
remisión a la Comisión competente, así como su publicación y la apertura del plazo de presentación de
propuestas de veto y enmiendas. La documentación complementaria, si la hubiere, podrá ser consultada en la
Secretaría General de la Cámara.
2. Cuando resulte necesario, por las características del proyecto o proposición de ley remitido, la Mesa del
Senado podrá avocar la delegación establecida en el apartado anterior.
3. En todo caso, el acuerdo sobre la aplicación de los procedimientos legislativos especiales establecidos en
este Reglamento se sujetará a sus propias reglas.
Se modifica por el art. único.79 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 106.
1. La Cámara dispone de un plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, para, mediante
mensaje motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. La recepción del texto, entrada en el
registro de la Cámara y publicación en el Boletín Oficial de las Cortes Generales se adecuarán al calendario de
sesiones plenarias del Senado para garantizar al máximo que dicho plazo resulte disponible en su totalidad.
2. Dicho plazo se entiende referido al período ordinario de sesiones y, si finalizase en día inhábil, se entenderá
extendido hasta el día hábil siguiente. En el caso de que concluyese fuera de este período, se computarán los
días necesarios del siguiente hasta completar el plazo de dos meses.
3. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de la posibilidad de convocar sesiones
extraordinarias.
4. La Mesa de la Cámara podrá acordar, previa audiencia de la Junta de Portavoces, modificaciones en todos los
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plazos del procedimiento legislativo cuando así lo aconsejen las circunstancias de cada proyecto o proposición
de ley.
Se modifica por el art. único.81 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 107.
1. Dentro de los diez días siguientes a aquel en que se haya publicado el proyecto o proposición de ley, los
Senadores o los Grupos parlamentarios podrán presentar enmiendas o propuestas de veto. Dicho plazo podrá
ser ampliado, a petición de veinticinco Senadores, por un período no superior a cinco días.
2. Las enmiendas y las propuestas de veto deberán formalizarse por escrito, con justificación explicativa, y ser
congruentes con el texto que enmiendan.
3. En el supuesto de que no se presenten enmiendas o propuestas de veto, o no se aprobase ninguna en la
Comisión, el proyecto o proposición de ley podrá pasar a conocimiento del Pleno, para debate y votación, si así
se solicita por un Grupo parlamentario para una sesión que esté prevista antes de que finalice el plazo de su
tramitación en la Cámara. Si, sometido a votación de totalidad, el texto resultase rechazado por mayoría
absoluta, se entenderá, de conformidad con el artículo 90.2 de la Constitución, que el Senado lo ha vetado, lo
que será comunicado al Gobierno y al Congreso de los Diputados a efectos del cumplimiento de dicho
precepto. Si transcurrido el plazo constitucional del que dispone el Senado para su tramitación ningún Grupo
solicita el conocimiento por el Pleno, el proyecto o proposición de ley se entenderá definitivamente aprobado
por las Cortes Generales en los términos remitidos por el Congreso de los Diputados. Se modifican los
apartados 2 y 3 por el art. único.82 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-
A-2025-23055

Artículo 107 bis.
A solicitud de un Grupo parlamentario, la Mesa del Senado podrá solicitar a otros órganos del Estado la
elaboración de informes sobre los proyectos y proposiciones de ley remitidos por el Congreso de los Diputados.
Se añade por el art. único.83 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Sección segunda. De la iniciativa legislativa del Senado

Artículo 108.
1. Las proposiciones de ley que se deban a la iniciativa de los Senadores deberán ser formuladas en texto
articulado, acompañado de una exposición justificativa. Deberán ir suscritas por un Grupo parlamentario o
veinticinco Senadores. Si el Grupo parlamentario estuviera conformado por Senadores de distintas
organizaciones políticas, la iniciativa deberá ser suscrita por todos los Senadores del Grupo.
2. Presentada una proposición de ley, la Mesa del Senado la calificará y, de admitirse, dispondrá su inmediata
publicación oficial, abriéndose acto seguido un plazo no superior a quince días en el que, con sujeción a los
requisitos del apartado anterior, podrán presentarse otras proposiciones de ley, que deberán versar
sustancialmente sobre el mismo objeto o materia que la presentada en primer lugar.
3. Finalizado el plazo otorgado al Gobierno para manifestar su conformidad a la tramitación, y siendo su
parecer favorable a la tramitación o habiendo la Mesa rechazado la disconformidad del Gobierno, la
proposición de ley presentada estará en condiciones de ser incluida en el orden del día de alguna de las
siguientes sesiones plenarias, a efectos del trámite de toma en consideración. El Portavoz del Grupo
parlamentario autor de la misma deberá solicitar su inclusión, conforme a las reglas de distribución entre los
Grupos parlamentarios que se hayan establecido con audiencia de la Junta de Portavoces.
4. Para el debate de la proposición de ley procederá su defensa por alguno de sus proponentes, seguido de un
turno en contra, así como de la intervención de los Portavoces de los Grupos parlamentarios. Cada uno de
estos turnos no podrá exceder de diez minutos.
5. Sometida a votación, si esta resultase aprobada, se entenderá efectuada su toma en consideración y el
Presidente la remitirá al Congreso de los Diputados, para su trámite en éste como tal proposición.
6. En el caso de que la tramitación de la proposición de ley por el Congreso de los Diputados se demore de
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forma injustificada, un Grupo parlamentario o veinticinco Senadores, mediante texto escrito debidamente
motivado, podrán proponer al Pleno de la Cámara el planteamiento de un conflicto de atribuciones, de
acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 188 de este Reglamento.
Se modifica por el art. único.84 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 109.
Los autores de una proposición de ley podrán retirarla antes de su toma en consideración.

Sección tercera. Deliberación en comisión

Artículo 110.
Cuando el texto legislativo sea recibido por la Comisión competente, los Grupos parlamentarios, en el plazo de
cinco días, podrán designar entre los miembros de la Comisión una Ponencia encargada de emitir el Informe
sobre el proyecto o proposición de ley de que se trate. Dicha Ponencia será ratificada en la sesión de la
Comisión en la que se dictamine la iniciativa, como primer punto del orden del día. Durante la reunión de la
Ponencia, se podrán presentar enmiendas transaccionales, propuestas de modificación y correcciones de
errores técnicos, aritméticos, terminológicos o gramaticales, resultando de aplicación lo dispuesto en el
artículo 115 de este Reglamento, en cuanto a sus requisitos, calificación y régimen de impugnación. Las
correcciones de errores, de aprobarse, no tendrán la consideración de enmienda a los efectos del artículo 90.2
de la Constitución.
Se modifica por el art. único.85 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 111.
La Ponencia dispondrá de quince días para emitir su informe, contados a partir de la fecha en que termine el
plazo de presentación de enmiendas.

Artículo 112.
El informe de la Ponencia, junto con las enmiendas recibidas, será entregado al Presidente de la Comisión a
los efectos de su convocatoria en los términos previstos en el artículo 61. La Comisión deberá reunirse en el
plazo máximo de cinco días naturales. Con la antelación suficiente, el informe de la Ponencia quedará a
disposición de los Senadores en la Secretaría del Senado. Asimismo se remitirá a los miembros de la Comisión
y a los Portavoces de los Grupos parlamentarios el informe de la Ponencia y copia de las enmiendas y
observaciones presentadas.

Artículo 113.
1. La Comisión competente deberá elaborar el Dictamen sobre el proyecto o proposición de ley dentro de los
quince días siguientes a aquel en que finalice el plazo de la Ponencia para emitir su Informe, si ésta se hubiese
designado, o, en caso contrario, desde que finalice el plazo de enmiendas.
2. Dicho plazo podrá ser ampliado o reducido por el Presidente del Senado, de acuerdo con la Mesa, cuando así
lo aconseje el desarrollo del trabajo legislativo de la Cámara.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.86 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 114.
1. El debate en Comisión comenzará, en su caso, por las propuestas de veto por orden de los Grupos
parlamentarios, de menor a mayor, anteponiéndose las suscritas por Senadores, asimismo por orden de
menor a mayor en función de la composición numérica de los Grupos parlamentarios a los que pertenezcan,
comenzando por las de los Senadores pertenecientes al Grupo Mixto. De aprobarse una propuesta de veto, se
dará por concluido el debate y se elevará al Pleno como Dictamen de la Comisión.
2. De no haber propuestas de veto o de no ser aprobada ninguna de ellas, se efectuará el debate de las
enmiendas, consistiendo en un turno a favor y un turno en contra de cada bloque de enmiendas presentadas
por un mismo Senador o Grupo parlamentario, por el mismo orden expuesto en el apartado anterior, seguido
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de un turno de portavoces.
3. Los tiempos de intervención de cada uno de los turnos serán fijados por los Presidentes de las respectivas
Comisiones. No obstante, el Presidente de la Comisión podrá limitar el número y la duración de las
intervenciones cuando así lo exija la debida tramitación del texto legislativo o, excepcionalmente, acordar un
orden de debate distinto al establecido en este artículo.
Se modifica por el art. único.87 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 115.
1. Durante la sesión de la Comisión, el Presidente podrá admitir a trámite enmiendas transaccionales que se
presenten en ese momento y por escrito, tendentes a alcanzar un acuerdo entre dos o más enmiendas
presentadas o un acuerdo entre una y varias enmiendas y el texto remitido por el Congreso de los Diputados.
Aquellas enmiendas sobre las que se sustente la enmienda transaccional se tendrán por sustituidas por la
enmienda transaccional resultante y ya no serán objeto de ulterior tramitación ni serán, por tanto, sometidas a
votación. La enmienda transaccional deberá ser congruente con las enmiendas de las que trae causa y deberá
estar suscrita por los autores de las mismas. El Presidente de la Comisión acordará no admitir a trámite
aquellas enmiendas transaccionales que no cumplan con los anteriores requisitos. Frente a su resolución,
cabrá la presentación de solicitudes de reconsideración ante la Mesa de la Cámara. En caso de que la Mesa
estimase la reconsideración, la enmienda transaccional surtirá efectos en la fase de Pleno.
2. También se podrán presentar, por cualquier Grupo parlamentario, durante el debate en la Comisión y por
escrito correcciones de errores técnicos, aritméticos, terminológicos o gramaticales, que deberán ser
admitidas por el Presidente de la Comisión si responden a esta finalidad y, en caso contrario, ser rechazadas,
con aplicación del mismo régimen de impugnación expuesto en el apartado anterior. De aprobarse, no tendrán
la consideración de enmienda a los efectos del artículo 90.2 de la Constitución.
3. Asimismo, cabrá la presentación de propuestas de modificación del texto remitido por el Congreso de los
Diputados, sin apoyo en ninguna enmienda, si están suscritas por todos los Portavoces de los Grupos
parlamentarios.
Se modifica por el art. único.88 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 116.
1. Terminado el debate en la Comisión, el Presidente someterá a votación la propuesta de Informe que en ese
momento formule la Ponencia. En caso necesario, previo acuerdo adoptado al efecto, la Ponencia podrá volver
a reunirse para proponer a la Comisión un nuevo Informe como resultado de las deliberaciones habidas en la
Comisión. Si se aprobase dicho Informe por la Comisión, quedará aprobado como Dictamen; si se rechazase,
el Presidente podrá suspender la sesión para que la Ponencia proceda a la propuesta de un nuevo texto en el
plazo que determine el Presidente, que se someterá a votación.
2. En caso de rechazo del Informe de la Ponencia o si la Ponencia no llega a un acuerdo sobre un nuevo texto
en el plazo establecido, se someterán a votación las enmiendas, agrupadas en función de la composición
numérica de los Grupos parlamentarios autores de las mismas, de menor a mayor, debiéndose votar en primer
lugar las enmiendas de Senadores individuales, también ordenadas de menor a mayor en función de la
composición numérica de los Grupos a los que pertenezcan, comenzando por las de los Senadores
pertenecientes al Grupo Mixto, a no ser que por el Presidente de la Comisión se decida otro orden. Cabrá la
solicitud por los Grupos parlamentarios de votación separada de enmiendas, pudiéndose agrupar
exclusivamente en tres grupos: las que se voten a favor, las que se voten en contra y el resto, sin que quepa que
un Grupo o Senador pida votación separada de sus propias enmiendas. Tampoco cabrá solicitar votación de
partes de enmiendas, sino que éstas han de votarse en su integridad. En este caso, el Dictamen de la Comisión
lo constituirán las enmiendas aprobadas, que se elevarán al Pleno.
3. Si no se aprobase ninguna enmienda, el proyecto o proposición de ley quedará definitivamente aprobado
por las Cortes Generales en los términos en que fue remitido por el Congreso de los Diputados y se procederá a
dar cumplimiento a lo previsto por el artículo 91 de la Constitución, a no ser que, antes de que finalice el plazo
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para su tramitación en la Cámara, por un Grupo parlamentario se presente una solicitud de sometimiento del
proyecto o proposición de ley al Pleno para su debate y votación, en los términos previstos en el artículo 107.3
de este Reglamento.
Se modifica por el art. único.89 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 117.
1. Los Grupos parlamentarios o los Senadores que, habiendo defendido propuestas de veto o enmiendas,
discrepen del acuerdo de la Comisión por no haber aceptado ésta una propuesta de veto o una enmienda,
podrán formular votos particulares y defenderlos ante el Pleno.
2. En caso de introducirse en la Comisión cualquier enmienda, enmienda transaccional o propuesta de
modificación de las señaladas en el artículo 115, los Senadores y los Grupos parlamentarios podrán formular
voto particular, proponiendo la vuelta al texto original del texto remitido por el Congreso de los Diputados del
proyecto o proposición de ley.
3. Deberá comunicarse el propósito de defender un voto particular ante el Pleno mediante escrito dirigido al
Presidente del Senado, dentro de las veinticuatro horas posteriores a la finalización de la sesión de la
Comisión, a no ser que el Presidente de la misma acuerde otro plazo por razones motivadas.
Se modifica por el art. único.90 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Sección cuarta. Deliberación por el Pleno de la Cámara

Artículo 118.
El debate en el Pleno deberá concluir antes de que se cumpla el plazo de dos meses a que se refiere el artículo
106.

Artículo 119.
Convocado el Pleno por el Presidente del Senado, desde el mismo día quedarán en la Secretaría General de la
Cámara, a disposición de los Senadores, los textos legislativos, los Dictámenes de las Comisiones y los votos
particulares que hayan de ser sometidos al Pleno.
Se modifica por el art. único.91 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 120.
1. El debate en el Pleno comenzará por la presentación del Dictamen por parte del representante designado,
en su caso, por la Comisión correspondiente, por tiempo no superior a cinco minutos.
2. Si no hubiera propuestas de veto, procederá un debate de totalidad con un turno a favor y otro en contra,
más la intervención de los Portavoces de los Grupos parlamentarios que lo deseen.
3. Cada una de las intervenciones a que se refiere el anterior apartado no podrá exceder de diez minutos.
4. No obstante, el Presidente del Senado, oída la Junta de Portavoces, podrá acordar modificar los turnos y la
duración de las intervenciones previstas en este precepto cuando así lo aconseje el desarrollo de los debates.
Se modifica por el art. único.92 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 121.
1. En el caso de existir propuestas de veto, el Senador o el Portavoz del Grupo autor de las mismas podrán
efectuar su defensa por un tiempo no superior a diez minutos. En primer lugar, se debatirá la propuesta
aprobada por la Comisión y, si se hubieran mantenido otras para el Pleno, se debatirán estas en función de la
composición numérica de los Grupos parlamentarios autores de las mismas, de menor a mayor, anteponiendo
las presentadas por Senadores individuales, asimismo de menor a mayor en función de la composición
numérica de los Grupos a los que pertenezcan, comenzando por las de los Senadores pertenecientes al Grupo
Mixto. Seguidamente, se podrá consumir un turno en contra, que podrá realizarse después de la defensa de
cada turno a favor, por el mismo tiempo de diez minutos, o un único turno acumulado, de diez minutos,
respecto de todos los vetos, a compartir por los Grupos, seguido de las intervenciones de los Portavoces de los
Grupos parlamentarios, durante no más de diez minutos.
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2. (Suprimido)
3. El debate de las propuestas de veto excluirá el debate de totalidad previsto en el apartado segundo del
artículo anterior.
4. En caso de que una propuesta de veto se elevase como Dictamen de la Comisión, el Presidente, oída la Junta
de Portavoces, podrá decidir que sea sometida a votación por el Pleno antes de entrar al debate de los votos
particulares. En otro caso, la votación, tanto de las propuestas de veto como de los votos particulares, se
realizará una vez finalizados todos los debates.
Se modifica por el art. único.93 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 122.
1. Para la aprobación de una propuesta de veto será necesario el voto favorable de la mayoría absoluta de
Senadores. Asimismo, se considerará que el Senado veta un proyecto o proposición si sometido a su
consideración, por así solicitarlo un Grupo parlamentario, queda rechazado por mayoría absoluta de la
Cámara.
2. Si resultase aprobada la propuesta de veto o si queda rechazado el texto por mayoría absoluta, el Presidente
del Senado declarará que el Senado ha vetado el proyecto o proposición de ley y dará por concluido su debate,
comunicándolo a los Presidentes del Gobierno y del Congreso de los Diputados.
Se modifica por el art. único.94 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 123.
1. Tras el debate de las propuestas de veto, si las hubiere, el debate de los votos particulares se realizará por
Grupos parlamentarios, de menor a mayor, anteponiendo las presentadas por Senadores, de menor a mayor
en función de la composición numérica de los Grupos a los que pertenezcan, comenzando por los de los
Senadores pertenecientes al Grupo Mixto. El debate de los votos particulares constará de un turno a favor, con
una duración de un minuto por cada enmienda, con un mínimo de tres minutos y un máximo de quince, y un
turno en contra de la misma duración que el turno a favor si se usa de forma individualizada, o de duración
igual a la suma de los tiempos de los turnos a favor con un límite máximo de quince minutos, si se usa de
forma acumulada. Seguidamente, podrán intervenir los Portavoces de los Grupos parlamentarios que lo
soliciten, por tiempo no superior a diez minutos para cada uno de ellos, cuando al proyecto o proposición de
ley se hayan presentado cien o más enmiendas, o a cinco minutos, cuando se hayan presentado menos de cien
enmiendas. El Presidente del Senado, oída la Junta de Portavoces, podrá acordar modificar los turnos y la
duración de las intervenciones previstas en este precepto cuando así lo aconseje el desarrollo de los debates.
2. Concluido el debate, se someterán a votación las enmiendas y las solicitudes de vuelta al texto remitido por
el Congreso de los Diputados mantenidas en los votos particulares. Si se aprueba alguna de ellas, quedarán
incorporadas definitivamente al texto.
3. A continuación, se votarán las propuestas de modificación y correcciones de error que se puedan haber
presentado durante la sesión plenaria, por su orden de presentación.
4. Finalmente, si las hay, se deberán someter a votación del Pleno aquellas partes que vengan enmendadas o
modificadas de la Comisión, que no hayan quedado afectadas por las votaciones anteriores.
Se modifica por el art. único.95 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 125.
1. Durante el desarrollo de la sesión plenaria, podrán presentarse por escrito propuestas de modificación de
los Dictámenes de las Comisiones, siempre que en las mismas concurran alguno de los siguientes requisitos:

a) Si se sustentan en algún voto particular, que se suscriban por la mayoría de los Portavoces de los Grupos
parlamentarios que, a su vez, integran la mayoría de los Senadores debiendo encontrarse entre ellos el
autor de dicho voto particular.
b) Si no se sustentan en un voto particular, que se suscriban por la totalidad de los Portavoces de los Grupos
parlamentarios. En ambos casos, las propuestas de modificación han de ser congruentes con los textos que
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modifican.
2. El Presidente del Senado calificará las propuestas de modificación que se presenten, no admitiendo las que
no cumplan los requisitos anteriores. La solicitud de reconsideración ante la Mesa deberá presentarse por
escrito, con la correspondiente motivación, no siendo posible la formulación verbal de solicitudes de
reconsideración. El Presidente decidirá, en su caso, si suspende la sesión para que la Mesa resuelva.
3. También se podrán presentar durante la sesión plenaria por cualquier Grupo parlamentario correcciones de
errores técnicos, aritméticos, terminológicos o gramaticales, que deberán ser admitidas por el Presidente de la
Cámara si responden a esta finalidad y, en caso contrario, ser rechazadas, con aplicación del mismo régimen
de impugnación expuesto en el apartado anterior. De aprobarse, no tendrán la consideración de enmienda a
los efectos del artículo 90.2 de la Constitución.
Se modifica por el art. único.97 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 126.
El Presidente podrá cerrar el debate cuando estime suficientemente deliberado el asunto.
Se modifica por el art. único.98 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 126 bis.
1. Para la votación en Pleno, los Grupos parlamentarios podrán solicitar la votación separada de enmiendas,
pudiéndose agrupar exclusivamente en tres grupos: las que se voten a favor, las que se voten en contra y el
resto, sin que quepa que un Grupo o Senador pida votación separada de sus propias enmiendas. El plazo para
presentar la solicitud de votación separada comienza desde la convocatoria de la sesión plenaria y finaliza
cuando se inicie en el Pleno el debate del correspondiente proyecto o proposición de ley.
2. No cabrá solicitar votación de partes de enmiendas, sino que éstas han de votarse en su integridad.
Se añade por el art. único.99 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Artículo 126 ter.
1. Los proyectos y proposiciones de ley respecto a los cuales el Senado oponga veto, rechace por mayoría
absoluta conforme a lo previsto en el artículo 107.3 de este Reglamento o introduzca enmiendas, serán
remitidos al Congreso de los Diputados a los efectos de dar cumplimiento al artículo 90.2 de la Constitución,
comunicándoselo al Gobierno.
2. Si el Senado no opone veto ni rechaza el texto por mayoría absoluta ni introduce enmiendas, el texto se
entenderá definitivamente aprobado por las Cortes Generales y se procederá a su remisión al Gobierno para
dar cumplimiento al artículo 91 de la Constitución, comunicándolo al Congreso de los Diputados.
3. Cuando en un proyecto o proposición de ley, el Senado no oponga veto ni introduzca enmiendas y solo
realice correcciones de error que no tengan la consideración de enmienda a los efectos del artículo 90.2 de la
Constitución, se entenderá que el texto queda definitivamente aprobado por las Cortes Generales y se
procederá del mismo modo que en el apartado anterior.
4. Si, en el plazo de dos meses, o el que resulte de aplicación, el Senado no ha realizado ninguna de las
anteriores actuaciones, el texto se entenderá definitivamente aprobado por las Cortes Generales,
procediéndose del modo previsto en los dos apartados anteriores.
Se añade por el art. único.100 de la Reforma del Reglamento de 12 de noviembre de 2025. Ref. BOE-A-2025-23055

Sección quinta. Normas especiales

Artículo 127.
Los proyectos de ley presentados por el Gobierno pueden ser retirados por éste en todas las fases del
procedimiento anteriores a su aprobación definitiva por la Cámara.

Artículo 128.
1. El Gobierno podrá aducir, dentro de los diez días siguientes a su publicación, que una proposición de ley o
una enmienda resultan contrarias a una delegación legislativa en vigor.
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2. La propuesta del Gobierno deberá presentarse por escrito y expresará los motivos en que se fundamenta. La
Mesa ordenará su publicación inmediata y su inclusión en el orden del día de la siguiente sesión plenaria.
3. La tramitación de estas propuestas se realizará conforme a lo prevenido para los conflictos entre órganos
constitucionales del Estado. En todo caso, y hasta su resolución definitiva, se entenderán suspendidos los
plazos del procedimiento legislativo.

LO 3/1981 del Defensor del Pueblo

LO-DefPueblo · BOE-A-1981-10325 · arts. 1 a 37 — 37 incluidos

TÍTULO PRIMERO Nombramiento, cese y condiciones

CAPÍTULO PRIMERO Carácter y elección

Artículo primero.
El Defensor del Pueblo es el alto comisionado de las Cortes Generales designado por éstas para la defensa de
los derechos comprendidos en el Título I de la Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la
Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. Ejercerá las funciones que le encomienda la
Constitución y la presente Ley.

Artículo segundo.
Uno. El Defensor del Pueblo será elegido por las Cortes Generales para un periodo de cinco años, y se dirigirá
a las mismas a través de los Presidentes del Congreso y del senado, respectivamente.
Dos. Se designará en las Cortes Generales una Comisión Mixta Congreso-Senado encargada de relacionarse
con el Defensor del Pueblo e informar a los respectivos Plenos en cuantas ocasiones sea necesario.
Tres. Dicha Comisión se reunirá cuando así lo acuerden conjuntamente el Presidente del Congreso y del
Senado, y en todo caso, para proponer a los Plenos de las Cámaras el candidato o candidatos a Defensor del
Pueblo. Los acuerdos de la Comisión se adoptarán por mayoría simple.
Cuatro. Propuesto el candidato o candidatos, se convocará en término no inferior a diez días al Pleno del
Congreso para que proceda a su elección. Será designado quien obtuviese una votación favorable de las tres
quintas partes de los miembros del Congreso y posteriormente, en un plazo máximo de veinte días, fuese
ratificado por esta misma mayoría del Senado.
Cinco. Caso de no alcanzarse las mencionadas mayorías, se procederá en nueva sesión de la Comisión, y en el
plazo máximo de un mes, a formular sucesivas propuestas. En tales casos, una vez conseguida la mayoría de
los tres quintos en el Congreso, la designación quedará realizada al alcanzarse la mayoría absoluta del Senado.
Seis. Designado el Defensor del Pueblo se reunirá de nuevo la Comisión Mixta Congreso-Senado para otorgar
su conformidad previa al nombramiento de los adjuntos que le sean propuestos por aquél. Se modifican los
apartados 2, 3, 5 y 6 por el art. único.1 a 4 de la Ley Orgánica 2/1992, de 5 de marzo. Ref. BOE-A-1992-5304 .

Artículo tercero.
Podrá ser elegido Defensor del Pueblo cualquier español mayor de edad que se encuentre en el pleno disfrute
de sus derechos civiles y políticos.

Artículo cuarto.
Uno. Los Presidentes del Congreso y del Senado acreditarán conjuntamente con sus firmas el nombramiento
del Defensor del Pueblo que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado».
Dos. El Defensor del Pueblo tomará posesión de su cargo ante las Mesas de ambas Cámaras reunidas
conjuntamente, prestando juramento o promesa de fiel desempeño de su función.
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CAPÍTULO SEGUNDO Cese y sustitución

Artículo quinto.
Uno. El Defensor del Pueblo cesará por alguna de las siguientes causas: Uno) Por renuncia. Dos) Por
expiración del plazo de su nombramiento. Tres) Por muerte o por incapacidad sobrevenida. Cuatro) Por actuar
con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo. Cinco) Por haber sido
condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso.
Dos. La vacante en el cargo se declarará por el Presidente del Congreso en los casos de muerte, renuncia y
expiración del plazo del mandato. En los demás casos se decidirá, por mayoría de las tres quintas partes de los
componentes de cada Cámara, mediante debate y previa audiencia del interesado.
Tres. Vacante el cargo se iniciará el procedimiento para el nombramiento de nuevo Defensor del Pueblo en
plazo no superior a un mes.
Cuatro. En los casos de muerte, cese o incapacidad temporal o definitiva del Defensor del Pueblo y en tanto no
procedan las Cortes Generales a una nueva designación desempeñarán sus funciones, interinamente, en su
propio orden, los Adjuntos al Defensor del Pueblo.

CAPÍTULO TERCERO Prerrogativas e incompatibilidades

Artículo sexto.
Uno. El Defensor del Pueblo no estará sujeto a mandato imperativo alguno. No recibirá instrucciones de
ninguna Autoridad. Desempeñará sus funciones con autonomía y según su criterio.
Dos. El Defensor del Pueblo gozará de inviolabilidad. No podrá ser detenido, expedientado, multado,
perseguido o juzgado en razón a las opiniones que formule o a los actos que realice en el ejercicio de las
competencias propias de su cargo.
Tres. En los demás casos, y mientras permanezca en el ejercicio de sus funciones, el Defensor del Pueblo no
podrá ser detenido ni retenido sino en caso de flagrante delito, correspondiendo la decisión sobre su
inculpación, prisión, procesamiento y juicio exclusivamente a la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
Cuatro. Las anteriores reglas serán aplicables a los Adjuntos del Defensor del Pueblo en el cumplimiento de
sus funciones.

Artículo séptimo.
Uno. La condición de Defensor del Pueblo es incompatible con todo mandato representativo; con todo cargo
político o actividad de propaganda política; con la permanencia en el servicio activo de cualquier
Administración pública; con la afiliación a un partido político o el desempeño de funciones directivas en un
partido político o en un sindicato, asociación o fundación, y con el empleo al servicio de los mismos; con el
ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con cualquier actividad profesional, liberal, mercantil o laboral.
Dos. El Defensor del Pueblo deberá cesar, dentro de los diez días siguientes a su nombramiento y antes de
tomar posesión, en toda situación de incompatibilidad que pudiera afectarle, entendiéndose en caso contrario
que no acepta el nombramiento.
Tres. Si la incompatibilidad fuere sobrevenida una vez posesionado del cargo, se entenderá que renuncia al
mismo en la fecha en que aquélla se hubiere producido.

CAPÍTULO CUARTO De los Adjuntos del Defensor del Pueblo

Artículo octavo.
Uno. El Defensor del Pueblo estará auxiliado por un Adjunto Primero y un Adjunto Segundo, en los que podrá
delegar sus funciones y que le sustituirán por su orden, en el ejercicio de las mismas, en los supuestos de
imposibilidad temporal y en los de cese.
Dos. El Defensor del Pueblo nombrará y separará a sus Adjuntos previa conformidad de las Cámaras en la
forma que determinen sus Reglamentos.
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Tres. El nombramiento de los Adjuntos será publicado en el «Boletín Oficial del Estado».
Cuatro. A los Adjuntos les será de aplicación lo dispuesto para el Defensor del Pueblo en los artículos tercero,
sexto y séptimo de la presente Ley.

TÍTULO SEGUNDO Del procedimiento

CAPÍTULO PRIMERO Iniciación y contenido de la investigación

Artículo noveno.
Uno. El Defensor del Pueblo podrá iniciar y proseguir de oficio o a petición de parte, cualquier investigación
conducente al esclarecimiento de los actos y resoluciones de la Administración pública y sus agentes, en
relación con los ciudadanos, a la luz de lo dispuesto en el artículo ciento tres, uno, de la Constitución, y el
respeto debido a los Derechos proclamados en su Título primero.
Dos. Las atribuciones del Defensor del Pueblo se extienden a la actividad de los ministros, autoridades
administrativas, funcionarios y cualquier persona que actúe al servicio de las Administraciones públicas.

Artículo diez.
Uno. Podrá dirigirse al Defensor del Pueblo toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
sin restricción alguna. No podrán constituir impedimento para ello la nacionalidad, residencia, sexo, minoría
de edad, la incapacidad legal del sujeto, el internamiento en un centro penitenciario o de reclusión o, en
general, cualquier relación especial de sujeción o dependencia de una Administración o Poder público.
Dos. Los Diputados y Senadores individualmente, las comisiones de investigación o relacionadas con la
defensa general o parcial de los derechos y libertades públicas y, principalmente, la Comisión Mixta Congreso-
Senado de relaciones con el Defensor del Pueblo podrán solicitar, mediante escrito motivado, la intervención
del Defensor del Pueblo para la investigación o esclarecimiento de actos, resoluciones y conductas concretas
producidas en las Administraciones públicas, que afecten a un ciudadano o grupo de ciudadanos, en el ámbito
de sus competencias.
Tres. No podrá presentar quejas ante el Defensor del Pueblo ninguna autoridad administrativa en asuntos de
su competencia.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.5 de la Ley Orgánica 2/1992, de 5 de marzo. Ref. BOE-A-1992-5304 .

Artículo once.
Uno. La actividad del Defensor del Pueblo no se verá interrumpida en los casos en que las Cortes Generales no
se encuentren reunidas, hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato.
Dos. En las situaciones previstas en el apartado anterior, el Defensor del Pueblo se dirigirá a las Diputaciones
Permanentes de las Cámaras.
Tres. La declaración de los estados de excepción o de sitio no interrumpirán la actividad del Defensor del
Pueblo, ni el derecho de los ciudadanos de acceder al mismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
cincuenta y cinco de la Constitución.

CAPÍTULO SEGUNDO Ámbito de competencias

Artículo doce.
Uno. El Defensor del Pueblo podrá, en todo caso, de oficio o a instancia de parte, supervisar por sí mismo la
actividad de la Comunidad Autónoma en el ámbito de competencias definido por esta Ley.
Dos. A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, los órganos similares de las Comunidades Autónomas
coordinarán sus funciones con las del Defensor del Pueblo y éste podrá solicitar su cooperación.

Artículo trece.
Cuando el Defensor del Pueblo reciba quejas referidas al funcionamiento de la Administración de Justicia,
deberá dirigirlas al Ministerio Fiscal para que éste investigue su realidad y adopte las medidas oportunas con
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arreglo a la ley, o bien dé traslado de las mismas al Consejo General del Poder Judicial, según el tipo de
reclamación de que se trate; todo ello sin perjuicio de la referencia que en su informe general a las Cortes
Generales pueda hacer al tema.

Artículo catorce.
El Defensor del Pueblo velará por el respeto de los derechos proclamados en el título primero de la
Constitución en el ámbito de la Administración Militar, sin que ella pueda entrañar una interferencia en el
mando de la Defensa Nacional.

CAPÍTULO TERCERO Tramitación de las quejas

Artículo quince.
Uno. Toda queja se presentará firmada por el interesado, con indicación de su nombre, apellidos y domicilio,
en escrito razonado en papel común y en el plazo máximo de un año, contado a partir del momento en que
tuviera conocimiento de los hechos objeto de la misma.
Dos. Todas las actuaciones del Defensor del Pueblo son gratuitas para el interesado y no será preceptiva la
asistencia de Letrado ni de Procurador. De toda queja se acusará recibo.

Artículo dieciséis.
Uno. La correspondencia dirigida al Defensor del Pueblo y que sea remitida desde cualquier centro de
detención, internamiento o custodia de las personas no podrá ser objeto de censura de ningún tipo.
Dos. Tampoco podrán ser objeto de escucha o interferencia las conversaciones que se produzcan entre el
Defensor del Pueblo o sus delegados y cualquier otra persona de las enumeradas en el apartado anterior.

Artículo diecisiete.
Uno. El Defensor del Pueblo registrará y acusará recibo de las quejas que se formulen, que tramitará o
rechazará. En este último caso lo hará en escrito motivado pudiendo informar al interesado sobre las vías más
oportunas para ejercitar su acción, caso de que a su entender hubiese alguna y sin perjuicio de que el
interesado pueda utilizar las que considere más pertinentes.
Dos. El Defensor del Pueblo no entrará en el examen individual de aquellas quejas sobre las que esté pendiente
resolución judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiere por persona interesada demanda o
recurso ante las Tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional. Ello no impedirá, sin embargo, la
investigación sobre los problemas generales planteados en las quejas presentadas. En cualquier caso velará
por que la Administración resuelva expresamente, en tiempo y forma, las peticiones y recursos que le hayan
sido formulados.
Tres. El Defensor del Pueblo rechazará las quejas anónimas y podrá rechazar aquellas en las que advierta mala
fe, carencia de fundamento, inexistencia de pretensión, así como aquellas otras cuya tramitación irrogue
perjuicio al legítimo derecho de tercera persona. Sus decisiones no serán susceptibles de recurso.

Artículo dieciocho.
Uno. Admitida la queja, el Defensor del Pueblo promoverá la oportuna investigación sumaria e informal para
el esclarecimiento de los supuestos de la misma. En todo caso dará cuenta del contenido sustancial de la
solicitud al Organismo o a la Dependencia administrativa procedente con el fin de que por su Jefe en el plazo
máximo de quince días, se remita informe escrito. Tal plazo será ampliable cuando concurran circunstancias
que lo aconsejen a juicio del Defensor del Pueblo.
Dos. La negativa o negligencia del funcionario o de sus superiores responsables al envío del informe inicial
solicitado podrá ser considerada por el Defensor del Pueblo como hostil y entorpecedora de sus funciones,
haciéndola pública de inmediato y destacando tal calificación en su informe anual o especial, en su caso, a las
Cortes Generales.

CAPÍTULO CUARTO Obligación de colaboración de los organismos requeridos
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Artículo diecinueve.
Uno. Todos los poderes públicos están obligados a auxiliar, con carácter preferente y urgente, al Defensor del
Pueblo en sus investigaciones e inspecciones.
Dos. En la fase de comprobación e investigación de una queja o en expediente iniciado de oficio, el Defensor
del Pueblo su Adjunto, o la persona en quien él delegue, podrán personarse en cualquier centro de la
Administración pública, dependientes de la misma a afectos a un servicio público, para comprobar cuantos
datos fueren menester, hacer las entrevistas personales pertinentes o proceder al estudio de los expedientes y
documentación necesaria.
Tres. A estos efectos no podrá negársele el acceso a ningún expediente o documentación administrativa o que
se encuentre relacionada con la actividad o servicio objeto de la investigación, sin perjuicio de lo que se
dispone en el artículo veintidós de esta Ley.

Artículo veinte.
Uno. Cuando la queja a investigar afectare a la conducta de las personas al servicio de la Administración, en
relación con la función que desempeñan, el Defensor del Pueblo dará cuenta de la misma al afectado y a su
inmediato superior u Organismo de quien aquél dependiera.
Dos. El afectado responderá por escrito, y con la aportación de cuantos documentos y testimonios considere
oportunos, en el plazo que se le haya fijado, que en ningún caso será inferior a diez días, pudiendo ser
prorrogado, a instancia de parte, por la mitad del concedido.
Tres. El Defensor del Pueblo podrá comprobar la veracidad de los mismos y proponer al funcionario afectado
una entrevista ampliatoria de datos. Los funcionarios que se negaren a ello podrán ser requeridos por aquél
para que manifiesten por escrito las razones que justifiquen tal decisión.
Cuatro. La información que en el curso de una investigación pueda aportar un funcionario a través de su
testimonio personal tendrá el carácter de reservada, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento
Criminal sobre la denuncia de hechos que pudiesen revestir carácter delictivo.

Artículo veintiuno.
El superior jerárquico u Organismo que prohíba al funcionario a sus órdenes o servicio responder a la
requisitoria del Defensor del Pueblo o entrevistarse con él, deberá manifestarlo por escrito, debidamente
motivado, dirigido al funcionario y al propio Defensor del Pueblo. El Defensor del Pueblo dirigirá en adelante
cuantas actuaciones investigadoras sean necesarias al referido superior jerárquico.

CAPÍTULO QUINTO Sobre documentos reservados

Artículo veintidós.
Uno. El Defensor del Pueblo podrá solicitar a los poderes públicos todos los documentos que considere
necesarios para el desarrollo de su función, incluidos aquéllos clasificados con el carácter de secretos de
acuerdo con la ley. En este último supuesto la no remisión de dichos documentos deberá ser acordada por el
Consejo de Ministros y se acompañará una certificación acreditativa del acuerdo denegatorio.
Dos. Las investigaciones que realice el Defensor del Pueblo y el personal dependiente del mismo, así como los
trámites procedimentales, se verificarán dentro de la más absoluta reserva, tanto con respecto a los
particulares como a las dependencias y demás Organismos públicos, sin perjuicio de las consideraciones que
el Defensor del Pueblo considere oportuno incluir en sus informes a las Cortes Generales. Se dispondrán
medidas especiales de protección en relación con los documentos clasificados como secretos.
Tres. Cuando entienda que un documento declarado secreto y no remitido por la Administración pudiera
afectar de forma decisiva a la buena marcha de su investigación, lo pondrá en conocimiento de la Comisión
Mixta Congreso-Senado a que se refiere el artículo 2.° de esta Ley.
Se modifica el apartado 3 por el art. único.6 de la Ley Orgánica 2/1992, de 5 de marzo. Ref. BOE-A-1992-5304 .

CAPÍTULO SEXTO Responsabilidades de las autoridades y funcionarios
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Artículo veintitrés.
Cuando las actuaciones practicadas revelen que la queja ha sido originada presumiblemente por el abuso,
arbitrariedad, discriminación, error, negligencia u omisión de un funcionario, el Defensor del Pueblo podrá
dirigirse al afectado haciéndole constar su criterio al respecto. Con la misma fecha dará traslado de dicho
escrito al superior jerárquico, formulando las sugerencias que considere oportunas.

Artículo veinticuatro.
Uno. La persistencia en una actitud hostil o entorpecedora de la labor de investigación del Defensor del Pueblo
por parte de cualquier Organismo, funcionarios, directivo o persona al servicio de la Administración pública
podrá ser objeto de un informe especial, además de destacarlo en la sección correspondiente de su informe
anual.
Dos. (Derogado)
Se deroga el apartado 2 por la disposición derogatoria única.1 f) de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre. Ref. BOE-A-1995-25444 .

Artículo veinticinco.
Uno. Cuando el Defensor del Pueblo, en razón del ejercicio de las funciones propias de su cargo, tenga
conocimiento de una conducta o hechos presumiblemente delictivos lo pondrá de inmediato en conocimiento
del Fiscal General del Estado.
Dos. En cualquier caso, el Fiscal General del Estado informará periódicamente al Defensor del Pueblo, o
cuando éste lo solicite, del trámite en que se hallen las actuaciones iniciadas a su instancia.
Tres. El Fiscal General del Estado pondrá en conocimiento del Defensor del Pueblo todas aquellas posibles
irregularidades administrativas de que tenga conocimiento el Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus funciones.

Artículo veintiséis.
El Defensor del Pueblo podrá, de oficio, ejercitar la acción de responsabilidad contra todas las autoridades,
funcionarios y agentes civiles del orden gubernativo o administrativo, incluso local, sin que sea necesaria en
ningún caso la previa reclamación por escrito.

CAPÍTULO SÉPTIMO Gastos causados a particulares

Artículo veintisiete.
Los gastos efectuados o perjuicios materiales causados a los particulares que no hayan promovido la queja al
ser llamados a informar por el Defensor del Pueblo, serán correspondidos con cargo a su presupuesto una vez
justificados debidamente.

TÍTULO TERCERO De las resoluciones

CAPÍTULO PRIMERO Contenido de las resoluciones

Artículo veintiocho.
Uno. El Defensor del Pueblo, aun no siendo competente para modificar o anular los actos y resoluciones de la
Administración Pública, podrá, sin embargo, sugerir la modificación de los criterios utilizados para la
producción de aquéllos.
Dos. Si como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento riguroso
de la norma puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los administrados, podrá sugerir al
órgano legislativo competente o a la Administración la modificación de la misma.
Tres. Si las actuaciones se hubiesen realizado con ocasión de servicios prestados por particulares en virtud de
acto administrativo habilitante, el Defensor del Pueblo podrá instar de las autoridades administrativas
competentes el ejercicio de sus potestades de inspección y sanción.

Artículo veintinueve.
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El Defensor del Pueblo está legitimado para interponer los recursos de inconstitucionalidad y de amparo, de
acuerdo con lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo treinta.
Uno. El Defensor del Pueblo, con ocasión de sus investigaciones, podrá formular a las autoridades y
funcionarios de las Administraciones Públicas advertencias, recomendaciones, recordatorios de sus deberes
legales y sugerencias para la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las autoridades y los
funcionarios vendrán obligados a responder por escrito en término no superior al de un mes.
Dos. Si formuladas sus recomendaciones dentro de un plazo razonable no se produce una medida adecuada en
tal sentido por la autoridad administrativa afectada o éste no informa al Defensor del Pueblo de las razones
que estime para no adoptarlas, el Defensor del Pueblo podrá poner en conocimiento del Ministro del
Departamento afectado, o sobre la máxima autoridad de la Administración afectada, los antecedentes del
asunto y las recomendaciones presentadas. Si tampoco obtuviera una justificación adecuada, incluirá tal
asunto en su informe anual o especial con mención de los nombres de las autoridades o funcionarios que
hayan adoptado tal actitud entre los casos en que considerando el Defensor del Pueblo que era posible una
solución positiva, ésta no se ha conseguido.

CAPÍTULO SEGUNDO Notificaciones y comunicaciones

Artículo treinta y uno.
Uno. El Defensor del Pueblo informará al interesado del resultado de sus investigaciones y gestión así como de
la respuesta que hubiese dado la Administración o funcionario implicados, salvo en el caso de que éstas, por su
naturaleza, fuesen consideradas como de carácter reservado o declaradas secretas.
Dos. Cuando en intervención se hubiere iniciado de acuerdo con lo dispuesto en el apartado dos del artículo
diez, el Defensor del Pueblo informará al parlamentario o Comisión competente que lo hubiese solicitado y al
término de sus investigaciones, de los resultados alcanzados. Igualmente, cuando decida no intervenir
informará razonando su desestimación.
Tres. El Defensor del Pueblo comunicará el resultado positivo o negativo de sus investigaciones a la autoridad,
funcionario o dependencia administrativa acerca de la cual se haya suscitado,

CAPÍTULO TERCERO Informe a las Cortes

Artículo treinta y dos.
Uno. El Defensor del Pueblo dará cuenta anualmente a las Cortes Generales de la gestión realizada en un
informe que presentará ante las mismas cuando se hallen reunidas en periodo ordinario de sesiones.
Dos. Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe extraordinario que
dirigirá a las Diputaciones Permanentes de las Cámaras si éstas no se encontraran reunidas.
Tres. Los informes anuales y, en su caso los extraordinarios, serán publicados.

Artículo treinta y tres.
Uno. El Defensor del Pueblo en su informe anual dará cuenta del número y tipo de quejas presentadas; de
aquellas que hubiesen sido rechazadas y sus causas, así como de las que fueron objeto de investigación y el
resultado de las mismas, con especificación de las sugerencias o recomendaciones admitidas por las
Administraciones Públicas.
Dos. En el informe no constarán datos personales que permitan la pública identificación de los interesados en
el procedimiento investigador, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo veinticuatro punto uno.
Tres. El informe contendrá igualmente un anexo, cuyo destinatario serán las Cortes Generales, en el que se
hará constar la liquidación del presupuesto de la institución en el periodo que corresponda.
Cuatro. Un resumen del informe será expuesto oralmente por el Defensor del Pueblo ante los Plenos de ambas
Cámaras, pudiendo intervenir los grupos parlamentarios a efectos de fijar su postura.
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TÍTULO CUARTO Medios personales y materiales

CAPÍTULO PRIMERO Personal

Artículo treinta y cuatro.
El Defensor del Pueblo podrá designar libremente los asesores necesarios para el ejercicio de sus funciones,
de acuerdo con el Reglamento y dentro de los límites presupuestarios.

Artículo treinta y cinco.
Uno. Las personas que se encuentren al servicio del Defensor del Pueblo, y mientras permanezcan en el
mismo, se considerarán como persona al servicio de las Cortes.
Dos. En los casos de funcionarios provenientes de la Administración Pública se les reservará la plaza y destino
que ocupasen con anterioridad a su adscripción a la oficina del Defensor del Pueblo, y se les computará, a
todos los efectos, el tiempo transcurrido en esta situación.

Artículo treinta y seis.
Los adjuntos y asesores cesarán automáticamente en el momento de la toma de posesión de un nuevo
Defensor del Pueblo destinado por las Cortes.

CAPÍTULO SEGUNDO Dotación económica

Artículo treinta y siete.
La dotación económica necesaria para el funcionamiento de la institución constituirá una partida dentro de
los Presupuestos de las Cortes Generales.

LO 2/1982 del Tribunal de Cuentas

LO-TCu · BOE-A-1982-11584 · arts. 1 a 49 — 49 incluidos

TÍTULO I Fiscalización económico-financiera y jurisdicción contable

CAPÍTULO I El Tribunal de Cuentas. Competencias y funciones

Artículo primero.
Uno. El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica del
Estado y del sector público, sin perjuicio de su propia jurisdicción, de acuerdo con la Constitución y la
presente Ley Orgánica. Asimismo, corresponde al Tribunal de Cuentas la fiscalización de la actividad
económico-financiera de los partidos políticos inscritos en el Registro de Partidos Políticos del Ministerio del
Interior, así como la de las fundaciones y demás entidades vinculadas o dependientes de ellos.
Dos. Es único en su orden y extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional, sin perjuicio de los órganos
fiscalizadores de cuentas que para las Comunidades Autónomas puedan prever sus Estatutos. Depende
directamente de las Cortes Generales.
Se añade un párrafo al apartado 1 por el art. 3.1 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo segundo.
Son funciones propias del Tribunal de Cuentas:
a) La fiscalización externa, permanente y consuntiva de la actividad económico-financiera del sector público.
b) El enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que incurran quienes tengan a su cargo el manejo de
caudales o efectos públicos.

Artículo tercero.
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Uno. El Tribunal de Cuentas tiene competencia para todo lo concerniente al gobierno y régimen interior del
mismo y al personal a su servicio y podrá dictar reglamentos sobre su propio funcionamiento y organización,
así como sobre el estatuto de su personal y servicios dentro del ámbito de la presente ley y de la de ordenación
de su funcionamiento.
Dos. También podrá dictar reglamentos en desarrollo, aplicación y ejecución de su Ley de Funcionamiento
para establecer regulaciones de carácter secundario y auxiliar en todo lo relativo al Estatuto del personal a su
servicio.
Tres. Los Reglamentos deberán ser aprobados por el Pleno y se publicarán en el "Boletín Oficial del Estado",
autorizados por su Presidente.
Se modifica por el art. 3.2 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo cuarto.
Uno. Integran el sector público:

a) La Administración del Estado.
b) Las Comunidades Autónomas.
c) Las Corporaciones Locales.
d) Las entidades gestoras de la Seguridad Social.
e) Los Organismos autónomos.
f) Las Sociedades estatales y demás Empresas públicas.

Dos. Al Tribunal de Cuentas corresponde la fiscalización de las subvenciones, créditos, avales u otras ayudas
del sector público percibidas por personas físicas o jurídicas.
Tres. Corresponde al Tribunal de Cuentas la fiscalización de la actividad económico-financiera de los partidos
políticos inscritos en el Registro de Partidos Políticos del Ministerio del Interior, así como la de las fundaciones
y demás entidades vinculadas o dependientes de ellos. Se considera que una fundación o una entidad está
vinculada o es dependiente de un partido político cuando concurran las circunstancias previstas en la Ley
Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos.
Se añade el apartado 3 por el art. 3.3 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo quinto.
El Tribunal de Cuentas ejercerá sus funciones con plena independencia y sometimiento al ordenamiento
jurídico.

Artículo sexto.
El Tribunal de Cuentas elaborará su propio presupuesto, que se integrará en los Generales del Estado, en una
sección independiente y será aprobado por las Cortes Generales.

Artículo séptimo.
Uno. El Tribunal de Cuentas podrá exigir la colaboración de todas las personas físicas o jurídicas, públicas o
privadas que estarán obligadas a suministrarle cuantos datos, estados, documentos, antecedentes o informes
solicite relacionados con el ejercicio de sus funciones fiscalizadora o jurisdiccional. El Estado y demás
entidades integrantes del sector público sujetas a control del Tribunal de Cuentas deberán facilitarle la
información económico y financiera que les soliciten con ocasión de la tramitación de los procedimientos de
control y jurisdiccionales. El Tribunal de Cuentas podrá celebrar convenios de colaboración con la
Administración General del Estado y demás órganos, organismos y entidades para el acceso a la información
de que estos dispongan de conformidad con la normativa especial que regule la información a suministrar con
la finalidad de agilizar y facilitar el ejercicio de su función fiscalizadora y jurisdiccional.
Dos. La petición se efectuará por conducto del Ministerio, Comunidad Autónoma o Corporación Local
correspondiente.
Tres. El incumplimiento de los requerimientos del Tribunal podrá suponer la aplicación de las multas
coercitivas que se establezcan en su Ley de Funcionamiento. Si los requerimientos se refieren a la reclamación
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de justificantes de inversiones o gastos públicos y no son cumplidos en el plazo solicitado, se iniciará de oficio
el oportuno expediente de reintegro. El Tribunal de Cuentas pondrá en conocimiento de las Cortes Generales
la falta de colaboración de los obligados a prestársela.
Cuatro. Asimismo el Tribunal podrá comisionar a expertos que tengan titulación adecuada al objeto de
inspeccionar, revisar y comprobar la documentación, libros, metálico, valores, bienes y existencias de las
Entidades integrantes del sector público en los supuestos a los que se refiere el artículo cuarto, dos, y, en
general, para comprobar la realidad de las operaciones reflejadas en sus cuentas y emitir los informes
correspondientes.
Cinco. Las entidades de crédito estarán obligadas a colaborar con el Tribunal de cuentas facilitando la
documentación e información que les sea requerida. En particular, estarán obligadas a identificar las
diferentes cuentas que se refieran a fondos de los partidos políticos, y fundaciones y entidades vinculadas a los
mismos o dependientes de ellos, así como las personas autorizadas a efectuar operaciones de disposición con
cargo a las mismas. En el caso de cuentas en que se ingresen únicamente cuotas en concepto de afiliación,
deberán aportarse a solicitud del Tribunal de Cuentas datos sobre saldos y movimientos en las fechas o
períodos respecto de los que se solicite. En ningún caso se le facilitarán, en relación a estas cuentas, datos que
permitan identificar a personas físicas afiliadas a los partidos políticos. Para el caso de las cuentas abiertas en
entidades de crédito exclusivamente destinadas a la recepción de donaciones y de las cuentas en las que
reciban otras aportaciones, además de la información citada en el párrafo precedente, se aportará
información sobre la identidad de quienes realicen las aportaciones si, en este último supuesto, el importe
acumulado de las aportaciones en un año natural excede de 3.000 euros. Esta información también deberá ser
objeto de aportación en relación con las entidades y fundaciones vinculadas a los partidos políticos o
dependientes de ellos.
Se modifica por el art. 3.4 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo octavo.
Uno. Los conflictos que se susciten sobre las competencias o atribuciones del Tribunal de Cuentas serán
resueltos por el Tribunal Constitucional.
Dos. Los requerimientos de inhibición hechos al Tribunal de Cuentas no producirán la suspensión del
respectivo procedimiento.

CAPÍTULO II La función fiscalizadora del Tribunal

Artículo noveno.
Uno. La función fiscalizadora del Tribunal de Cuentas se referirá al sometimiento de la actividad económico-
financiera del sector público a los principios de legalidad, eficiencia, economía, transparencia, así como a la
sostenibilidad ambiental y la igualdad de género.
Dos. El Tribunal de Cuentas ejercerá su función en relación con la ejecución de los programas de ingresos y
gastos públicos.
Se modifica el apartado 1 por el art. 3.5 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo diez.
El Tribunal de Cuentas, por delegación, de las Cortes Generales, procederá al examen y comprobación de la
Cuenta General del Estado dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que se haya rendido. El Pleno,
oído el Fiscal, dictará la declaración definitiva que le merezca para elevarla a las Cámaras con la oportuna
propuesta, dando traslado al Gobierno.

Artículo once.
El Tribunal de Cuentas fiscalizará en particular:
a) Los contratos celebrados por la Administración del Estado y las demás Entidades del sector público en los
casos en que así esté establecido o que considere conveniente el Tribunal.
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b) La situación y las variaciones del patrimonio del Estado y demás Entidades del sector público.
c) Los créditos extraordinarios y suplementarios, así como las incorporaciones, ampliaciones, transferencias y
demás modificaciones de los créditos presupuestarios iniciales.

Artículo doce.
Uno. El resultado de la fiscalización se expondrá por medio de informes o memorias ordinarias o
extraordinarias y de mociones o notas que se elevarán a las Cortes Generales y se publicarán en el «Boletín
Oficial del Estado». Cuando la actividad fiscalizadora se refiera a las Comunidades Autónomas o a Entidades
que de ellas dependan, el Informe se remitirá, asimismo, a la Asamblea Legislativa de la respectiva Comunidad
y se publicará también en su «Boletín Oficial».
Dos. El Tribunal de Cuentas hará constar cuantas infracciones, abusos o prácticas irregulares haya observado,
con indicación de la responsabilidad en que, a su juicio, se hubiere incurrido y de las medidas para exigirla.

Artículo trece.
Uno. El Informe o Memoria anual que el Tribunal debe remitir a las Cortes Generales en virtud del artículo
ciento treinta y seis, dos, de la Constitución, comprenderá el análisis de la Cuenta General del Estado y de las
demás del sector público. Se extenderá, además, a la fiscalización de la gestión económica del Estado y del
sector público y, entre otros, a los extremos siguientes:

a) La observancia de la Constitución, de las Leyes reguladoras de los Ingresos y Gastos del sector público y,
en general, de las normas que afecten a la actividad económico-financiera del mismo.
b) El cumplimiento de las previsiones y la ejecución de los Presupuestos del Estado, de las Comunidades
Autónomas, de las Corporaciones Locales y de las demás Entidades sujetas a régimen presupuestario
público.
c) La racionalidad en la ejecución del gasto público basada en criterios de eficiencia y economía.
d) La ejecución de los programas de actuación, inversiones y financiación de las Sociedades estatales y de
los demás planes o previsiones que rijan la actividad de las Empresas públicas, así como el empleo o
aplicación de las subvenciones con cargo a fondos públicos.

Dos. Idéntico informe será remitido anualmente a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas
para el control económico y presupuestario de su actividad financiera.
Tres. El informe contendrá una Memoria de las actuaciones jurisdiccionales del Tribunal durante el ejercicio
económico correspondiente.

Artículo catorce.
Uno. El Tribunal de Cuentas propondrá las medidas a adoptar, en su caso, para la mejora de la gestión
económico-financiera del sector público.
Dos. Cuando las medidas propuestas por el Tribunal de Cuentas se refieran a la gestión económico-financiera
de las Comunidades Autónomas o Entidades del sector público de ellas dependientes, la Asamblea Legislativa
correspondiente, en el ámbito de su competencia, entenderá de la propuesta y dictará, en su caso, las
disposiciones necesarias para su aplicación.

CAPÍTULO III El enjuiciamiento contable

Artículo quince.
Uno. El enjuiciamiento contable, como jurisdicción propia del Tribunal de Cuentas, se ejerce respecto de las
cuentas que deban rendir quienes recauden, intervengan, administren, custodien, manejen o utilicen bienes,
caudales o efectos públicos.
Dos. La jurisdicción contable se extiende a los alcances de caudales o efectos públicos, así como a las
obligaciones accesorias constituidas en garantía de su gestión.

Artículo dieciséis.
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No corresponderá a la jurisdicción contable el enjuiciamiento de:
a) Los asuntos atribuidos a la competencia del Tribunal Constitucional.
b) Las cuestiones sometidas a la jurisdicción contencioso-administrativa.
c) Los hechos constitutivos de delito o falta.
d) Las cuestiones de índole civil, laboral o de otra naturaleza encomendadas al conocimiento de los órganos
del Poder Judicial.

Artículo diecisiete.
Uno. La jurisdicción contable es necesaria e improrrogable, exclusiva y plena.
Dos. Se extenderá, a los solos efectos del ejercicio de su función, al conocimiento y decisión en las cuestiones
prejudiciales e incidentales, salvo las de carácter penal, que constituyan elemento previo necesario para la
declaración de responsabilidad contable y estén con ella relacionadas directamente.
Tres. La decisión que se pronuncie no producirá efectos fuera del ámbito de la jurisdicción contable.

Artículo dieciocho.
Uno. La jurisdicción contable es compatible respecto de unos mismos hechos con el ejercicio de la potestad
disciplinaria y con la actuación de la jurisdicción penal.
Dos. Cuando los hechos fueren constitutivos de delito, la responsabilidad civil será determinada por la
jurisdicción contable en el ámbito de su competencia.

TÍTULO II Composición y organización del Tribunal de Cuentas

CAPÍTULO I Organos del Tribunal

Artículo diecinueve.
Son órganos del Tribunal de Cuentas:
a) El Presidente.
b) El Pleno.
c) La Comisión de Gobierno.
d) La Sección de Fiscalización.
e) La Sección de Enjuiciamiento.
f) Los Consejeros de Cuentas.
g) La Fiscalía.
h) La Secretaría General.

CAPÍTULO II El Presidente, el Pleno y la Comisión de Gobierno

Artículo veinte.
Son atribuciones del Presidente:
a) Representar al Tribunal.
b) Convocar y presidir el Pleno y la Comisión de Gobierno, así como decidir con voto de calidad en caso de
empate.
c) Ejercer la jefatura superior del personal al servicio del mismo y las funciones relativas a su nombramiento,
contratación, gobierno y administración en general.
d) Disponer los gastos propios del Tribunal y la contratación de obras, bienes, servicios, suministros y demás
prestaciones necesarias para su funcionamiento.
e) Las demás que le reconozca la Ley.
f) Resolver las demás cuestiones de carácter gubernativo no asignadas a otros órganos del Tribunal.

Artículo veintiuno.
Uno. El Tribunal en Pleno estará integrado por doce Consejeros de Cuentas, uno de los cuales será el
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Presidente, y el Fiscal.
Dos. El cuórum para la válida constitución del Pleno será el de dos tercios de sus componentes y sus acuerdos
serán adoptados por mayoría de asistentes.
Tres. Corresponde al Pleno:

a) Ejercer la función fiscalizadora.
b) Plantear los conflictos que afecten a las competencias o atribuciones del Tribunal.
c) Conocer de los recursos de alzada contra las resoluciones administrativas dictadas por órganos del
Tribunal.
d) Aprobar y modificar los Reglamentos del Tribunal de Cuentas.
e) Las demás funciones que se determinen en la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

Se modifica por el art. 3.6 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo veintidós.
Uno. La Comisión de Gobierno quedará constituida por el Presidente y los Consejeros de Cuentas Presidentes
de Sección.
Dos. Corresponde a la Comisión de Gobierno:

a) Establecer el régimen de trabajo del personal.
b) Ejercer la potestad disciplinaria en los casos de faltas muy graves respecto del personal al servicio del
Tribunal.
c) Distribuir los asuntos entre las Secciones.
d) Nombrar los Delegados instructores.
e) Las demás facultades que le atribuye la Ley de Funcionamiento del Tribunal.

CAPÍTULO III La Sección de Fiscalización

Artículo veintitrés.
Uno. A la Sección de Fiscalización corresponde la verificación de la contabilidad de las Entidades del sector
público y el examen y comprobación de las cuentas que han de someterse a la fiscalización del Tribunal.
Dos. La Sección de Fiscalización se organizará en departamentos sectoriales y territoriales al frente de cada
uno de los cuales estará un Consejero de Cuentas.
Tres. La Ley de Funcionamiento del Tribunal determinará la estructura interna que adopten los
departamentos.
Cuatro. El Fiscal del Tribunal designará los Abogados Fiscales adscritos al Departamento.

CAPÍTULO IV La Sección de Enjuiciamiento

Artículo veinticuatro.
Uno. La Sección de Enjuiciamiento se organizará en Salas integradas por un Presidente y dos Consejeros de
Cuentas, y asistidas por uno o más Secretarios.
Dos. Las Salas conocerán de las apelaciones contra las resoluciones en primera instancia dictadas por los
Consejeros de Cuentas en los juicios de cuentas, los procedimientos de reintegro por alcance y los expedientes
de cancelación de fianzas; y, en instancia o por vía de recurso, de los asuntos que determine la Ley de
Funcionamiento del Tribunal.

Artículo veinticinco.
Compete a los Consejeros de Cuentas, en la forma que determine la Ley de Funcionamiento del Tribunal, la
resolución en primera o única instancia de los siguientes asuntos:
a) Los juicios de las cuentas.
b) Los procedimientos de reintegro por alcance.
c) Los expedientes de cancelación de fianzas.
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Artículo veintiséis.
Uno. La instrucción de los procedimientos de reintegro por alcance se efectuará por los Delegados
Instructores.
Dos. Los Delegados Instructores serán nombrados entre funcionarios públicos que presten servicio en la
provincia en que hayan ocurrido los actos que puedan constituir alcance o entre los funcionarios del propio
Tribunal.
Tres. En las Comunidades Autónomas cuyos Estatutos hayan establecido órganos propios de fiscalización, el
Tribunal podrá delegar en éstos la instrucción de los procedimientos jurisdiccionales para el enjuiciamiento
de la responsabilidad contable en que incurran quienes tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos
públicos.
Cuatro. El cargo de Delegado Instructor es de obligada aceptación por el funcionario designado.

CAPÍTULO V La Fiscalía

Artículo veintisiete.
La Fiscalía del Tribunal de Cuentas, dependiente funcionalmente del Fiscal general del Estado, quedará
integrada por el Fiscal y los Abogados Fiscales.

CAPÍTULO VI La Secretaría General

Artículo veintiocho.
La Secretaría General desempeñará las funciones conducentes al adecuado ejercicio de las competencias
gubernativas del Presidente, del Pleno y de la Comisión de Gobierno en todo lo relativo al régimen interior del
Tribunal de Cuentas.

TÍTULO III Los miembros del Tribunal y el personal a su servicio

CAPÍTULO I Los miembros del Tribunal

Artículo veintinueve.
El Presidente del Tribunal de Cuentas será nombrado de entre sus miembros por el Rey, a propuesta del
mismo Tribunal en Pleno y por un período de tres años.

Artículo treinta.
Uno. Los Consejeros de Cuentas serán designados por las Cortes Generales, seis por el Congreso de los
Diputados y seis por el Senado, mediante votación por mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras, por
un período de nueve años, entre Censores del Tribunal de Cuentas, Censores Jurados de Cuentas, Magistrados
y Fiscales, Profesores de Universidad y funcionarios públicos pertenecientes a Cuerpos para cuyo ingreso se
exija titulación académica superior, Abogados, Economistas y Profesores Mercantiles, todos ellos de
reconocida competencia, con más de quince años de ejercicio profesional.
Dos. En la designación de las personas Consejeras de Cuentas, se garantizará el principio de presencia
equilibrada de mujeres y hombres de forma que cada uno de los sexos suponga como mínimo el cuarenta por
ciento de los designados por cada una de las Cámaras.
Tres. Los Consejeros de Cuentas del Tribunal son independientes e inamovibles. Se renumera el apartado 2
como 3 y se añade un nuevo apartado 2 por el art. 5 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-
A-2024-15936#aq Téngase en cuenta que esta modificación se aplicará a la designación de Consejeros y
Consejeras de Cuentas que se produzcan tras la entrada en vigor de la citada Ley Orgánica según establece su
disposición transitoria 2.4.

Artículo treinta y uno.
Los Presidentes de las Secciones de Fiscalización y de Enjuiciamiento serán designados por el Tribunal entre
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los Consejeros de cuentas, a propuesta del Pleno.

Artículo treinta y dos.
El Fiscal del Tribunal de Cuentas, que pertenecerá a la Carrera Fiscal, se nombrará por el Gobierno en la
forma determinada en el Estatuto del Ministerio Fiscal.

Artículo treinta y tres.
Uno. Los miembros del Tribunal de Cuentas estarán sujetos a las mismas causas de incapacidad,
incompatibilidades y prohibiciones establecidas para los Jueces en la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Dos. Si el nombramiento recayese en quien ostente la condición de Senador o Diputado, antes de tomar
posesión, habrá de renunciar a su escaño.
Tres. No podrán ser designados Consejeros de Cuentas quienes en los dos años anteriores hubieran estado
comprendidos en alguno de los supuestos que se indican en los apartados siguientes:

a) Las autoridades o funcionarios que tengan a su cargo la gestión, inspección o intervención de los
ingresos y gastos del sector público.
b) Los Presidentes, Directores y miembros de los Consejos de Administración de los Organismos
autónomos y Sociedades integrados en el sector público.
c) Los particulares que, excepcionalmente, administren, recauden o custodien fondos o valores públicos.
d) Los perceptores de las subvenciones con cargo a fondos públicos.
e) Cualquiera otra persona que tenga la condición de cuentadante ante el Tribunal de Cuentas.

Cuatro. Las personas comprendidas en alguno de los supuestos del párrafo anterior tampoco podrán ser
comisionadas por el Tribunal de Cuentas para el desempeño de las funciones a que se refiere el artículo
séptimo, cuatro, de esta Ley.

Artículo treinta y cuatro.
El nombramiento de los miembros del Tribunal de Cuentas implicará, en su caso, la declaración del interesado
en la situación de excedencia especial o equivalente en la Carrera o Cuerpo de procedencia.

Artículo treinta y cinco.
Uno. La responsabilidad civil o criminal en que puedan incurrir los miembros del Tribunal de Cuentas en el
ejercicio de sus funciones será exigida ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo.
Dos. La responsabilidad disciplinaria del Presidente del Tribunal y de los Consejeros de Cuentas se deducirá
conforme establezca la Ley de funcionamiento del Tribunal, y la del Fiscal en la forma que determine el
Estatuto del Ministerio Fiscal.

Artículo treinta y seis.
El Presidente y los Consejeros de Cuentas del Tribunal no podrán ser removidos de sus cargos sino por
agotamiento de su mandato, renuncia aceptada por las Cortes Generales, incapacidad, incompatibilidad o
incumplimiento grave de los deberes de su cargo.

CAPÍTULO II El personal al servicio del Tribunal

Artículo treinta y siete.
Uno. El personal al servicio del Tribunal de Cuentas, integrado por funcionarios con titulación adecuada, sin
perjuicio de las normas especiales que les sean de aplicación, estará sujeto al régimen general de la Función
Pública y a sus incompatibilidades.
Dos. El desempeño de la Función Pública en el Tribunal de Cuentas será incompatible con cualquier otra
función, destino o cargo, así como con el ejercicio profesional y con la intervención en actividades
industriales, mercantiles o profesionales, incluso las consultivas y las de asesoramiento, siempre que
perjudiquen la imparcialidad o independencia profesional del funcionario, o guarden relación con Entidades
que, no integrando el sector público, utilicen fondos públicos que deban ser fiscalizados o enjuiciados por el
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Tribunal de Cuentas.

TÍTULO IV La responsabilidad contable

CAPÍTULO I Disposiciones comunes

Artículo treinta y ocho.
Uno. El que por acción u omisión contraria a la Ley originare el menoscabo de los caudales o efectos públicos
quedará obligado a la indemnización de los daños y perjuicios causados.
Dos. La responsabilidad podrá ser directa o subsidiaria.
Tres. La responsabilidad directa será siempre solidaria y comprenderá todos los perjuicios causados.
Cuatro. Respecto a los responsables subsidiarios, la cuantía de su responsabilidad se limitará a los perjuicios
que sean consecuencia de sus actos y podrá moderarse en forma prudencial y equitativa.
Cinco. Las responsabilidades, tanto directas como subsidiarias, se transmiten a los causahabientes de los
responsables por la aceptación expresa o tácita de la herencia, pero sólo en la cuantía a que ascienda el
importe líquido de la misma.

Artículo treinta y nueve.
Uno. Quedarán exentos de responsabilidad quienes actuaren en virtud de obediencia debida, siempre que
hubieren advertido por escrito la imprudencia o ilegalidad de la correspondiente orden, con las razones en
que se funden.
Dos. Tampoco se exigirá responsabilidad cuando el retraso en la rendición, justificación o examen de las
cuentas y en la solvencia de los reparos sea debido al incumplimiento por otros de sus obligaciones
específicas, siempre que el responsable así lo haya hecho constar por escrito.
Tres. Quedarán exentos de responsabilidad quienes hubiesen cometido actos que hayan sido amnistiados en
los términos en los que se establezca en la ley.
Se modifica por la disposición final 1 de la Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio. Ref. BOE-A-2024-11776#df

Artículo cuarenta.
Uno. No habrá lugar a la exigencia de responsabilidad subsidiaria cuando se pruebe que el presunto
responsable no pudo cumplir las obligaciones, cuya omisión es causa de aquélla, con los medios personales y
materiales que tuviere a su disposición en el momento de producirse los hechos.
Dos. Cuando no existiere imposibilidad material para el cumplimiento de tales obligaciones, pero el esfuerzo
que hubiera de exigirse al funcionario para ello resultara desproporcionado por el correspondiente a la
naturaleza de su cargo, podrá atenuarse la responsabilidad conforme a lo dispuesto en el artículo treinta y
ocho de esta Ley.

Artículo cuarenta y uno.
Uno. En los casos en que las responsabilidades a que se refiere el artículo treinta y ocho sean exigibles con
arreglo a normas específicas en vía administrativa, la autoridad que acuerde la incoación del expediente la
comunicará al Tribunal de Cuentas, que podrá en cualquier momento recabar el conocimiento del asunto.
Dos. Las resoluciones que se dicten por la Administración en que se declaren responsabilidades contables
serán recurribles ante el Tribunal de Cuentas y resueltas por la Sala correspondiente.

CAPÍTULO II La responsabilidad directa

Artículo cuarenta y dos.
Uno. Serán responsables directos quienes hayan ejecutado, forzado o inducido a ejecutar o cooperado en la
comisión de los hechos o participado con posterioridad para ocultarlos o impedir su persecución.
Dos. Toda persona sujeta a obligación de rendir, justificar, intervenir o aprobar cuentas que dejare de hacerlo
en el plazo marcado o lo hiciere con graves defectos o no solventara sus reparos, será compelido a ello
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mediante requerimiento conminatorio del Tribunal de Cuentas.
Tres. Si el requerimiento no fuere atendido en el improrrogable plazo señalado al efecto, el Tribunal de
Cuentas podrá aplicar las medidas siguientes:

a) La formación de oficio de la cuenta retrasada a costa del moroso, siempre que existieran los elementos
suficientes para realizarlo sin su cooperación.
b) La imposición de multas coercitivas en la cuantía que legalmente se establezca.
c) La propuesta a quien corresponda para la suspensión, la destitución, el cese o la separación del servicio
de la autoridad, funcionario o persona responsable.

Cuatro. El Tribunal de Cuentas, en su caso, pasará el tanto de culpa al Fiscal general del Estado por el delito de
desobediencia.

CAPÍTULO III La responsabilidad subsidiaria

Artículo cuarenta y tres.
Uno. Son responsables subsidiarios quienes por negligencia o demora en el cumplimiento de obligaciones
atribuidas de modo expreso por las Leyes o Reglamentos hayan dado ocasión directa o indirecta a que los
caudales públicos resulten menoscabados o a que no pueda conseguirse el resarcimiento total o parcial del
importe de las responsabilidades directas.
Dos. La exigencia de responsabilidades subsidiarias sólo procede cuando no hayan podido hacerse efectivas
las directas.

TÍTULO V Funcionamiento del Tribunal

CAPÍTULO I Disposición común

Artículo cuarenta y cuatro.
El Tribunal de Cuentas ajustará su actuación a los procedimientos establecidos en su Ley de Funcionamiento,
de acuerdo con lo previsto en la presente Ley Orgánica.

CAPÍTULO II Los procedimientos fiscalizadores

Artículo cuarenta y cinco.
Los procedimientos para el ejercicio de la función fiscalizadora se impulsarán de oficio en todos sus trámites.
La iniciativa corresponde al propio Tribunal, a las Cortes Generales y, en su ámbito, a las Asambleas
Legislativas u otros órganos representativos análogos que se constituyan en las Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO III Los procedimientos judiciales

Artículo cuarenta y seis.
Uno. Los órganos del Tribunal de Cuentas que fueren competentes para conocer de un asunto lo serán
también para todas sus incidencias y para ejecutar las resoluciones que dictaren.
Dos. La competencia de los órganos de la jurisdicción contable no será prorrogable y podrá ser apreciada por
los mismos incluso de oficio, previa audiencia de las partes.

Artículo cuarenta y siete.
Uno. Estarán legitimados para actuar ante la jurisdicción contable quienes tuvieran interés directo en el
asunto o fueren titulares de derechos subjetivos relacionados con el caso.
Dos. Las Administraciones públicas podrán ejercer toda clase de pretensiones ante el Tribunal de Cuentas, sin
necesidad de declarar previamente lesivos los actos que impugnen.
Tres. Será pública la acción para la exigencia de la responsabilidad contable en cualquiera de los
procedimientos jurisdiccionales del Tribunal de Cuentas. En ningún caso se exigirá la prestación de fianza o
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caución, sin perjuicio de la responsabilidad criminal y civil en que pudiera incurrir el que ejercite la acción
indebidamente.

Artículo cuarenta y ocho.
Uno. Los funcionarios y el personal al servicio de las Entidades del sector público legitimado para comparecer
ante el Tribunal de Cuentas podrán hacerlo por sí mismos y asumir su propia defensa.
Dos. La representación y defensa del Estado y de sus Organismos autónomos en las actuaciones a que se
refiere la presente Ley corresponderá a los Abogados del Estado. La de las Comunidades Autónomas,
provincias y municipios a sus propios Letrados, a los Abogados que designen o a los Abogados del Estado.

Artículo cuarenta y nueve.
Las resoluciones del Tribunal de Cuentas, en los casos y en la forma que determine su Ley de Funcionamiento,
serán susceptibles del recurso de casación y revisión ante el Tribunal Supremo.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5

1. Según el artículo 72 de la Constitución Española de 1978, las Cámaras:

A) Establecen sus propios Reglamentos, aprueban automáticamente sus presupuestos y, de común acuerdo, 
regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán sometidos a una 
votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría simple.

B) Eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas serán 
presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales aprobado por 
mayoría simple de cada Cámara.

C) Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y 
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

D) Todas las respuestas son correctas.

2. Teniendo en cuenta la Constitución Española, la Diputación Permanente del Senado estará compuesta por 
un mínimo de:

A) Veinte miembros

B) Veinticinco miembros

C) Treinta miembros

D) Veintiún miembros.

3. La Constitución establece que el Congreso de los Diputados se compone:

A) De un mínimo de 400 y un máximo de 500 diputados

B) De un mínimo de 350 y un máximo de 400 diputados

C) De un mínimo de 300 y un máximo de 400 diputados

D) De un mínimo de 200 y un máximo de 400 diputados

4. ¿Ante quién debe rendir cuentas el Defensor del Pueblo?

A) Ante el Gobierno y la Administración.

B) Ante las Cortes Generales.

C) Ante el Congreso de los Diputados.

D) Ante los tribunales y el Congreso de los Diputados.
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5. Según el art. 82 de la Constitución Española, la autorización al Gobierno de la Nación para dictar textos 
articulados se efectúa a través de:

A) Ley de bases.

B) Ley ordinaria.

C) Decreto legislativo.

D) Decreto-Ley.

6. Las leyes ordinarias, ¿pueden ser aprobadas por las Comisiones legislativas de las Cámaras?

A) No.

B) Sí, en todo caso.

C) Sí, salvo en determinados casos contemplados en la Constitución.

D) Solo cuando así lo autorice el Congreso de los Diputados, por mayoría absoluta.

7. Señale la respuesta correcta. El Defensor del Pueblo:

A) Es designado por el Presidente del Gobierno.

B) Es una institución que defiende los derechos fundamentales de quienes carecen de recursos económicos.

C) Es designado por las Cortes Generales.

D) Depende del Ministerio del Interior.

8. Según el artículo 87 de la Constitución Española:

A) La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y 
los Reglamentos de las Cámaras

B) La iniciativa legislativa corresponde al Congreso y al Senado, de acuerdo con los Reglamentos de las Cámaras

C) La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, de acuerdo con la Constitución

D) La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno y al Congreso, de acuerdo con la Constitución y los 
Reglamentos de las Cámaras

9. En relación a los decretos-ley (señale la respuesta incorrecta):

A) Se dictan en caso de necesidad urgente y extraordinaria.

B) No podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado.

C) Deberán ser sometidos inmediatamente a debate y votación de la totalidad del Congreso de los Diputados, 
dentro del plazo de los treinta días siguientes a su promulgación.

D) Se otorgarán por delegación legislativa.

10. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas (artículo 81 Constitución española):

A) Exigirá mayoría absoluta de ambas Cámaras, en votación final sobre el conjunto del proyecto

B) Exigirá mayoría de dos tercios del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto

C) Exigirá mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto

D) Ninguna de las opciones anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 C · 2 D · 3 C · 4 B · 5 A · 6 C · 7 C · 8 A · 9 D · 10 C

Te quedan 323 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

El Tribunal Constitucional: naturaleza, composición, funciones y 
competencias. Reglas de procedimiento en sus actuaciones.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 159 a 165 — 7 incluidos

TÍTULO IX Del Tribunal Constitucional

Artículo 159.
1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta
del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica
mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.
2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores
de Universidad, funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de
quince años de ejercicio profesional.
3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve años y se renovarán
por terceras partes cada tres.
4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo mandato representativo;
con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño de funciones directivas en un partido político o
en un sindicato y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con
cualquier actividad profesional o mercantil. En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional tendrán las
incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial.
5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su
mandato.

Artículo 160.
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del
mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

Artículo 161.
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer:

a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La
declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la
jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa
juzgada.
b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53, 2, de esta
Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.
c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.
d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por
los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o
resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a
cinco meses.
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Artículo 162.
1. Están legitimados:

a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo,
50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su
caso, las Asambleas de las mismas.
b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.

Artículo 163.
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de
cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal
Constitucional en los supuestos, en la forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán
suspensivos.

Artículo 164.
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos
particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no
cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con
fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente
a todos.
2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por la
inconstitucionalidad.

Artículo 165.
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el
procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las acciones.

Ley Organica 2/1979 del Tribunal Constitucional

LOTC · BOE-A-1979-23709 · arts. 1 a 44 · arts. 46 a 95 — 98 incluidos

TÍTULO I Del Tribunal Constitucional

CAPÍTULO I Del Tribunal Constitucional, su organización y atribuciones

Artículo primero.
Uno. El Tribunal Constitucional, como intérprete supremo de la Constitución, es independiente de los demás
órganos constitucionales y está sometido sólo a la Constitución y a la presente Ley Orgánica.
Dos. Es único en su orden y extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional.
Véase el artículo 161.1 de la Constitución Española. Ref. BOE-A-1978-31229#a161 .

Artículo segundo.
Uno. El Tribunal Constitucional conocerá en los casos y en la forma que esta Ley determina:

a) Del recurso y de la cuestión de inconstitucionalidad contra Leyes, disposiciones normativas o actos con
fuerza de Ley.
b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades públicos relacionados en el artículo
cincuenta y tres, dos, de la Constitución.
c) De los conflictos constitucionales de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los
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de éstas entre sí.
d) De los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado. d) bis. De los conflictos en defensa de la
autonomía local.
e) De la declaración sobre la constitucionalidad de los tratados internacionales. e) bis. Del control previo de
inconstitucionalidad en el supuesto previsto en el artículo setenta y nueve de la presente Ley.
f) De las impugnaciones previstas en el número dos del artículo ciento sesenta y uno de la Constitución.
g) De la verificación de los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Constitucional, para juzgar si
los mismos reúnen los requisitos requeridos por la Constitución y la presente Ley.
h) De las demás materias que le atribuyen la Constitución y las Leyes orgánicas.

Dos. El Tribunal Constitucional podrá dictar reglamentos sobre su propio funcionamiento y organización, así
como sobre el régimen de su personal y servicios, dentro del ámbito de la presente Ley. Estos reglamentos,
que deberán ser aprobados por el Tribunal en Pleno, se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado»,
autorizados por su Presidente.
Se añade la letra e) bis al apartado 1 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 12/2015, de 22 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-10196 .

Se añade la letra d) bis al apartado 1 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8927 .

Se modifica la letra e) del apartado 1 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 4/1985, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1985-10478 .

Artículo tercero.
La competencia del Tribunal Constitucional se extiende al conocimiento y decisión de las cuestiones
prejudiciales e incidentales no pertenecientes al orden constitucional, directamente relacionadas con la
materia de que conoce, a los solos efectos del enjuiciamiento constitucional de ésta.

Artículo cuarto.
1. En ningún caso se podrá promover cuestión de jurisdicción o competencia al Tribunal Constitucional. El
Tribunal Constitucional delimitará el ámbito de su jurisdicción y adoptará cuantas medidas sean necesarias
para preservarla, incluyendo la declaración de nulidad de aquellos actos o resoluciones que la menoscaben;
asimismo podrá apreciar de oficio o a instancia de parte su competencia o incompetencia.
2. Las resoluciones del Tribunal Constitucional no podrán ser enjuiciadas por ningún órgano jurisdiccional del
Estado.
3. Cuando el Tribunal Constitucional anule un acto o resolución que contravenga lo dispuesto en los dos
apartados anteriores lo ha de hacer motivadamente y previa audiencia al Ministerio Fiscal y al órgano autor
del acto o resolución.
Se modifica por el art. único.1 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo quinto.
El Tribunal Constitucional está integrado por doce miembros, con el título de Magistrados del Tribunal
Constitucional.
Véase el artículo 159 de la Constitución Española. Ref. BOE-A-1978-31229#a159 .

Artículo sexto.
Uno. El Tribunal Constitucional actúa en Pleno, en Sala o en Sección.
Dos. El Pleno está integrado por todos los Magistrados del Tribunal. Lo preside el Presidente del Tribunal y, en
su defecto, el Vicepresidente y, a falta de ambos, el Magistrado más antiguo en el cargo y, en caso de igual
antigüedad, el de mayor edad.
Véase el artículo 17 del Reglamento de Organización y Personal del Tribunal Constitucional. Ref. BOE-A-1990-18696#art17 .

Se modifica el apartado 1 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo séptimo.
Uno. El Tribunal Constitucional consta de dos Salas. Cada Sala está compuesta por seis Magistrados
nombrados por el Tribunal en Pleno.
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Dos. El Presidente del Tribunal lo es también de la Sala Primera, que presidirá en su defecto, el Magistrado
más antiguo y, en caso de igual antigüedad, el de mayor edad.
Tres. El Vicepresidente del Tribunal presidirá en la Sala Segunda y, en su defecto, el Magistrado más antiguo y,
en caso de igual antigüedad, el de mayor edad.

Artículo octavo.
1. Para el despacho ordinario y la decisión o propuesta, según proceda, sobre la admisibilidad o
inadmisibilidad de procesos constitucionales, el Pleno y las Salas constituirán Secciones compuestas por el
respectivo Presidente o quien le sustituya y dos Magistrados.
2. Se dará cuenta al Pleno de las propuestas de admisión o inadmisión de asuntos de su competencia. En el
caso de admisión, el Pleno podrá deferir a la Sala que corresponda el conocimiento del asunto de que se trate,
en los términos previstos en esta ley.
3. Podrá corresponder también a las Secciones el conocimiento y resolución de aquellos asuntos de amparo
que la Sala correspondiente les defiera en los términos previstos en esta ley. Téngase en cuenta para su
aplicación la disposición transitoria primera de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo Ref. BOE-A-2007-10483 ,
que establece lo siguiente: «Disposición transitoria primera. La posibilidad de que el Pleno defiera a las Salas o
éstas a las Secciones el conocimiento y la resolución de asuntos que en principio corresponde a aquéllas,
prevista en la nueva redacción de los artículos 8.2, 10.1.b), 10.2 y 52.2 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional, se podrá aplicar a los procesos constitucionales iniciados antes de la vigencia de la presente
Ley Orgánica.» Se modifica por el art. único.3 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-
A-2007-10483 . Téngase en cuenta la disposición transitoria 1 en cuanto a la aplicación del apartado 2.

Artículo noveno.
Uno. El Tribunal en Pleno elige de entre sus miembros por votación secreta a su Presidente y propone al Rey
su nombramiento.
Véase el artículo 160 de la Constitución Española. Ref. BOE-A-1978-31229#a160 . Dos. En primera votación se requerirá la mayoría absoluta. Si
ésta no se alcanzase se procederá a una segunda votación, en la que resultará elegido quien obtuviese mayor número de votos. En caso de empate se
efectuará una última votación y si éste se repitiese, será propuesto el de mayor antigüedad en el cargo y en caso de igualdad el de mayor edad. Tres.
El nombre del elegido se elevará al Rey para su nombramiento por un período de tres años, expirado el cual podrá ser reelegido por una sola vez.
Cuatro. El Tribunal en Pleno elegirá entre sus miembros, por el procedimiento señalado en el apartado 2 de este artículo y por el mismo período de
tres años, un Vicepresidente, al que incumbe sustituir al Presidente en caso de vacante, ausencia u otro motivo legal y presidir la Sala Segunda.

Artículo diez.
1. El Tribunal en Pleno conoce de los siguientes asuntos:

a) De la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los tratados internacionales.
b) De los recursos de inconstitucionalidad contra las leyes y demás disposiciones con valor de ley, excepto
los de mera aplicación de doctrina, cuyo conocimiento podrá atribuirse a las Salas en el trámite de
admisión. Al atribuir a la Sala el conocimiento del recurso, el Pleno deberá señalar la doctrina
constitucional de aplicación.
c) De las cuestiones de constitucionalidad que reserve para sí; las demás deberán deferirse a las Salas según
un turno objetivo.
d) De los conflictos constitucionales de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los
de éstas entre sí. d) bis. De los recursos previos de inconstitucionalidad contra Proyectos de Estatutos de
Autonomía y contra Propuestas de Reforma de los Estatutos de Autonomía.
e) De las impugnaciones previstas en el apartado 2 del artículo 161 de la Constitución.
f) De los conflictos en defensa de la autonomía local.
g) De los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado.
h) De las anulaciones en defensa de la jurisdicción del Tribunal previstas en el artículo 4.3.
i) De la verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos para el nombramiento de Magistrado del
Tribunal Constitucional.
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j) Del nombramiento de los Magistrados que han de integrar cada una de las Salas.
k) De la recusación de los Magistrados del Tribunal Constitucional.
l) Del cese de los Magistrados del Tribunal Constitucional en los casos previstos en el artículo 23.
m) De la aprobación y modificación de los reglamentos del Tribunal.
n) De cualquier otro asunto que sea competencia del Tribunal pero recabe para sí el Pleno, a propuesta del
Presidente o de tres Magistrados, así como de los demás asuntos que le puedan ser atribuidos
expresamente por una ley orgánica.

2. En los casos previstos en los párrafos d), e) y f) del apartado anterior, en el trámite de admisión la decisión
de fondo podrá atribuirse a la Sala que corresponda según un turno objetivo, lo que se comunicará a las partes.
3. El Tribunal en Pleno, en ejercicio de su autonomía como órgano constitucional, elabora su presupuesto, que
se integra como una sección independiente dentro de los Presupuestos Generales del Estado. Se añade la letra
d) bis al apartado 1 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 12/2015, de 22 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-10196 .
Se modifica por el art. único.4 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 . Téngase en
cuenta la disposición transitoria 1 en cuanto a la aplicación de los apartados 1.b) y 2.
Se añade la letra c) bis al apartado 1 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8927 .

Artículo once.
Uno. Las Salas del Tribunal Constitucional conocerán de los asuntos que, atribuidos a la justicia constitucional,
no sean de la competencia del Pleno.
Dos. También conocerán las Salas de aquellas cuestiones que, habiendo sido atribuidas al conocimiento de las
Secciones, entiendan que por su importancia deba resolver la propia Sala.

Artículo doce.
La distribución de asuntos entre las Salas del Tribunal se efectuará según un turno establecido por el Pleno a
propuesta de su Presidente.

Artículo trece.
Cuando una Sala considere necesario apartarse en cualquier punto de la doctrina constitucional precedente
sentada por el Tribunal, la cuestión se someterá a la decisión del Pleno.

Artículo catorce.
El Tribunal en Pleno puede adoptar acuerdos cuando estén presentes, al menos, dos tercios de los miembros
que en cada momento lo compongan. Los acuerdos de las Salas requerirán asimismo la presencia de dos
tercios de los miembros que en cada momento las compongan. En las Secciones se requerirá la presencia de
dos miembros, salvo que haya discrepancia, requiriéndose entonces la de sus tres miembros. El Acuerdo del
Pleno del Tribunal Constitucional de 20 de enero de 2005 Ref. BOE-A-2005-1252 , establece: «La sustitución de
Magistrados, a los efectos previstos en el artículo 14 de la Ley Orgánica 2/1979, se hará conforme a las
siguientes reglas:
1.ª Sustitución en las Salas. Si no hubiere Magistrados suficientes para formar Sala, ésta se integrará con
Magistrados miembros de la otra Sala, por orden de menor antigüedad y, si ésta fuere igual, de menor edad.
2.ª Sustitución en las Secciones. Si no hubiere Magistrados suficientes para formar Sección, ésta se integrará
con Magistrados miembros de la Sala correspondiente, o, en su defecto, de la otra Sala, siempre conforme al
orden establecido en la regla anterior. El presente Acuerdo entrará en vigor el mismo día de su publicación en
el “Boletín Oficial del Estado”.».

Artículo quince.
El Presidente del Tribunal Constitucional ejerce la representación del Tribunal, convoca y preside el Tribunal
en Pleno y convoca las Salas; adopta las medidas precisas para el funcionamiento del Tribunal, de las Salas y
de las Secciones; comunica a las Cámaras, al Gobierno o al Consejo General del Poder Judicial, en cada caso,
las vacantes; nombra a los letrados, convoca los concursos para cubrir las plazas de funcionarios y los puestos
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de personal laboral, y ejerce las potestades administrativas sobre el personal del Tribunal. Artículo redactado
conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ), por la que se modifica la Ley
Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional. Véanse, al respecto, los artículos 1 y 14 a 19 del
Reglamento de Organización y Personal del Tribunal Constitucional ( Ref. BOE-A-1990-18696 ); los artículos 10
y 12 del Real Decreto 2099/1983, de 4 de agosto ( Ref. BOE-A-1983-21534#art10 ), por el que se aprueba el
Ordenamiento General de Precedencias en el Estado; el artículo 16 del Real Decreto 684/2010, de 11 de abril
( Ref. BOE-A-2010-8188 ), por el que se aprueba el Reglamento de Honores Militares; el artículo 3 del Real
Decreto 1123/2008, de 4 de julio ( Ref. BOE-A-2008-11576 ), sobre pasaportes diplomáticos; la Ley Orgánica
1/1985, de 18 de enero ( Ref. BOE-A-1985-1604 ), de incompatibilidades del personal al servicio del Tribunal
Constitucional, Consejo General del Poder Judicial, componentes del Poder Judicial y personal al servicio de la
Administración de Justicia, Tribunal de Cuentas y Consejo de Estado, cuyo único artículo declara aplicable la
Ley 53/1984, de 26 de diciembre ( Ref. BOE-A-1985-151 ), de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las
Administraciones Públicas, teniendo en cuenta que esta última ha sido objeto de diversas modificaciones, y el
artículo 6.1.b), de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio ( Ref. BOE-A-1985-11672 ), del Régimen Electoral
General.
Se modifica por el art. único.5 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

CAPÍTULO II De los Magistrados del Tribunal Constitucional

Artículo dieciséis.
Uno. Los Magistrados y Magistradas del Tribunal Constitucional serán nombrados por el Rey, a propuesta de
las Cámaras, del Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial, en las condiciones que establece el
artículo ciento cincuenta y nueve, uno, de la Constitución. Cada uno de los órganos que han de realizar las
propuestas de nombramiento garantizará el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, de
forma que aquellas incluyan como mínimo un cuarenta por ciento de cada uno de los sexos. Los Magistrados y
Magistradas propuestos por el Senado serán elegidos entre las candidaturas presentadas por las Asambleas
Legislativas de las comunidades autónomas en los términos que determine el Reglamento de la Cámara.
Dos. Los candidatos propuestos por el Congreso y por el Senado deberán comparecer previamente ante las
correspondientes Comisiones en los términos que dispongan los respectivos Reglamentos.
Tres. La designación para el cargo de Magistrado del Tribunal Constitucional se hará por nueve años,
renovándose el Tribunal por terceras partes cada tres. A partir de ese momento se producirá la elección del
Presidente y Vicepresidente de acuerdo con lo previsto en el artículo 9. Si el mandato de tres años para el que
fueron designados como Presidente y Vicepresidente no coincidiera con la renovación del Tribunal
Constitucional, tal mandato quedará prorrogado para que finalice en el momento en que dicha renovación se
produzca y tomen posesión los nuevos Magistrados.
Cuatro. Ningún Magistrado podrá ser propuesto al Rey para otro período inmediato, salvo que hubiera
ocupado el cargo por un plazo no superior a tres años.
Cinco. Las vacantes producidas por causas distintas a la de la expiración del periodo para el que se hicieron los
nombramientos serán cubiertas con arreglo al mismo procedimiento utilizado para la designación del
Magistrado que hubiese causado vacante y por el tiempo que a éste restase. Si hubiese retraso en la renovación
por tercios de los Magistrados, a los nuevos que fuesen designados se les restará del mandato el tiempo de
retraso en la renovación. Los cuatro primeros apartados de este artículo están redactados de conformidad con
la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ). El apartado 5 ha sido adicionado por la Ley
Orgánica 8/2010, de 4 de noviembre ( Ref. BOE-A-2010-16973 ). Véanse los artículos 159.3 de la Constitución
Española; 204 del Reglamento del Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 24 de febrero de
1982 ( Ref. BOE-A-1982-5196 ); 184, 185 y 186 del Reglamento del Senado, aprobado el día 3 de mayo de 1994
( Ref. BOE-A-1994-10831 ), conforme a la nueva redacción dada por las Reformas del Reglamento del Senado de
14 de junio de 2000 ( Ref. BOE-A-2000-11370 ), 27 de junio de 2001 ( Ref. BOE-A-2001-12537 ), y 22 de noviembre
de 2007 ( Ref. BOE-A-2007-20344 ). Véanse también, los artículos 107.2 y 127 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de
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julio ( Ref. BOE-A-1985-12666 ), del Poder Judicial. Se modifica el apartado 1 por el art. 2 de la Ley Orgánica
2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#as Téngase en cuenta que esta modificación no será de
aplicación hasta que proceda la próxima renovación o nombramiento de magistrados y magistradas del
Tribunal Constitucional tras la entrada en vigor de la citada Ley Orgánica, según establece su disposición
transitoria 2.1.
Se añade el apartado 5 por el art. 2 de la Ley Orgánica 8/2010, de 4 de noviembre. Ref. BOE-A-2010-16973 .

Se añade el párrafo segundo del apartado 1 y los apartados 3 y 4, y se modifica el apartado 2 por el art. único.6 y 7 de la Ley Orgánica 6/2007, de
24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo diecisiete.
Uno. Antes de los cuatro meses previos a la fecha de expiración de los nombramientos, el Presidente del
Tribunal solicitará de los Presidentes de los órganos que han de hacer las propuestas para la designación de los
nuevos Magistrados, que inicien el procedimiento para ello.
Dos. Los Magistrados del Tribunal Constitucional continuarán en el ejercicio de sus funciones hasta que hayan
tomado posesión quienes hubieren de sucederles.

Artículo dieciocho.
Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre ciudadanos españoles que sean
Magistrados, Fiscales, Profesores de Universidad, funcionarios públicos o Abogados, todos ellos juristas de
reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional o en activo en la respectiva función.
Véase el artículo 159.2 de la Constitución.

Artículo diecinueve.
Uno. El cargo de Magistrado del Tribunal Constitucional es incompatible: Primero, con el de Defensor del
Pueblo; segundo, con el de Diputado y Senador; tercero, con cualquier cargo político o administrativo del
Estado, las Comunidades Autónomas, las provincias u otras Entidades locales; cuarto, con el ejercicio de
cualquier jurisdicción o actividad propia de la carrera judicial o fiscal; quinto, con empleos de todas clases en
los Tribunales y Juzgados de cualquier orden jurisdiccional; sexto, con el desempeño de funciones directivas
en los partidos políticos, sindicatos, asociaciones, fundaciones y colegios profesionales y con toda clase de
empleo al servicio de los mismos; séptimo, con el desempeño de actividades profesionales o mercantiles. En lo
demás, los miembros del Tribunal Constitucional tendrán las incompatibilidades propias de los miembros del
Poder Judicial.
Dos. Cuando concurriere causa de incompatibilidad en quien fuere propuesto como Magistrado del Tribunal,
deberá, antes de tomar posesión, cesar en el cargo o en la actividad incompatible. Si no lo hiciere en el plazo
de diez días siguientes a la propuesta, se entenderá que no acepta el cargo de Magistrado del Tribunal
Constitucional. La misma regla se aplicará en el caso de incompatibilidad sobrevenida. Ténganse en cuenta los
artículos 127 y 159.4 de la Constitución y la Ley Orgánica 1/1985, de 18 de enero ( Ref. BOE-A-1985-1604 ), de
incompatibilidades del personal al servicio del Tribunal Constitucional, Consejo General del Poder Judicial,
componentes del Poder Judicial y personal al servicio de la Administración de Justicia, Tribunal de Cuentas y
Consejo de Estado, cuyo único artículo declara aplicable la Ley 53/1984, de 26 de diciembre ( Ref. BOE-
A-1985-151 ), de Incompatibilidades del personal al Servicio de las Administraciones Públicas, teniendo en
cuenta que esta última ha sido objeto de diversas modificaciones. Véase, asimismo, el artículo 6.1.c), de la Ley
Orgánica 5/1985, de 19 de junio del Régimen Electoral General, y los artículos 389 y siguientes de la Ley
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Artículo veinte.
Los miembros de la carrera judicial y fiscal y, en general, los funcionarios públicos nombrados Magistrados y
letrados del Tribunal pasarán a la situación de servicios especiales en su carrera de origen. Artículo redactado
conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ).
Se modifica por el art. único.8 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .
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Artículo veintiuno.
El Presidente y los demás Magistrados del Tribunal Constitucional prestarán, al asumir su cargo ante el Rey, el
siguiente juramento o promesa: «Juro (o prometo) guardar y hacer guardar fielmente y en todo tiempo la
Constitución española, lealtad a la Corona y cumplir mis deberes como Magistrado Constitucional.» En el
mismo sentido, véase el Real Decreto 707/1979, de 5 de abril ( Ref. BOE-A-1979-9453 ), por el que se establece la
fórmula de juramento en cargos y funciones públicas.

Artículo veintidós.
Los Magistrados del Tribunal Constitucional ejercerán su función de acuerdo con los principios de
imparcialidad y dignidad inherentes a la misma; no podrán ser perseguidos por las opiniones expresadas en el
ejercicio de sus funciones; serán inamovibles y no podrán ser destituidos ni suspendidos sino por alguna de
las causas que esta Ley establece. Véase el artículo 159.5 de la Constitución.

Artículo veintitrés.
Uno. Los Magistrados del Tribunal Constitucional cesan por alguna de las causas siguientes: Primero, por
renuncia aceptada por el Presidente del Tribunal; segundo, por expiración del plazo de su nombramiento;
tercero, por incurrir en alguna causa de incapacidad de las previstas para los miembros del Poder Judicial;
cuarto, por incompatibilidad sobrevenida; quinto, por dejar de atender con diligencia los deberes de su cargo;
sexto, por violar la reserva propia de su función; séptimo, por haber sido declarado responsable civilmente
por dolo o condenado por delito doloso o por culpa grave.
Dos. El cese o la vacante en el cargo de Magistrado del Tribunal Constitucional, en los casos primero y
segundo, así como en el de fallecimiento, se decretará por el Presidente. En los restantes supuestos decidirá el
Tribunal en Pleno, por mayoría simple en los casos tercero y cuarto y por mayoría de las tres cuartas partes de
sus miembros en los demás casos. Véase el artículo 10.1.l) de esta Ley Orgánica.

Artículo veinticuatro.
Los Magistrados del Tribunal Constitucional podrán ser suspendidos por el Tribunal, como medida previa, en
caso de procesamiento o por el tiempo indispensable para resolver sobre la concurrencia de alguna de las
causas de cese establecidas en el artículo anterior. La suspensión requiere el voto favorable de las tres cuartas
partes de los miembros del Tribunal reunido en Pleno.

Artículo veinticinco.
Uno. Los Magistrados del Tribunal que hubieran desempeñado el cargo durante un mínimo de tres años
tendrán derecho a una remuneración de transición por un año, equivalente a la que percibieran en el
momento del cese.
Dos. Cuando el Magistrado del Tribunal proceda de cualquier Cuerpo de funcionarios con derecho a
jubilación, se le computará, a los efectos de determinación del haber pasivo, el tiempo de desempeño de las
funciones constitucionales y se calculará aquél sobre el total de las remuneraciones que hayan correspondido
al Magistrado del Tribunal Constitucional durante el último año.

Artículo veintiséis.
La responsabilidad criminal de los Magistrados del Tribunal Constitucional sólo será exigible ante la Sala de lo
Penal del Tribunal Supremo. Véase el artículo 57.1.2.º de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial.

TÍTULO II De los procedimientos de declaración de inconstitucionalidad

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo veintisiete.
Uno. Mediante los procedimientos de declaración de inconstitucionalidad regulados en este título, el Tribunal
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Constitucional garantiza la primacía de la Constitución y enjuicia la conformidad o disconformidad con ella de
las Leyes, disposiciones o actos impugnados.
Dos. Son susceptibles de declaración de inconstitucionalidad:

a) Los Estatutos de Autonomía y las demás Leyes orgánicas.
b) Las demás Leyes, disposiciones normativas y actos del Estado con fuerza de Ley. En el caso de los
Decretos legislativos, la competencia del Tribunal se entiende sin perjuicio de lo previsto en el número seis
del artículo ochenta y dos de la Constitución. Véase el artículo 161.1.a), de la Constitución.
c) Los Tratados Internacionales. Véanse los artículos 95 de la Constitución Española, 78 de la presente Ley
Orgánica, 157 del Reglamento del Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 24 de febrero de
1982 ( Ref. BOE-A-1982-5196 ) y 147 y 187 del Reglamento del Senado, aprobado el día 3 de mayo de 1994
( Ref. BOE-A-1994-10830 ), conforme a la nueva numeración dada por la Resolución de 14 de junio de 2000
( Ref. BOE-A-2000-11370 ).
d) Los Reglamentos de las Cámaras y de las Cortes Generales.
e) Las Leyes, actos y disposiciones normativas con fuerza de Ley de las Comunidades Autónomas, con la
misma salvedad formula en el apartado b) respecto a los casos de delegación legislativa. Véase el artículo
153.a), de la Constitución.
f) Los Reglamentos de las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas.

Artículo veintiocho.
Uno. Para apreciar la conformidad o disconformidad con la Constitución de una Ley, disposición o acto con
fuerza de Ley del Estado o de las Comunidades Autónomas, el Tribunal considerará, además de los preceptos
constitucionales, las Leyes que, dentro del marco constitucional, se hubieran dictado para delimitar las
competencias del Estado y las diferentes Comunidades Autónomas o para regular o armonizar el ejercicio de
las competencias de éstas.
Dos. Asimismo el Tribunal podrá declarar inconstitucionales por infracción del artículo ochenta y uno de la
Constitución los preceptos de un Decreto-ley, Decreto legislativo, Ley que no haya sido aprobada con el
carácter de orgánica o norma legislativa de una Comunidad Autónoma en el caso de que dichas disposiciones
hubieran regulado materias reservadas a Ley Orgánica o impliquen modificación o derogación de una Ley
aprobada con tal carácter, cualquiera que sea su contenido. Véanse los artículos 147.2.d), y 148 a 150 de la
Constitución.

Artículo veintinueve.
Uno. La declaración de inconstitucionalidad podrá promoverse mediante:

a) El recurso de inconstitucionalidad. Artículos 161.1.a) de la Constitución, y 31 y siguientes de esta Ley
Orgánica.
b) La cuestión de inconstitucionalidad promovida por Jueces o Tribunales. Artículos 163 de la Constitución
y 35 y siguientes de esta Ley Orgánica.

Dos. La desestimación, por razones de forma, de un recurso de inconstitucionalidad contra una Ley,
disposición o acto con fuerza de Ley no será obstáculo para que la misma Ley, disposición o acto puedan ser
objeto de una cuestión de inconstitucionalidad con ocasión de su aplicación en otro proceso.

Artículo treinta.
La admisión de un recurso o de una cuestión de inconstitucionalidad no suspenderá la vigencia ni la
aplicación de la Ley, de la disposición normativa o del acto con fuerza de Ley, excepto en el caso en que el
Gobierno se ampare en lo dispuesto por el artículo ciento sesenta y uno, dos, de la Constitución para
impugnar, por medio de su Presidente, Leyes, disposiciones normativas o actos con fuerza de Ley de las
Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO II Del recurso de inconstitucionalidad
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Artículo treinta y uno.
El recurso de inconstitucionalidad contra las Leyes, disposiciones normativas o actos con fuerza de Ley podrá
promoverse a partir de su publicación oficial.

Artículo treinta y dos.
Uno. Están legitimados para el ejercicio del recurso de inconstitucionalidad cuando se trate de Estatutos de
Autonomía y demás Leyes del Estado, orgánicas o en cualesquiera de sus formas, y disposiciones normativas y
actos del Estado o de las Comunidades Autónomas con fuerza de ley, Tratados Internacionales y Reglamentos
de las Cámaras y de las Cortes Generales:

a) El Presidente del Gobierno.
b) El Defensor del Pueblo. Véase el artículo 29 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril ( Ref. BOE-
A-1981-10325 ), del Defensor del Pueblo.
c) Cincuenta Diputados.
d) Cincuenta Senadores.

Dos. Para el ejercicio del recurso de inconstitucionalidad contra las Leyes, disposiciones o actos con fuerza de
Ley del Estado que puedan afectar a su propio ámbito de autonomía, están también legitimados los órganos
colegiados ejecutivos y las Asambleas de las Comunidades Autónomas, previo acuerdo adoptado al efecto.
Ténganse en cuenta al respecto los siguientes preceptos: – 162.1.a), de la Constitución. – 28.c), de la Ley
Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre ( Ref. BOE-A-1979-30177 ), de Estatuto de Autonomía para el País Vasco. –
61.e) y 76.3 de la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio ( Ref. BOE-A-2006-13087 ), de reforma del Estatuto de
Autonomía de Cataluña. – 10.1.g), y 19 de la Ley Orgánica 1/1981, de 6 de abril ( Ref. BOE-A-1981-9564 ), de
Estatuto de Autonomía para Galicia. – 106.16.º y 119.4 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo ( Ref. BOE-
A-2007-5825 ), de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía. – 24.11 de la Ley Orgánica 7/1981, de 30
de diciembre ( Ref. BOE-A-1982-634 ), de Estatuto de Autonomía para Asturias. – 9.11 y 21 de la Ley Orgánica
8/1981, de 30 de diciembre ( Ref. BOE-A-1982-635 ), de Estatuto de Autonomía para Cantabria, conforme a la
redacción dada por la Ley Orgánica 11/1998, de 30 de diciembre ( Ref. BOE-A-1998-30152 ). – 19.j), y 24.1.b), de
la Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio ( Ref. BOE-A-1982-15030 ), de Estatuto de Autonomía de La Rioja,
conforme a la redacción dada por la Ley Orgánica 2/1999, de 7 de enero ( Ref. BOE-A-1999-339 ). – 23.11 y 32.1
de la Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio ( Ref. BOE-A-1982-15031 ), de Estatuto de Autonomía para la Región de
Murcia, conforme a la redacción dada por la Ley Orgánica 1/1998, de 15 de junio ( Ref. BOE-A-1998-14061 ). –
22.h), y 32 de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril ( Ref. BOE-A-2006-6472 ), de reforma de la Ley Orgánica
5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana. – 41.j), y 57 de la Ley Orgánica
5/2007, de 20 de abril ( Ref. BOE-A-2007-8444 ), de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón. – 9.2.i), y 18
de la Ley Orgánica 9/1982, de 10 de agosto ( Ref. BOE-A-1982-20820 ), de Estatuto de Autonomía de Castilla-La
Mancha. – 13.f), y 15.4 de la Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto ( Ref. BOE-A-1982-20821 ), de Estatuto de
Autonomía de Canarias, conforme a la redacción dada por la Ley Orgánica 4/1996, de 30 de diciembre («BOE»
núm.?315, de 31 de diciembre). – 36 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto ( Ref. BOE-A-1982-20824 ), de
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra. – 16.2.n), y 44.3 de la Ley Orgánica 1/2011, de
28 de enero ( Ref. BOE-A-2011-1638 ), de Reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de
Extremadura. – 50.4 y 59 de la Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero ( Ref. BOE-A-2007-4233 ), de reforma del
Estatuto de Autonomía de las Illes Balears. – 16.3.g), y 41 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero ( Ref. BOE-
A-1983-6317 ), de Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, conforme a la redacción dada por la Ley
Orgánica 5/1998, de 7 de julio ( Ref. BOE-A-1998-16302 ). – 24.7 y 30.2 de la Ley Orgánica 14/2007, de 30 de
noviembre ( Ref. BOE-A-2007-20635 ), de reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León.

Artículo treinta y tres.
1. El recurso de inconstitucionalidad se formulará dentro del plazo de tres meses a partir de la publicación de
la Ley, disposición o acto con fuerza de Ley impugnado mediante demanda presentada ante el Tribunal
Constitucional, en la que deberán expresarse las circunstancias de identidad de las personas u órganos que
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ejercitan la acción y, en su caso, de sus comisionados, concretar la Ley, disposición o acto impugnado, en todo
o en parte, y precisar el precepto constitucional que se entiende infringido.
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Presidente del Gobierno y los órganos colegiados
ejecutivos de las Comunidades Autónomas podrán interponer el recurso de inconstitucionalidad en el plazo de
nueve meses contra leyes, disposiciones o actos con fuerza de Ley en relación con las cuales, y con la finalidad
de evitar la interposición del recurso, se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que se reúna la Comisión Bilateral de Cooperación entre la Administración General del Estado y la
respectiva Comunidad Autónoma, pudiendo solicitar su convocatoria cualquiera de las dos
Administraciones.
b) Que en el seno de la mencionada Comisión Bilateral se haya adoptado un acuerdo sobre iniciación de
negociaciones para resolver las discrepancias, pudiendo instar, en su caso, la modificación del texto
normativo. Este acuerdo podrá hacer referencia a la invocación o no de la suspensión de la norma en el
caso de presentarse el recurso en el plazo previsto en este apartado.
c) Que el acuerdo sea puesto en conocimiento del Tribunal Constitucional por los órganos anteriormente
mencionados dentro de los tres meses siguientes a la publicación de la Ley, disposición o acto con fuerza
de Ley, y se inserte en el "Boletín Oficial del Estado'' y en el "Diario Oficial'' de la Comunidad Autónoma
correspondiente.

3. Lo señalado en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de la facultad de interposición del recurso de
inconstitucionalidad por los demás órganos y personas a que hace referencia el artículo 32. Los apartados 2 y 3
de este artículo fueron añadidos por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de enero ( Ref. BOE-A-2000-323 ).
Véase el artículo 54.2 del Reglamento del Servicio Jurídico del Estado aprobado por Real Decreto 997/2003, de 25 de julio ( Ref. BOE-
A-2003-15800 ).

Se numera el contenido existente como apartado 1 y se añaden los apartados 2 y 3 por el art. único de la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de enero. Ref.
BOE-A-2000-411 .

Artículo treinta y cuatro.
Uno. Admitida a trámite la demanda, el Tribunal Constitucional dará traslado de la misma al Congreso de los
Diputados y al Senado por conducto de sus Presidentes, al Gobierno por conducto del Ministerio de Justicia y,
en caso de que el objeto del recurso fuera una Ley o disposición con fuerza de Ley dictada por una Comunidad
Autónoma, a los órganos legislativo y ejecutivo de la misma a fin de que puedan personarse en el
procedimiento y formular las alegaciones que estimaren oportunas.
Véase el artículo 55 del Reglamento del Servicio Jurídico del Estado aprobado por Real Decreto 997/2003, de 25 de julio ( Ref. BOE-A-2003-15800 ).
Dos. La personación y la formulación de alegaciones deberán hacerse en el plazo de quince días, transcurrido el cual el Tribunal dictará sentencia
en el de diez, salvo que, mediante resolución motivada, el propio Tribunal estime necesario un plazo más amplio que, en ningún caso, podrá
exceder de treinta días.

CAPÍTULO III De la cuestión de inconstitucionalidad promovida por Jueces o Tribunales

Artículo treinta y cinco.
Uno. Cuando un Juez o Tribunal, de oficio o a instancia de parte, considere que una norma con rango de Ley
aplicable al caso y de cuya validez dependa el fallo pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión
al Tribunal Constitucional con sujeción a lo dispuesto en esta Ley. Véase el artículo 5 de la Ley Orgánica 6/1985,
de 1 de julio ( Ref. BOE-A-1985-12666 ), del Poder Judicial.
Dos. El órgano judicial sólo podrá plantear la cuestión una vez concluso el procedimiento y dentro del plazo
para dictar sentencia, o la resolución jurisdiccional que procediese, y deberá concretar la ley o norma con
fuerza de ley cuya constitucionalidad se cuestiona, el precepto constitucional que se supone infringido y
especificar o justificar en qué medida la decisión del proceso depende de la validez de la norma en cuestión.
Antes de adoptar mediante auto su decisión definitiva, el órgano judicial oirá a las partes y al Ministerio Fiscal
para que en el plazo común e improrrogable de 10 días puedan alegar lo que deseen sobre la pertinencia de
plantear la cuestión de inconstitucionalidad, o sobre el fondo de ésta; seguidamente y sin más trámite, el juez
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resolverá en el plazo de tres días. Dicho auto no será susceptible de recurso de ninguna clase. No obstante, la
cuestión de inconstitucionalidad podrá ser intentada de nuevo en las sucesivas instancias o grados en tanto no
se llegue a sentencia firme. Sobre las actuaciones del Ministerio Fiscal ante el Tribunal Constitucional,
ténganse en cuenta los artículos 12, 19 y 35 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre ( Ref. BOE-A-1982-837 ), por la
que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, con las modificaciones introducidas por la Ley
24/2007, de 9 de octubre ( Ref. BOE-A-2007-17769 ). Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de
24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 )
Tres. El planteamiento de la cuestión de constitucionalidad originará la suspensión provisional de las
actuaciones en el proceso judicial hasta que el Tribunal Constitucional se pronuncie sobre su admisión.
Producida ésta el proceso judicial permanecerá suspendido hasta que el Tribunal Constitucional resuelva
definitivamente sobre la cuestión. Apartado añadido por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-
A-2007-10483 ).
Se modifica el apartado 2 y se añade el apartado 3 por el art. único.9 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo treinta y seis.
El órgano judicial elevará al Tribunal Constitucional la cuestión de inconstitucionalidad junto con testimonio
de los autos principales y de las alegaciones previstas en el artículo anterior, si las hubiere. Véase el artículo
163 de la Constitución.

Artículo treinta y siete.
Uno. Recibidas en el Tribunal Constitucional las actuaciones, el procedimiento se sustanciará por los trámites
del apartado segundo de este artículo. No obstante, podrá el Tribunal rechazar, en trámite de admisión,
mediante auto y sin otra audiencia que la del Fiscal General del Estado, la cuestión de inconstitucionalidad
cuando faltaren las condiciones procesales o fuere notoriamente infundada la cuestión suscitada. Esta
decisión será motivada.
Dos. Publicada en el ''Boletín Oficial del Estado'' la admisión a trámite de la cuestión de inconstitucionalidad,
quienes sean parte en el procedimiento judicial podrán personarse ante el Tribunal Constitucional dentro de
los 15 días siguientes a su publicación, para formular alegaciones, en el plazo de otros 15 días. Apartado
añadido por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ), pasando el antiguo apartado 2 a
ser el actual 3.
Tres. El Tribunal Constitucional dará traslado de la cuestión al Congreso de los Diputados y al Senado por
conducto de sus Presidentes, al Fiscal General del Estado, al Gobierno, por conducto del Ministerio de Justicia,
y, en caso de afectar a una Ley o a otra disposición normativa con fuerza de Ley dictadas por una Comunidad
Autónoma, a los órganos legislativo y ejecutivo de la misma, todos los cuales podrán personarse y formular
alegaciones sobre la cuestión planteada en el plazo común improrrogable de quince días. Concluido éste, el
Tribunal dictará sentencia en el plazo de quince días, salvo que estime necesario, mediante resolución
motivada, un plazo más amplio, que no podrá exceder de treinta días.
Véase el artículo 55 del Real Decreto 997/2003, de 25 de julio ( Ref. BOE-A-2003-15800 ), por el que se aprobó el Reglamento del Servicio Jurídico
del Estado. Se reenumera el apartado 2 como 3 y se añade un nuevo apartado 2 por el art. único.10 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref.
BOE-A-2007-10483 .

CAPÍTULO IV De la sentencia en procedimientos de inconstitucionalidad y de sus efectos

Artículo treinta y ocho.
Uno. Las sentencias recaídas en procedimientos de inconstitucionalidad tendrán el valor de cosa juzgada,
vincularán a todos los Poderes Públicos y producirán efectos generales desde la fecha de su publicación en el
«Boletín Oficial del Estado».
Véase el artículo 164 de la Constitución Española. Dos. Las sentencias desestimatorias dictadas en recursos de inconstitucionalidad y en conflictos
en defensa de la autonomía local impedirán cualquier planteamiento ulterior de la cuestión por cualquiera de las dos vías, fundado en la misma
infracción de idéntico precepto constitucional. Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril ( Ref. BOE-A-1999-8927 ).
Tres. Si se tratare de sentencias recaídas en cuestiones de inconstitucionalidad, el Tribunal Constitucional lo comunicará inmediatamente al
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órgano judicial competente para la decisión del proceso. Dicho órgano notificará la sentencia constitucional a las partes. El Juez o Tribunal
quedará vinculado desde que tuviere conocimiento de la sentencia constitucional y las partes desde el momento en que sean notificadas.

Se modifica el apartado 2 por el art. único.3 de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8927 .

Artículo treinta y nueve.
Uno. Cuando la sentencia declare la inconstitucionalidad, declarará igualmente la nulidad de los preceptos
impugnados, así como, en su caso, la de aquellos otros de la misma Ley, disposición o acto con fuerza de Ley a
los que deba extenderse por conexión o consecuencia.
Dos. El Tribunal Constitucional podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad en la infracción de
cualquier precepto constitucional, haya o no sido invocado en el curso del proceso.

Artículo cuarenta.
Uno. Las sentencias declaratorias de la inconstitucionalidad de Leyes, disposiciones o actos con fuerza de Ley
no permitirán revisar procesos fenecidos mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada en los que se haya
hecho aplicación de las Leyes, disposiciones o actos inconstitucionales, salvo en el caso de los procesos
penales o contencioso-administrativos referentes a un procedimiento sancionador en que, como consecuencia
de la nulidad de la norma aplicada, resulte una reducción de la pena o de la sanción o una exclusión, exención
o limitación de la responsabilidad.
Dos. En todo caso, la jurisprudencia de los tribunales de justicia recaída sobre leyes, disposiciones o actos
enjuiciados por el Tribunal Constitucional habrá de entenderse corregida por la doctrina derivada de las
sentencias y autos que resuelvan los procesos constitucionales. Apartado redactado conforme a la Ley
Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ). Véanse los artículos 1.6 del Código Civil y 5 de la Ley
Orgánica 6/1985, de 1 de julio.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.11 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

TÍTULO III Del recurso de amparo constitucional Ténganse en cuenta los artículos 53.2, 161.1.b)

CAPÍTULO I De la procedencia e interposición del recurso de amparo constitucional

Artículo cuarenta y uno.
Uno. Los derechos y libertades reconocidos en los artículos catorce a veintinueve de la Constitución serán
susceptibles de amparo constitucional, en los casos y formas que esta Ley establece, sin perjuicio de su tutela
general encomendada a los Tribunales de Justicia. Igual protección será aplicable a la objeción de conciencia
reconocida en el artículo treinta de la Constitución. Artículo 53.2 de la Constitución española.
Dos. El recurso de amparo constitucional protege, en los términos que esta ley establece, frente a las
violaciones de los derechos y libertades a que se refiere el apartado anterior, originadas por las disposiciones,
actos jurídicos, omisiones o simple vía de hecho de los poderes públicos del Estado, las Comunidades
Autónomas y demás entes públicos de carácter territorial, corporativo o institucional, así como de sus
funcionarios o agentes. Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-
A-2007-10483 ), de modificación de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional.
Tres. En el amparo constitucional no pueden hacerse valer otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o
preservar los derechos o libertades por razón de los cuales se formuló el recurso.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.12 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo cuarenta y dos.
Las decisiones o actos sin valor de Ley, emanados de las Cortes o de cualquiera de sus órganos, o de las
Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas, o de sus órganos, que violen los derechos y libertades
susceptibles de amparo constitucional, podrán ser recurridos dentro del plazo de tres meses desde que, con
arreglo a las normas internas de las Cámaras o Asambleas, sean firmes. Véase el artículo 2 del Acuerdo del
Pleno del Tribunal Constitucional de 18 de junio de 1996, sobre asistencia jurídica gratuita.
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Artículo cuarenta y tres.
Uno. Las violaciones de los derechos y libertades antes referidos originadas por disposiciones, actos jurídicos,
omisiones o simple vía de hecho del Gobierno o de sus autoridades o funcionarios, o de los órganos ejecutivos
colegiados de las comunidades autónomas o de sus autoridades o funcionarios o agentes, podrán dar lugar al
recurso de amparo una vez que se haya agotado la vía judicial procedente. Apartado redactado conforme a la
Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ).
Dos. El plazo para interponer el recurso de amparo constitucional será el de los veinte días siguientes a la
notificación de la resolución recaída en el previo proceso judicial. Véase el artículo 2 del Acuerdo de 15 de
junio de 1982, del Pleno del Tribunal Constitucional.
Tres. El recurso sólo podrá fundarse en la infracción por una resolución firme de los preceptos
constitucionales que reconocen los derechos o libertades susceptibles de amparo. Véanse los artículos 3 y
siguientes del Acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional de 18 de junio de 1996.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.13 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo cuarenta y cuatro.
1. Las violaciones de los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional, que tuvieran su origen
inmediato y directo en un acto u omisión de un órgano judicial, podrán dar lugar a este recurso siempre que se
cumplan los requisitos siguientes: Véanse, en el parágrafo 7 de esta obra, los artículos 3 y siguientes del
Acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional de 18 de junio de 1996.

a) Que se hayan agotado todos los medios de impugnación previstos por las normas procesales para el caso
concreto dentro de la vía judicial.
b) Que la violación del derecho o libertad sea imputable de modo inmediato y directo a una acción u
omisión del órgano judicial con independencia de los hechos que dieron lugar al proceso en que aquellas se
produjeron, acerca de los que, en ningún caso, entrará a conocer el Tribunal Constitucional.
c) Que se haya denunciado formalmente en el proceso, si hubo oportunidad, la vulneración del derecho
constitucional tan pronto como, una vez conocida, hubiera lugar para ello.

2. El plazo para interponer el recurso de amparo será de 30 días, a partir de la notificación de la resolución
recaída en el proceso judicial. Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-
A-2007-10483 ). Téngase presente su disposición transitoria segunda que dice: «Disposición transitoria
segunda. 1. El plazo de treinta días establecido en la nueva redacción del artículo 44.2 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional se aplicará si en la fecha de entrada en vigor de la presente Ley Orgánica no ha
expirado el plazo establecido en la redacción anterior de ese precepto, en cuyo caso la parte dispondrá de los
días que resten desde la fecha inicial del cómputo. 2. La posibilidad de válida presentación de recursos de
amparo en el día siguiente al del vencimiento del plazo de interposición a que se refiere el artículo 85.2 de la
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional sólo se aplicará si dicho vencimiento tiene lugar tras la entrada en
vigor de la presente Ley Orgánica». Véase, también el artículo 114.2 de la Ley Orgánica del Régimen electoral
General según la redacción dada al mismo por la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo ( Ref. BOE-A-1991-6824 ).
Finalmente, téngase en cuenta el artículo 2 del Acuerdo de 15 de junio de 1982, del Pleno del Tribunal
Constitucional. Se modifica por el art. único.14 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-
A-2007-10483 . Téngase en cuenta la disposición transitoria 2 en cuanto a la aplicación del apartado 2.

Artículo cuarenta y seis.
Uno. Están legitimados para interponer el recurso de amparo constitucional:

a) En los casos de los artículos cuarenta y dos y cuarenta y cinco, la persona directamente afectada, el
Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.
b) En los casos de los artículos cuarenta y tres y cuarenta y cuatro, quienes hayan sido parte en el proceso
judicial correspondiente, el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

Dos. Si el recurso se promueve por el Defensor del Pueblo o el Ministerio Fiscal, la Sala competente para
conocer del amparo constitucional lo comunicara a los posibles agraviados que fueran conocidos y ordenará
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anunciar la interposición del recurso en el «Boletín Oficial del Estado» a efectos de comparecencia de otros
posibles interesados. Dicha publicación tendrá carácter preferente. Véanse los artículos 124.1 y 162.1.b), de la
Constitución, 29 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, y 3 de la Ley 50/1981, de 30
de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal modificado por Ley 24/2007, de 9
de octubre ( Ref. BOE-A-2007-17769 ).

Artículo cuarenta y siete.
Uno. Podrán comparecer en el proceso de amparo constitucional, con el carácter de demandado o con el de
coadyuvante, las personas favorecidas por la decisión, acto o hecho en razón del cual se formule el recurso o
que ostenten un interés legítimo en el mismo.
Dos. El Ministerio Fiscal intervendrá en todos los procesos de amparo, en defensa de la legalidad, de los
derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la Ley. Véase el artículo 124.1 de la Constitución.

CAPÍTULO II De la tramitación de los recursos de amparo constitucional

Artículo cuarenta y ocho.
El conocimiento de los recursos de amparo constitucional corresponde a las Salas del Tribunal Constitucional
y, en su caso, a las Secciones. Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-
A-2007-10483 ), de modificación de la presente Ley Orgánica.
Se modifica por el art. único.15 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo cuarenta y nueve.
Uno. El recurso de amparo constitucional se iniciará mediante demanda en la que se expondrán con claridad y
concisión los hechos que la fundamenten, se citarán los preceptos constitucionales que se estimen infringidos
y se fijará con precisión el amparo que se solicita para preservar o restablecer el derecho o libertad que se
considere vulnerado. En todo caso, la demanda justificará la especial trascendencia constitucional del recurso.
Dos. Con la demanda se acompañarán:

a) El documento que acredite la representación del solicitante del amparo.
b) En su caso, la copia, traslado o certificación de la resolución recaída en el procedimiento judicial o
administrativo.

Tres. A la demanda se acompañarán también tantas copias literales de la misma y de los documentos
presentados como partes en el previo proceso, si lo hubiere, y una más para el Ministerio Fiscal.
Cuatro. De incumplirse cualquiera de los requisitos establecidos en los apartados que anteceden, las
Secretarías de Justicia lo pondrán de manifiesto al interesado en el plazo de 10 días, con el apercibimiento de
que, de no subsanarse el defecto, se acordará la inadmisión del recurso. Los apartados 1 y 4 de este artículo
figuran redactados de acuerdo con la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo.
Se modifica el apartado 1 y se añade el apartado 4 por el art. único.16 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo cincuenta.
1. El recurso de amparo debe ser objeto de una decisión de admisión a trámite. La Sección, por unanimidad de
sus miembros, acordará mediante providencia la admisión, en todo o en parte, del recurso solamente cuando
concurran todos los siguientes requisitos:

a) Que la demanda cumpla con lo dispuesto en los artículos 41 a 46 y 49.
b) Que el contenido del recurso justifique una decisión sobre el fondo por parte del Tribunal Constitucional
en razón de su especial trascendencia constitucional, que se apreciará atendiendo a su importancia para la
interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia, y para la determinación del
contenido y alcance de los derechos fundamentales.

2. Cuando la admisión a trámite, aun habiendo obtenido la mayoría, no alcance la unanimidad, la Sección
trasladará la decisión a la Sala respectiva para su resolución.
3. Las providencias de inadmisión, adoptadas por las Secciones o las Salas, especificarán el requisito
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incumplido y se notificarán al demandante y al Ministerio Fiscal. Dichas providencias solamente podrán ser
recurridas en súplica por el Ministerio Fiscal en el plazo de tres días. Este recurso se resolverá mediante auto,
que no será susceptible de impugnación alguna.
4. Cuando en la demanda de amparo concurran uno o varios defectos de naturaleza subsanable, se procederá
en la forma prevista en el artículo 49.4; de no producirse la subsanación dentro del plazo fijado en dicho
precepto, la Sección acordará la inadmisión mediante providencia, contra la cual no cabrá recurso alguno
Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ). Véase su
disposición transitoria tercera, que dice: «La admisión e inadmisión de los recursos de amparo cuya demanda
se haya interpuesto antes de la vigencia de esta Ley Orgánica se regirá por la normativa anterior. No obstante,
la providencia de inadmisión se limitará a expresar el supuesto en el que se encuentra el recurso.»
Se modifica por el art. único.17 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Se modifica por el art. 1 de la Ley Orgánica 6/1988, de 9 de junio. Ref. BOE-A-1988-14328 .

Artículo cincuenta y uno.
Uno. Admitida la demanda de amparo, la Sala requerirá con carácter urgente al órgano o a la autoridad de que
dimane la decisión, el acto o el hecho, o al Juez o Tribunal que conoció del procedimiento precedente para
que, en plazo que no podrá exceder de diez días, remita las actuaciones o testimonio de ellas.
Dos. El órgano, autoridad, Juez o Tribunal acusará inmediato recibo del requerimiento, cumplimentará el
envío dentro del plazo señalado y emplazará a quienes fueron parte en el procedimiento antecedente para que
puedan comparecer en el proceso constitucional en el plazo de diez días.

Artículo cincuenta y dos.
Uno. Recibidas las actuaciones y transcurrido el tiempo de emplazamiento, la Sala dará vista de las mismas a
quien promovió el amparo, a los personados en el proceso, al Abogado del Estado, si estuviera interesada la
Administración Pública, y al Ministerio Fiscal. La vista será por plazo común que no podrá exceder de veinte
días, y durante él podrán presentarse las alegaciones procedentes.
Dos. Presentadas las alegaciones o transcurrido el plazo otorgado para efectuarlas, la Sala podrá deferir la
resolución del recurso, cuando para su resolución sea aplicable doctrina consolidada del Tribunal
Constitucional, a una de sus Secciones o señalar día para la vista, en su caso, o deliberación y votación.
Tres. La Sala, o en su caso la Sección, pronunciará la sentencia que proceda en el plazo de 10 días a partir del
día señalado para la vista o deliberación. Números 2 y 3 redactados de acuerdo con la Ley Orgánica 6/2007, de
24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ), de modificación de la presente Ley Orgánica. Téngase presente la
disposición transitoria primera de la mencionada Ley Orgánica, reproducida en nota al artículo 8 de este
parágrafo. Se modifican los apartados 2 y 3 por el art. único.18 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref.
BOE-A-2007-10483 . Téngase en cuenta la disposición transitoria 1 en cuanto a la aplicación del apartado 2.

CAPÍTULO III De la resolución de los recursos de amparo constitucional y sus efectos

Artículo cincuenta y tres.
La Sala o, en su caso, la Sección, al conocer del fondo del asunto, pronunciará en su sentencia alguno de estos
fallos:
a) Otorgamiento de amparo.
b) Denegación de amparo. Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-
A-2007-10483 ).
Se modifica por el art. único.19 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo cincuenta y cuatro.
Cuando la Sala o, en su caso, la Sección conozca del recurso de amparo respecto de decisiones de jueces y
tribunales, limitará su función a concretar si se han violado derechos o libertades del demandante y a
preservar o restablecer estos derechos o libertades, y se abstendrá de cualquier otra consideración sobre la
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actuación de los órganos jurisdiccionales. Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de
mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ), de modificación de la presente Ley Orgánica. Véase el artículo 164 de la
Constitución.
Se modifica por el art. único.20 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo cincuenta y cinco.
Uno. La sentencia que otorgue el amparo contendrá alguno o algunos de los pronunciamientos siguientes:

a) Declaración de nulidad de la decisión, acto o resolución que hayan impedido el pleno ejercicio de los
derechos o libertades protegidos, con determinación, en su caso, de la extensión de sus efectos.
b) Reconocimiento del derecho o libertad pública, de conformidad con su contenido constitucionalmente
declarado.
c) Restablecimiento del recurrente en la integridad de su derecho o libertad con la adopción de las medidas
apropiadas, en su caso, para su conservación.

Dos. En el supuesto de que el recurso de amparo debiera ser estimado porque, a juicio de la Sala o, en su caso,
la Sección, la ley aplicada lesione derechos fundamentales o libertades públicas, se elevará la cuestión al Pleno
con suspensión del plazo para dictar sentencia, de conformidad con lo prevenido en los artículos 35 y
siguientes. Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ), de
modificación de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional. Téngase en cuenta que,
de conformidad con su disposición transitoria cuarta, las previsiones contenidas en este apartado, se aplicarán
con independencia de la fecha de iniciación del proceso de amparo. Se modifica el apartado 2 por el art.
único.21 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 . Téngase en cuenta la disposición
transitoria 4 en cuanto a la aplicación del apartado 2.

Artículo cincuenta y seis.
1. La interposición del recurso de amparo no suspenderá los efectos del acto o sentencia impugnados.
2. Ello no obstante, cuando la ejecución del acto o sentencia impugnados produzca un perjuicio al recurrente
que pudiera hacer perder al amparo su finalidad, la Sala, o la Sección en el supuesto del artículo 52.2, de oficio
o a instancia del recurrente, podrá disponer la suspensión, total o parcial, de sus efectos, siempre y cuando la
suspensión no ocasione perturbación grave a un interés constitucionalmente protegido, ni a los derechos
fundamentales o libertades de otra persona.
3. Asimismo, la Sala o la Sección podrá adoptar cualesquiera medidas cautelares y resoluciones provisionales
previstas en el ordenamiento, que, por su naturaleza, puedan aplicarse en el proceso de amparo y tiendan a
evitar que el recurso pierda su finalidad.
4. La suspensión u otra medida cautelar podrá pedirse en cualquier tiempo, antes de haberse pronunciado la
sentencia o decidirse el amparo de otro modo. El incidente de suspensión se sustanciará con audiencia de las
partes y del Ministerio Fiscal, por un plazo común que no excederá de tres días y con el informe de las
autoridades responsables de la ejecución, si la Sala o la Sección lo creyera necesario. La Sala o la Sección podrá
condicionar la denegación de la suspensión en el caso de que pudiera seguirse perturbación grave de los
derechos de un tercero, a la constitución de caución suficiente para responder de los daños o perjuicios que
pudieran originarse.
5. La Sala o la Sección podrá condicionar la suspensión de la ejecución y la adopción de las medidas cautelares
a la satisfacción por el interesado de la oportuna fianza suficiente para responder de los daños y perjuicios que
pudieren originarse. Su fijación y determinación podrá delegarse en el órgano jurisdiccional de instancia.
6. En supuestos de urgencia excepcional, la adopción de la suspensión y de las medidas cautelares y
provisionales podrá efectuarse en la resolución de la admisión a trámite. Dicha adopción podrá ser impugnada
en el plazo de cinco días desde su notificación, por el Ministerio Fiscal y demás partes personadas. La Sala o la
Sección resolverá el incidente mediante auto no susceptible de recurso alguno. Artículo redactado conforme a
la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ). Véase el artículo 124.1 de la Constitución.
Se modifica por el art. único.22 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .
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Artículo cincuenta y siete.
La suspensión o su denegación puede ser modificada durante el curso del juicio de amparo constitucional, de
oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser conocidas al
tiempo de sustanciarse el incidente de suspensión.

Artículo cincuenta y ocho.
Uno. Serán competentes para resolver sobre las peticiones de indemnización de los daños causados como
consecuencia de la concesión o denegación de la suspensión los Jueces o Tribunales, a cuya disposición se
pondrán las fianzas constituidas.
Dos. Las peticiones de indemnización, que se sustanciarán por el trámite de los incidentes, deberán
presentarse dentro del plazo de un año a partir de la publicación de la sentencia del Tribunal Constitucional.
Véase el artículo 56.2 del Real Decreto 997/2003 ( Ref. BOE-A-2003-15800 ).

TÍTULO IV De los conflictos constitucionales Véase el artículo 161.1.c) y d), de la Constitució

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo cincuenta y nueve.
1. El Tribunal Constitucional entenderá de los conflictos que se susciten sobre las competencias o atribuciones
asignadas directamente por la Constitución, los Estatutos de Autonomía o las leyes orgánicas u ordinarias
dictadas para delimitar los ámbitos propios del Estado y las Comunidades Autónomas y que opongan:

a) Al Estado con una o más Comunidades Autónomas.
b) A dos o más Comunidades Autónomas entre sí.
c) Al Gobierno con el Congreso de los Diputados, el Senado o el Consejo General del Poder Judicial; o a
cualquiera de estos órganos constitucionales entre sí.

2. El Tribunal Constitucional entenderá también de los conflictos en defensa de la autonomía local que
planteen los municipios y provincias frente al Estado o a una Comunidad Autónoma.
Se modifica por el art. único.4 de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8927 .

CAPÍTULO II De los conflictos entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de éstas entre sí

Artículo sesenta.
Los conflictos de competencia que opongan al Estado con una Comunidad Autónoma o a éstas entre sí, podrán
ser suscitados por el Gobierno o por los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas, en la
forma que determinan los artículos siguientes. Los conflictos negativos podrán ser instados también por las
personas físicas o jurídicas interesadas. Artículo redactado conforme a la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril
( Ref. BOE-A-1999-8927 ).

Artículo sesenta y uno.
Uno. Pueden dar lugar al planteamiento de los conflictos de competencia las disposiciones, resoluciones y
actos emanados de los órganos del Estado o de los órganos de las Comunidades Autónomas o la omisión de
tales disposiciones, resoluciones o actos.
Dos. Cuando se plantease un conflicto de los mencionados en el artículo anterior con motivo de una
disposición, resolución o acto cuya impugnación estuviese pendiente ante cualquier Tribunal, este suspenderá
el curso del proceso hasta la decisión del conflicto constitucional.
Tres. La decisión del Tribunal Constitucional vinculará a todos los poderes públicos y tendrá plenos efectos
frente a todos.

Sección primera. Conflictos positivos

Artículo sesenta y dos.
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Cuando el Gobierno considere que una disposición o resolución de una Comunidad Autónoma no respeta el
orden de competencia establecido en la Constitución, en los Estatutos de Autonomía o en las Leyes orgánicas
correspondientes, podrá formalizar directamente ante el Tribunal Constitucional, en el plazo de dos meses, el
conflicto de competencia, o hacer uso del previo requerimiento regulado en el artículo siguiente, todo ello sin
perjuicio de que el Gobierno pueda invocar el artículo ciento sesenta y uno, dos, de la Constitución, con los
efectos correspondientes.

Artículo sesenta y tres.
Uno. Cuando el órgano ejecutivo superior de una Comunidad Autónoma considerase que una disposición,
resolución o acto emanado de la autoridad de otra Comunidad o del Estado no respeta el orden de
competencias establecido en la Constitución, en los Estatutos de Autonomía o en las Leyes correspondientes y
siempre que afecte a su propio ámbito, requerirá a aquélla o a éste para que sea derogada la disposición o
anulados la resolución o el acto en cuestión.
Dos. El requerimiento de incompetencia podrá formularse dentro de los dos meses siguientes al día de la
publicación o comunicación de la disposición, resolución o acto que se entiendan viciados de incompetencia o
con motivo de un acto concreto de aplicación y se dirigirá directamente al Gobierno o al órgano ejecutivo
superior de la otra Comunidad Autónoma, dando cuenta igualmente al Gobierno en este caso.
Tres. En el requerimiento se especificarán con claridad los preceptos de la disposición o los puntos concretos
de la resolución o acto viciados de incompetencia, así como las disposiciones legales o constitucionales de las
que el vicio resulte.
Cuatro. El órgano requerido, si estima fundado el requerimiento, deberá atenderlo en el plazo máximo de un
mes a partir de su recepción, comunicándolo así al requirente y al Gobierno, si éste no actuara en tal
condición. Si no lo estimara fundado, deberá igualmente rechazarlo dentro del mismo plazo, a cuyo término se
entenderán en todo caso rechazados los requerimientos no atendidos.
Cinco. Dentro del mes siguiente a la notificación del rechazo o al término del plazo a que se refiere el apartado
anterior, el órgano requirente, si no ha obtenido satisfacción, podrá plantear el conflicto ante el Tribunal
Constitucional, certificando el cumplimiento infructuoso del trámite de requerimiento y alegando los
fundamentos jurídicos en que éste se apoya.

Artículo sesenta y cuatro.
Uno. En el término de diez días, el Tribunal comunicará al Gobierno u órgano autonómico correspondiente la
iniciación del conflicto, señalándose plazo, que en ningún caso será mayor de veinte días, para que aporte
cuantos documentos y alegaciones considere convenientes. Véase el artículo 57.3 del Reglamento del Servicio
Jurídico del Estado.
Dos. Si el conflicto hubiere sido entablado por el Gobierno una vez adoptada decisión por la Comunidad
Autónoma y con invocación del artículo ciento sesenta y uno, dos, de la Constitución, su formalización
comunicada por el Tribunal suspenderá inmediatamente la vigencia de la disposición, resolución o acto que
hubiesen dado origen al conflicto.
Tres. En los restantes supuestos, el órgano que formalice el conflicto podrá solicitar del Tribunal la suspensión
de la disposición, resolución o acto objeto del conflicto, invocando perjuicios de imposible o difícil reparación,
el Tribunal acordará o denegará libremente la suspensión solicitada.
Cuatro. El planteamiento del conflicto iniciado por el Gobierno y, en su caso, el auto del Tribunal por el que se
acuerde la suspensión de la disposición, resolución o acto objeto del conflicto serán notificados a los
interesados y publicados en el correspondiente «Diario Oficial» por el propio Tribunal.

Artículo sesenta y cinco.
Uno. El Tribunal podrá solicitar de las partes cuantas informaciones, aclaraciones o precisiones juzgue
necesarias para su decisión y resolverá dentro de los quince días siguientes al término del plazo de alegaciones
o del que, en su caso, se fijare para las informaciones, aclaraciones o precisiones complementarias antes
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aludidas.
Dos. En el caso previsto en el número dos del artículo anterior, si la sentencia no se produjera dentro de los
cinco meses desde la iniciación del conflicto, el Tribunal deberá resolver dentro de este plazo, por auto
motivado, acerca del mantenimiento o levantamiento de la suspensión del acto, resolución o disposición
impugnados de incompetencia por el Gobierno.

Artículo sesenta y seis.
La sentencia declarará la titularidad de la competencia controvertida y acordará, en su caso, la anulación de la
disposición, resolución o actos que originaron el conflicto en cuanto estuvieren viciados de incompetencia,
pudiendo disponer lo que fuera procedente respecto de las situaciones de hecho o de derecho creadas al
amparo de la misma.

Artículo sesenta y siete.
Si la competencia controvertida hubiera sido atribuida por una Ley o norma con rango de Ley, el conflicto de
competencias se tramitará desde su inicio o, en su caso, desde que en defensa de la competencia ejercida se
invocare la existencia de la norma legal habilitante, en la forma prevista para el recurso de
inconstitucionalidad.

Sección segunda. Conflictos negativos

Artículo sesenta y ocho.
Uno. En el caso de que un órgano de la Administración del Estado declinare su competencia para resolver
cualquier pretensión deducida ante el mismo por persona física o jurídica, por entender que la competencia
corresponde a una Comunidad Autónoma, el interesado, tras haber agotado la vía administrativa mediante
recurso ante el Ministerio correspondiente, podrá reproducir su pretensión ante el órgano ejecutivo colegiado
de la Comunidad Autónoma que la resolución declare competente. De análogo modo se procederá si la
solicitud se promueve ante una Comunidad Autónoma y ésta se inhibe por entender competente al Estado o a
otra Comunidad Autónoma.
Dos. La Administración solicitada en segundo lugar deberá admitir o declinar su competencia en el plazo de
un mes. Si la admitiere, procederá a tramitar la solicitud presentada. Si se inhibiere, deberá notificarlo al
requirente, con indicación precisa de los preceptos en que se funda su resolución.
Tres. Si la Administración a que se refiere el apartado anterior declinare su competencia o no pronunciare
decisión afirmativa en el plazo establecido, el interesado podrá acudir al Tribunal Constitucional. A tal efecto,
deducirá la oportuna demanda dentro del mes siguiente a la notificación de la declinatoria, o si trascurriese el
plazo establecido en el apartado dos del presente artículo sin resolución expresa, en solicitud de que se tramite
y resuelva el conflicto de competencia negativo.

Artículo sesenta y nueve.
Uno. La solicitud de planteamiento de conflicto se formulará mediante escrito, al que habrán de acompañarse
los documentos que acrediten haber agotado el trámite a que se refiere el artículo anterior y las resoluciones
recaídas durante el mismo.
Dos. Si el Tribunal entendiere que la negativa de las Administraciones implicadas se basa precisamente en una
diferencia de interpretación de preceptos constitucionales o de los Estatutos de Autonomía o de Leyes
orgánicas u ordinarias que delimiten los ámbitos de competencia del Estado y de las Comunidades Autónomas
declarará, mediante auto que habrá de ser dictado dentro de los diez días siguientes al de la presentación del
escrito, planteado el conflicto. Dará inmediato traslado del auto al solicitante y a las Administraciones
implicadas, así como a cualesquiera otras que el Tribunal considere competentes, a las que remitirá además
copia de la solicitud de su planteamiento y de los documentos acompañados a la misma y fijará a todos el plazo
común de un mes para que aleguen cuanto estimen conducente a la solución del conflicto planteado. Véase el
artículo 57.3 del Real Decreto 997/2003, de 25 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Servicio
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Jurídico del Estado.

Artículo setenta.
Uno. Dentro del mes siguiente a la conclusión del plazo señalado en el artículo anterior o, en su caso, del que
sucesivamente el Tribunal hubiere concedido para responder a las peticiones de aclaración, ampliación o
precisión que les hubiere dirigido, se dictará sentencia que declarará cuál es la Administración competente.
Dos. Los plazos administrativos agotados se entenderán nuevamente abiertos por su duración ordinaria a
partir de la publicación de la sentencia. Artículo 164 de la Constitución Española.

Artículo setenta y uno.
Uno. El Gobierno podrá igualmente plantear conflicto de competencias negativo cuando habiendo requerido
al órgano ejecutivo superior de una Comunidad Autónoma para que ejercite las atribuciones propias de la
competencia que a la Comunidad confieran sus propios estatutos o una Ley orgánica de delegación o
transferencia, sea desatendido su requerimiento por declararse incompetente el órgano requerido. Véanse los
artículos 147.2.d), y 150.2 de la Constitución.
Dos. La declaración de incompetencia se entenderá implícita por la simple inactividad del órgano ejecutivo
requerido dentro del plazo que el Gobierno le hubiere fijado para el ejercicio de sus atribuciones, que en
ningún caso será inferior a un mes.

Artículo setenta y dos.
Uno. Dentro del mes siguiente al día en que de manera expresa o tácita haya de considerarse rechazado el
requerimiento a que se refiere el artículo anterior, el Gobierno podrá plantear ante el Tribunal Constitucional
el conflicto negativo mediante escrito en el que habrán de indicarse los preceptos constitucionales,
estatutarios o legales que a su juicio obligan a la Comunidad Autónoma a ejercer sus atribuciones. Véase el
artículo 57.3 del Reglamento del Servicio Jurídico del Estado aprobado por Real Decreto 997/2003, de 25 de
julio.
Dos. El Tribunal dará traslado del escrito al órgano ejecutivo superior de la Comunidad Autónoma, al que fijará
un plazo de un mes para presentar las alegaciones que entienda oportunas.
Tres. Dentro del mes siguiente a la conclusión de tal plazo o, en su caso, del que sucesivamente hubiere fijado
al Estado o a la Comunidad Autónoma para responder a las peticiones de aclaración, ampliación o precisiones
que les hubiere dirigido, el Tribunal dictará sentencia, que contendrá alguno de los siguientes
pronunciamientos:

a) La declaración de que el requerimiento es procedente, que conllevará el establecimiento de un plazo
dentro del cual la Comunidad Autónoma deberá ejercitar la atribución requerida.
b) La declaración de que el requerimiento es improcedente.

CAPÍTULO III De los conflictos entre órganos constitucionales del Estado

Artículo setenta y tres.
Uno. En el caso en que alguno de los órganos constitucionales a los que se refiere el artículo 59.3 (*) de esta
Ley, por acuerdo de sus respectivos Plenos, estime que otro de dichos órganos adopta decisiones asumiendo
atribuciones que la Constitución o las Leyes orgánicas confieren al primero, éste se lo hará saber así dentro del
mes siguiente a la fecha en que llegue a su conocimiento la decisión de la que se infiera la indebida asunción
de atribuciones y solicitará de él que la revoque. (*) En la actualidad, artículo 59.1.c), conforme a la redacción
dada por la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril ( Ref. BOE-A-1999-8927 ). En la actualidad, artículo 59.1.c),
conforme a la redacción dada por la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril ( Ref. BOE-A-1999-8927 ).
Dos. Si el órgano al que se dirige la notificación afirmara que actúa en el ejercicio constitucional y legal de sus
atribuciones o, dentro del plazo de un mes a partir de la recepción de aquella no rectificase en el sentido que le
hubiera sido solicitado, el órgano que estime indebidamente asumidas sus atribuciones planteará el conflicto
ante el Tribunal Constitucional dentro del mes siguiente. A tal efecto, presentará un escrito en el que se
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especificarán los preceptos que considera vulnerados y formulará las alegaciones que estime oportunas. A este
escrito acompañará una certificación de los antecedentes que repute necesarios y de la comunicación cursada
en cumplimiento de lo prevenido en el apartado anterior de este artículo. Apartado redactado conforme a la
Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ).
Se modifica el apartado 2 por el art. único.23 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo setenta y cuatro.
Recibido el escrito, el Tribunal, dentro de los diez días siguientes, dará traslado del mismo al órgano requerido
y le fijará el plazo de un mes para formular las alegaciones que estime procedentes. Idénticos traslados y
emplazamientos se harán a todos los demás órganos legitimados para plantear este género de conflictos, los
cuales podrán comparecer en el procedimiento, en apoyo del demandante o del demandado, si entendieren
que la solución del conflicto planteado afecta de algún modo a sus propias atribuciones. Apartado redactado
conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ).

CAPÍTULO IV De los conflictos en defensa de la autonomía local Capítulo añadido por la Ley Orgá

Artículo setenta y cinco.
Uno. El Tribunal podrá solicitar de las partes cuantas informaciones, aclaraciones o precisiones juzgue
necesarias para su decisión y resolverá dentro del mes siguiente a la expiración del plazo de alegaciones a que
se refiere el artículo anterior o del que, en su caso, se fijare para las informaciones, aclaraciones o precisiones
complementarias, que no será superior a otros treinta días.
Dos. La sentencia del Tribunal determinará a qué órgano corresponden las atribuciones constitucionales
controvertidas y declarará nulos los actos ejecutados por invasión de atribuciones y resolverá, en su caso, lo
que procediere sobre las situaciones jurídicas producidas al amparo de los mismos. Artículo 164 de la
Constitución Española.

Artículo setenta y cinco bis.
1. Podrán dar lugar al planteamiento de los conflictos en defensa de la autonomía local las normas del Estado
con rango de ley o las disposiciones con rango de ley de las Comunidades Autónomas que lesionen la
autonomía local constitucionalmente garantizada.
2. La decisión del Tribunal Constitucional vinculará a todos los poderes públicos y tendrá plenos efectos frente
a todos.
Se añade por el art. único.5 de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8927 .

Artículo setenta y cinco ter.
1. Están legitimados para plantear estos conflictos:

a) El municipio o provincia que sea destinatario único de la ley.
b) Un número de municipios que supongan al menos un séptimo de los existentes en el ámbito territorial
de aplicación de la disposición con rango de ley, y representen como mínimo un sexto de la población
oficial del ámbito territorial correspondiente.
c) Un número de provincias que supongan al menos la mitad de las existentes en el ámbito territorial de
aplicación de la disposición con rango de ley, y representen como mínimo la mitad de la población oficial.

2. Para iniciar la tramitación de los conflictos en defensa de la autonomía local será necesario el acuerdo del
órgano plenario de las Corporaciones locales con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de
miembros de las mismas.
3. Una vez cumplido el requisito establecido en el apartado anterior, y de manera previa a la formalización del
conflicto, deberá solicitarse dictamen, con carácter preceptivo pero no vinculante, del Consejo de Estado u
órgano consultivo de la correspondiente Comunidad Autónoma, según que el ámbito territorial al que
pertenezcan las Corporaciones locales corresponda a varias o a una Comunidad Autónoma. En las
Comunidades Autónomas que no dispongan de órgano consultivo, el dictamen corresponderá al Consejo de
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Estado.
4. Las asociaciones de entidades locales podrán asistir a los entes locales legitimados a fin de facilitarles el
cumplimiento de los requisitos establecidos en el procedimiento de tramitación del presente conflicto.
Se añade por el art. único.5 de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8927 .

Artículo setenta y cinco quater.
1. La solicitud de los dictámenes a que se refiere el artículo anterior deberá formalizarse dentro de los tres
meses siguientes al día de la publicación de la ley que se entienda lesiona la autonomía local.
2. Dentro del mes siguiente a la recepción del dictamen del Consejo de Estado o del órgano consultivo de la
correspondiente Comunidad Autónoma, los municipios o provincias legitimados podrán plantear el conflicto
ante el Tribunal Constitucional, acreditando el cumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo anterior
y alegándose los fundamentos jurídicos en que se apoya.
Se añade por el art. único.5 de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8927 .

Artículo setenta y cinco quinquies.
1. Planteado el conflicto, el Tribunal podrá acordar, mediante auto motivado, la inadmisión del mismo por
falta de legitimación u otros requisitos exigibles y no subsanables o cuando estuviere notoriamente infundada
la controversia suscitada.
2. Admitido a trámite el conflicto, en el término de diez días, el Tribunal dará traslado del mismo a los órganos
legislativo y ejecutivo de la Comunidad Autónoma de quien hubiese emanado la ley, y en todo caso a los
órganos legislativo y ejecutivo del Estado. La personación y la formulación de alegaciones deberán realizarse
en el plazo de veinte días. Véase el artículo 57.5 del Reglamento del Servicio Jurídico del Estado aprobado por
Real Decreto 997/2003, de 25 de julio.
3. El planteamiento del conflicto será notificado a los interesados y publicado en el correspondiente Diario
Oficial por el propio Tribunal.
4. El Tribunal podrá solicitar de las partes cuantas informaciones, aclaraciones o precisiones juzgue
necesarias para su decisión y resolverá dentro de los quince días siguientes al término del plazo de alegaciones
o del que, en su caso, se fijare para las informaciones, aclaraciones o precisiones complementarias antes
aludidas.
5. La sentencia declarará si existe o no vulneración de la autonomía local constitucionalmente garantizada,
determinando, según proceda, la titularidad o atribución de la competencia controvertida, y resolverá, en su
caso, lo que procediere sobre las situaciones de hecho o de derecho creadas en lesión de la autonomía local.
Artículo 164 de la Constitución Española.
6. La declaración, en su caso, de inconstitucionalidad de la ley que haya dado lugar al conflicto requerirá nueva
sentencia si el Pleno decide plantearse la cuestión tras la resolución del conflicto declarando que ha habido
vulneración de la autonomía local. La cuestión se sustanciará por el procedimiento establecido en los artículos
37 y concordantes y tendrá los efectos ordinarios previstos en los artículos 38 y siguientes.
Se añade por el art. único.5 de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8927 .

TÍTULO V De la impugnación de disposiciones sin fuerza de Ley y resoluciones de las 
Comunidades

Artículo setenta y seis.
Dentro de los dos meses siguientes a la fecha de su publicación o, en defecto de la misma, desde que llegare a
su conocimiento, el Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones normativas sin
fuerza de Ley y resoluciones emanadas de cualquier órgano de las Comunidades Autónomas.

Artículo setenta y siete.
La impugnación regulada en este título, sea cual fuere el motivo en que se base, se formulará y sustanciará por
el procedimiento previsto en los artículos sesenta y dos a sesenta y siete de esta Ley. La formulación de la
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impugnación comunicada por el Tribunal producirá la suspensión de la disposición o resolución recurrida
hasta que el Tribunal resuelva ratificarla o levantarla en plazo no superior a cinco meses, salvo que, con
anterioridad, hubiera dictado sentencia. Artículo 161.2 de la Constitución.

TÍTULO VI Del control previo de inconstitucionalidad

CAPÍTULO PRIMERO Declaración sobre la constitucionalidad de los tratados internacionales

Artículo setenta y ocho.
Uno. El Gobierno o cualquiera de ambas Cámaras podrán requerir al Tribunal Constitucional para que se
pronuncie sobre la existencia o inexistencia de contradicción entre la Constitución y las estipulaciones de un
tratado internacional cuyo texto estuviera ya definitivamente fijado, pero al que no se hubiere prestado aún el
consentimiento del Estado.
Dos. Recibido el requerimiento, el Tribunal Constitucional emplazará al solicitante y a los restantes órganos
legitimados, según lo previsto en el apartado anterior, a fin de que, en el término de un mes, expresen su
opinión fundada sobre la cuestión. Dentro del mes siguiente al transcurso de este plazo y salvo lo dispuesto en
el apartado siguiente, el Tribunal Constitucional emitirá su declaración, que, de acuerdo con lo establecido en
el artículo noventa y cinco de la Constitución, tendrá carácter vinculante. Véase el artículo 58 del Real Decreto
997/2003, de 25 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Servicio Jurídico del Estado.
Tres. En cualquier momento podrá el Tribunal Constitucional solicitar de los órganos mencionados en el
apartado anterior o de otras personas físicas o jurídicas u otros órganos del Estado o de las Comunidades
Autónomas, cuantas aclaraciones, ampliaciones o precisiones estimen necesarias, alargando el plazo de un
mes antes citado en el mismo tiempo que hubiese concedido para responder a sus consultas, que no podrá
exceder de treinta días.

TÍTULO VI BIS Del recurso previo de inconstitucionalidad contra Proyectos de Estatutos de Auton

Artículo setenta y nueve.
Uno. Son susceptibles de recurso de inconstitucionalidad, con carácter previo, los Proyectos de Estatutos de
Autonomía y las propuestas de reforma de los mismos.
Dos. El recurso tendrá por objeto la impugnación del texto definitivo del Proyecto de Estatuto o de la Propuesta
de Reforma de un Estatuto, una vez aprobado por las Cortes Generales.
Tres. Están legitimados para interponer el recurso previo de inconstitucionalidad quienes, de acuerdo con la
Constitución y con esta Ley Orgánica, están legitimados para interponer recursos de inconstitucionalidad
contra Estatutos de Autonomía.
Cuatro. El plazo para la interposición del recurso será de tres días desde la publicación del texto aprobado en
el «Boletín Oficial de las Cortes Generales». La interposición del recurso suspenderá automáticamente todos
los trámites subsiguientes.
Cinco. Cuando la aprobación del Proyecto de Estatuto o de la Propuesta de reforma haya de ser sometida a
referéndum en el territorio de la respectiva Comunidad Autónoma, el mismo no podrá convocarse hasta que
haya resuelto el Tribunal Constitucional y, en su caso, se hayan suprimido o modificado por las Cortes
Generales los preceptos declarados inconstitucionales.
Seis. El recurso previo de inconstitucionalidad se sustanciará en la forma prevista en el capítulo II del título II
de esta Ley y deberá ser resuelto por el Tribunal Constitucional en el plazo improrrogable de seis meses desde
su interposición. El Tribunal dispondrá lo necesario para dar cumplimiento efectivo a esta previsión,
reduciendo los plazos ordinarios y dando en todo caso preferencia a la resolución de estos recursos sobre el
resto de asuntos en tramitación.
Siete. Cuando el pronunciamiento del Tribunal declare la inexistencia de la inconstitucionalidad alegada,
seguirán su curso los trámites conducentes a su entrada en vigor, incluido, en su caso, el correspondiente
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procedimiento de convocatoria y celebración de referéndum.
Ocho. Si, por el contrario, declara la inconstitucionalidad del texto impugnado, deberá concretar los preceptos
a los que alcanza, aquellos que por conexión o consecuencia quedan afectados por tal declaración y el
precepto o preceptos constitucionales infringidos. En este supuesto, la tramitación no podrá proseguir sin que
tales preceptos hayan sido suprimidos o modificados por las Cortes Generales.
Nueve. El pronunciamiento en el recurso previo no prejuzga la decisión del Tribunal en los recursos o
cuestiones de inconstitucionalidad que pudieren interponerse tras la entrada en vigor con fuerza de ley del
texto impugnado en la vía previa.
Se añade por el art. único.3 de la Ley Orgánica 12/2015, de 22 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-10196 .

Se deroga por el art. único.2 de la Ley Orgánica 4/1985, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1985-10478 .

TÍTULO VII De las disposiciones comunes sobre procedimiento

Artículo ochenta.
Se aplicarán, con carácter supletorio de la presente Ley, los preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial y
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en materia de comparecencia en juicio, recusación y abstención, publicidad
y forma de los actos, comunicaciones y actos de auxilio jurisdiccional, día y horas hábiles, cómputo de plazos,
deliberación y votación, caducidad, renuncia y desistimiento, lengua oficial y policía de estrados. En materia
de ejecución de resoluciones se aplicará, con carácter supletorio de la presente Ley, los preceptos de la Ley de
la Jurisdicción Contencioso-administrativa.
Se modifica por el art. único.1 de la Ley Orgánica 15/2015, de 16 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11160 .

Artículo ochenta y uno.
Uno. Las personas físicas o jurídicas cuyo interés les legitime para comparecer en los procesos
constitucionales, como actores o coadyuvantes, deberán conferir su representación a un Procurador y actuar
bajo la dirección de Letrado. Podrán comparecer por sí mismas, para defender derechos o intereses propios,
las personas que tengan título de Licenciado en Derecho, aunque no ejerzan la profesión de Procurador o de
Abogado. Por Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre ( Ref. BOE-A-2002-24906 ), se aprueba el Estatuto
General de los Procuradores de España, modificado por el Real Decreto 1373/2003, de 7 de noviembre ( Ref.
BOE-A-2003-21104 ). Téngase presente que diversas sentencias del Tribunal Supremo declaran la nulidad de
determinados de sus preceptos. Por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio ( Ref. BOE-A-2001-13270 ) se aprueba
el Estatuto General de la Abogacía Española. Las sentencias del Tribunal Supremo de 3 de marzo y 3 de julio de
2003 declaran la nulidad de los artículos 24.1 y 63.1.f), respectivamente.
Dos. Para ejercer ante el Tribunal Constitucional en calidad de Abogado, se requerirá estar incorporado a
cualquiera de los Colegios de Abogados de España en calidad de ejerciente. Artículo 11 del Estatuto General de
la Abogacía Española, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de junio.
Tres. Estarán inhabilitados para actuar como Abogado ante el Tribunal Constitucional quienes hubieren sido
Magistrados o Letrados del mismo.

Artículo ochenta y dos.
Uno. Los órganos o el conjunto de Diputados o Senadores investidos por la Constitución y por esta Ley de
legitimación para promover procesos constitucionales actuarán en los mismos representados por el miembro
o miembros que designen o por un comisionado nombrado al efecto.
Dos. Los órganos ejecutivos, tanto del Estado como de las Comunidades autónomas, serán representados y
defendidos por sus Abogados. Por los órganos ejecutivos del Estado actuará el Abogado del Estado. Véanse los
artículos 50 a 60 del Reglamento del Servicio Jurídico del Estado.

Artículo ochenta y tres.
El Tribunal podrá, a instancia de parte o de oficio, en cualquier momento, y previa audiencia de los
comparecidos en el proceso constitucional, disponer la acumulación de aquellos procesos con objetos conexos
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que justifiquen la unidad de tramitación y decisión. La audiencia se hará por plazo que no exceda de diez días.

Artículo ochenta y cuatro.
El Tribunal, en cualquier tiempo anterior a la decisión, podrá comunicar a los comparecidos en el proceso
constitucional la eventual existencia de otros motivos distintos de los alegados, con relevancia para acordar lo
procedente sobre la admisión o inadmisión y, en su caso, sobre la estimación o desestimación de la pretensión
constitucional. La audiencia será común, por plazo no superior al de diez días con suspensión del término
para dictar la resolución que procediere. Artículo 59.1 del Real Decreto 997/2003, de 25 de julio ( Ref. BOE-
A-2003-15800 ), por el que se aprobó el Reglamento del Servicio Jurídico del Estado.

Artículo ochenta y cinco.
Uno. La iniciación de un proceso constitucional deberá hacerse por escrito fundado en el que se fijará con
precisión y claridad lo que se pida.
Dos. Los escritos de iniciación del proceso se presentarán en la sede del Tribunal Constitucional dentro del
plazo legalmente establecido. Los recursos de amparo podrán también presentarse hasta las 15 horas del día
hábil siguiente al del vencimiento del plazo de interposición, en el registro del Tribunal Constitucional, o en la
oficina o servicio de registro central de los tribunales civiles de cualquier localidad, de conformidad con lo
establecido en el artículo 135.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Téngase presente, la
disposición transitoria segunda de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ),
reproducida en nota al artículo 44 de este parágrafo. El Tribunal determinará reglamentariamente las
condiciones de empleo, a los efectos anteriores, de cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos o
telemáticos.
Tres. El Pleno o las Salas podrán acordar la celebración de vista oral. Apartados 2 y 3 redactados conforme a la
Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-A-2007-10483 ). Se modifica el apartado 2 y se añade el apartado
3 por el art. único.24 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 . Téngase en cuenta la
disposición transitoria 2 en cuanto a la aplicación del apartado 2.

Artículo ochenta y seis.
Uno. La decisión del proceso constitucional se producirá en forma de sentencia. Sin embargo, las decisiones
de inadmisión inicial, desistimiento y caducidad adoptarán la forma de auto salvo que la presente Ley
disponga expresamente otra forma. Las otras resoluciones adoptarán la forma de auto si son motivadas o de
providencia si no lo son, según la índole de su contenido. Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica
6/1988, de 9 de junio ( Ref. BOE-A-1988-14328 ).
Dos. Las sentencias y las declaraciones a que se refiere el título VI se publicarán en el ''Boletín Oficial del
Estado'' dentro de los 30 días siguientes a la fecha del fallo. También podrá el Tribunal ordenar la publicación
de sus autos en la misma forma cuando así lo estime conveniente. Véanse los artículos 164 de la Constitución
Española, 3.1.c), y 7, último párrafo, del Real Decreto 181/2008, de 8 de febrero ( Ref. BOE-A-2008-2389 ), de
ordenación del diario oficial «Boletín Oficial del Estado».
Tres. Sin perjuicio en lo dispuesto en el apartado anterior, el Tribunal podrá disponer que las sentencias y
demás resoluciones dictadas sean objeto de publicación a través de otros medios, y adoptará, en su caso, las
medidas que estime pertinentes para la protección de los derechos reconocidos en el artículo 18.4 de la
Constitución. Los apartados 2 y 3 figuran redactados de acuerdo con la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo
( Ref. BOE-A-2007-10483 ).
Se modifica el apartado 2 y se añade el apartado 3 por el art. único.25 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Se modifica el apartado 1 por el art. 2 de la Ley Orgánica 6/1988, de 9 de junio. Ref. BOE-A-1988-14328 .

Artículo ochenta y siete.
1. Todos los poderes públicos están obligados al cumplimiento de lo que el Tribunal Constitucional resuelva.
En particular, el Tribunal Constitucional podrá acordar la notificación personal de sus resoluciones a cualquier
autoridad o empleado público que se considere necesario.
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2. Los Juzgados y Tribunales prestarán con carácter preferente y urgente al Tribunal Constitucional el auxilio
jurisdiccional que éste solicite. A estos efectos, las sentencias y resoluciones del Tribunal Constitucional
tendrán la consideración de títulos ejecutivos.
Se modifica por el art. único.2 de la Ley Orgánica 15/2015, de 16 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11160 .

Artículo ochenta y ocho.
Uno. El Tribunal Constitucional podrá recabar de los poderes públicos y de los órganos de cualquier
Administración Pública la remisión del expediente y de los informes y documentos relativos a la disposición o
acto origen del proceso constitucional. Si el recurso hubiera sido ya admitido, el Tribunal habilitará un plazo
para que el expediente, la información o los documentos puedan ser conocidos por las partes para que éstas
aleguen lo que a su derecho convenga.
Dos. El Tribunal dispondrá las medidas necesarias para preservar el secreto que legalmente afecte a
determinada documentación y el que por decisión motivada acuerde para determinadas actuaciones.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.26 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo ochenta y nueve.
Uno. El Tribunal, de oficio o a instancia de parte, podrá acordar la práctica de prueba cuando lo estimare
necesario y resolverá libremente sobre la forma y el tiempo de su realización, sin que en ningún caso pueda
exceder de treinta días.
Dos. Si un testigo, citado por el Tribunal, sólo puede comparecer con autorización superior, la autoridad
competente para otorgarla expondrá al Tribunal, en su caso, las razones que justifican su denegación. El
Tribunal, oído este informe, resolverá en definitiva.

Artículo noventa.
Uno. Salvo en los casos para los que esta Ley establece otros requisitos, las decisiones se adoptarán por la
mayoría de los miembros del Pleno, Sala o Sección que participen en la deliberación. En caso de empate,
decidirá el voto del Presidente.
Véase el artículo 11.1 del Reglamento de Organización y Personal del Tribunal Constitucional.. Dos. El Presidente y los Magistrados del Tribunal
podrán reflejar en voto particular su opinión discrepante, siempre que haya sido defendida en la deliberación, tanto por lo que se refiere a la
decisión como a la fundamentación. Los votos particulares se incorporarán a la resolución y cuando se trate de sentencias, autos o declaraciones se
publicarán con éstas en el ''Boletín Oficial del Estado''. Apartado redactado conforme a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo ( Ref. BOE-
A-2007-10483 ).

Se modifica el apartado 2 por el art. único.27 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo noventa y uno.
El Tribunal podrá suspender el procedimiento que se sigue ante el mismo hasta la resolución de un proceso
penal pendiente ante un juzgado o Tribunal de este orden.

Artículo noventa y dos.
1. El Tribunal Constitucional velará por el cumplimiento efectivo de sus resoluciones. Podrá disponer en la
sentencia, o en la resolución, o en actos posteriores, quién ha de ejecutarla, las medidas de ejecución
necesarias y, en su caso, resolver las incidencias de la ejecución. Podrá también declarar la nulidad de
cualesquiera resoluciones que contravengan las dictadas en el ejercicio de su jurisdicción, con ocasión de la
ejecución de éstas, previa audiencia del Ministerio Fiscal y del órgano que las dictó.
2. El Tribunal podrá recabar el auxilio de cualquiera de las administraciones y poderes públicos para
garantizar la efectividad de sus resoluciones que lo prestarán con carácter preferente y urgente.
3. Las partes podrán promover el incidente de ejecución previsto en el apartado 1, para proponer al Tribunal
las medidas de ejecución necesarias para garantizar el cumplimiento efectivo de sus resoluciones.
4. En caso de advertirse que una resolución dictada en el ejercicio de su jurisdicción pudiera estar siendo
incumplida, el Tribunal, de oficio o a instancia de alguna de las partes del proceso en que hubiera recaído,
requerirá a las instituciones, autoridades, empleados públicos o particulares a quienes corresponda llevar a
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cabo su cumplimiento para que en el plazo que se les fije informen al respecto. Recibido el informe o
transcurrido el plazo fijado, si el Tribunal apreciase el incumplimiento total o parcial de su resolución, podrá
adoptar cualesquiera de las medidas siguientes:

a) Imponer multa coercitiva de tres mil a treinta mil euros a las autoridades, empleados públicos o
particulares que incumplieren las resoluciones del Tribunal, pudiendo reiterar la multa hasta el
cumplimiento íntegro de lo mandado.
b) Acordar la suspensión en sus funciones de las autoridades o empleados públicos de la Administración
responsable del incumplimiento, durante el tiempo preciso para asegurar la observancia de los
pronunciamientos del Tribunal.
c) La ejecución sustitutoria de las resoluciones recaídas en los procesos constitucionales. En este caso, el
Tribunal podrá requerir la colaboración del Gobierno de la Nación a fin de que, en los términos fijados por
el Tribunal, adopte las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de las resoluciones.
d) Deducir el oportuno testimonio de particulares para exigir la responsabilidad penal que pudiera
corresponder.

5. Si se tratara de la ejecución de las resoluciones que acuerden la suspensión de las disposiciones, actos o
actuaciones impugnadas y concurrieran circunstancias de especial transcendencia constitucional, el Tribunal,
de oficio o a instancia del Gobierno, adoptará las medidas necesarias para asegurar su debido cumplimiento
sin oír a las partes. En la misma resolución dará audiencia a las partes y al Ministerio Fiscal por plazo común
de tres días, tras el cual el Tribunal dictará resolución levantando, confirmando o modificando las medidas
previamente adoptadas.
Se modifica por el art. único.3 de la Ley Orgánica 15/2015, de 16 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11160 .

Se añade el párrafo segundo por el art. único.28 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .

Artículo noventa y tres.
Uno. Contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe recurso alguno, pero en el plazo de dos días a
contar desde su notificación, las partes podrán solicitar la aclaración de las mismas.
Dos. Contra las providencias y los autos que dicte el Tribunal Constitucional sólo procederá, en su caso, el
recurso de súplica, que no tendrá efecto suspensivo. El recurso podrá interponerse en el plazo de tres días y se
resolverá, previa audiencia común de las partes por igual tiempo, en los dos siguientes.
Véase el artículo 59.3 del Reglamento del Servicio Jurídico del Estado aprobado por Real Decreto 997/2003, de 25 de julio ( Ref. BOE-
A-2003-15800 ).

Artículo noventa y cuatro.
El Tribunal, a instancia de parte o de oficio, deberá antes de pronunciar sentencia, subsanar o convalidar los
defectos que hubieran podido producirse en el procedimiento.

Artículo noventa y cinco.
Uno. El procedimiento ante el Tribunal Constitucional es gratuito. Véanse los artículos 14, 24 y 119 de la
Constitución y el Acuerdo de 18 de junio de 1996, del Pleno del Tribunal Constitucional.
Dos. El Tribunal podrá imponer las costas que se derivaren de la tramitación del proceso a la parte o partes
que hayan mantenido posiciones infundadas, si apreciare temeridad o mala fe. Véase el artículo 59.4 del
Reglamento del Servicio Jurídico del Estado.
Tres. El Tribunal podrá imponer a quien formulase recursos de inconstitucionalidad o de amparo, con
temeridad o abuso de derecho, una sanción pecuniaria de 600 a 3.000 euros.
Cuatro. Los límites de la cuantía de estas sanciones o de las multas previstas en la letra a) del apartado 4 del
artículo 92 podrán ser revisados, en todo momento, mediante ley ordinaria.
Se modifica el apartado 4 y se suprime el 5 por el art. único.4 de la ley Orgánica 15/2015, de 16 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11160 . Se modifican
los apartados 3 y 4 por el art. único.29 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10483 .
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 6

1. ¿En qué Título de la Constitución Española se regula el Tribunal Constitucional?

A) Título IV.

B) Título II.

C) Título IX.

D) Título VI.

2. ¿Quién nombra, conforme a lo previsto en la Constitución Española de 1978, a los miembros del Tribunal 
Constitucional?

A) El Congreso de los Diputados.

B) El Senado.

C) El Rey.

D) El Gobierno.

3. El Tribunal Constitucional, según establece la Constitución, estará compuesto por cuántos miembros:

A) Doce miembros nombrados por el Rey.

B) Doce miembros nombrados por el Presidente del Gobierno.

C) Once miembros nombrados por el Presidente del Gobierno.

D) Once miembros nombrados por el Senado.

4. El Tribunal Constitucional es competente para conocer (señale la respuesta correcta):

A) De los conflictos de jurisdicción entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

B) De las cuestiones de constitucionalidad planteadas por el Defensor del Pueblo.

C) Del recurso de amparo por la violación del derecho a la negociación colectiva.

D) Del recurso de amparo por la violación del derecho de asociación.

5. Según el artículo 161 de la Constitución Española de 1978, el Tribunal Constitucional:

A) Dicta sentencias que pueden ser objeto de recurso por los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades 
Autónomas.

B) Es competente para conocer de los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas 
o de los de éstas entre sí.

C) Es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes.

D) Tiene jurisdicción en aquellas Comunidades Autónomas que explícitamente lo reconozcan en sus Estatutos 
de Autonomía, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo.

6. El recurso de amparo puede ser planteado: (A) Por cualquier persona, a título individual.

A) Por cualquier persona, a título individual.

B) Sólo por el Defensor del Pueblo.

C) Sólo por el Presidente del Gobierno.

D) Sólo por cincuenta Diputados o cincuenta Senadores.
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7. El art. 162.1 de la Constitución Española expone que están legitimados para interponer el recurso de 
inconstitucionalidad:

A) El Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, el Ministerio Fiscal y los 
órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas.

B) El Presidente del Gobierno, 50 Diputados, 50 Senadores, el Ministerio Fiscal, el Consejo General del Poder 
Judicial y los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas.

C) El Presidente del Gobierno, 50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las 
Comunidades Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas.

D) El Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados 
ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas.

8. El artículo 160 de la Constitución Española, indica que el Presidente del Tribunal Constitucional será 
nombrado entre sus miembros por:

A) El Gobierno, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

B) El Rey, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de cinco años.

C) El Gobierno, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de cinco años.

D) El Rey, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

9. De acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, el 
Tribunal en Pleno puede adoptar acuerdos cuando estén presentes:

A) Al menos, tres quintos de los miembros que en cada momento lo compongan.

B) La mitad más uno de los miembros que en cada momento lo compongan.

C) Al menos, dos tercios de los miembros que en cada momento lo compongan.

D) Al menos, un tercio de los miembros que en cada momento lo compongan.

10. Según el artículo 16.1 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional:

A) Los Magistrados del Tribunal Constitucional serán nombrados por el Rey, a propuesta de las Cámaras, del 
Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial, en las condiciones que establece el artículo ciento cincuenta, 
uno, de la Constitución.

B) Los Magistrados del Tribunal Constitucional serán nombrados por el Rey, a propuesta de las Cámaras, del 
Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial, en las condiciones que establece el artículo ciento sesenta y 
dos, de la Constitución.

C) Los Magistrados del Tribunal Constitucional serán nombrados por el Rey, a propuesta de las Cámaras, del 
Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial, en las condiciones que establece el artículo ciento cincuenta 
y nueve, uno, de la Constitución.

D) Los Magistrados del Tribunal Constitucional serán nombrados por el Rey, a propuesta de las Cámaras, del 
Gobierno y del Consejo General del Poder Judicial, en las condiciones que establece el artículo ciento sesenta, 
uno, de la Constitución.

SOLUCIONES 1 C · 2 C · 3 A · 4 D · 5 B · 6 A · 7 D · 8 D · 9 C · 10 C

Te quedan 60 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 7

La representación política. El sistema electoral español. Los partidos 
políticos.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · art. 6 · art. 23 — 2 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad
popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad
son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser
democráticos.

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Ley Orgánica 5/1985 del Régimen Electoral General

LOREG · BOE-A-1985-11672 · arts. 1 a 42 · arts. 161 a 166 · arts. 179 a 184 · arts. 204 a 209 · arts. 214 a 217 — 64 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo primero.
1. La presente Ley Orgánica es de aplicación:

a) A las elecciones de Diputados y Senadores a Cortes Generales sin perjuicio de lo dispuesto en los
Estatutos de Autonomía para la designación de los Senadores previstos en el artículo 69.5 de la
Constitución.
b) A las elecciones de los miembros de las Corporaciones Locales.
c) A las elecciones de los Diputados del Parlamento Europeo.

2. Asimismo, en los términos que establece la Disposición Adicional Primera de la presente Ley, es de
aplicación a las elecciones a las asambleas de las Comunidades Autónomas, y tiene carácter supletorio de la
legislación autonómica en la materia.
Se añade la letra c) al apartado 1 por el art. 1 por la Ley Orgánica 1/1987, de 2 de abril. Ref. BOE-A-1987-8193 .
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TÍTULO PRIMERO Disposiciones comunes para las elecciones por sufragio universal directo

CAPÍTULO PRIMERO Derecho de sufragio activo

Artículo segundo.
1. El derecho de sufragio corresponde a los españoles mayores de edad que no estén comprendidos en
ninguno de los supuestos previstos en el artículo siguiente.
2. Para su ejercicio es indispensable la inscripción en el censo electoral vigente.
3. En el caso de elecciones municipales, incluidas las elecciones a Cabildos, a Consejos Insulares, al Consejo
General del Valle de Arán y a Juntas Generales es indispensable para su ejercicio figurar inscrito en el Censo
de Españoles Residentes en España.
Se añade el apartado 3 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Artículo tercero.
1. Carecen de derecho de sufragio:

a) Los condenados por sentencia judicial firme a la pena principal o accesoria de privación del derecho de
sufragio durante el tiempo de su cumplimiento.
b) (Suprimida).
c) (Suprimida).

2. Toda persona podrá ejercer su derecho de sufragio activo, consciente, libre y voluntariamente, cualquiera
que sea su forma de comunicarlo y con los medios de apoyo que requiera. Se suprimen las letras b) y c) del
apartado 1 y se modifica el 2 por el art. único.1 y 2 de la Ley Orgánica 2/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-
A-2018-16672#au

Artículo cuarto.
1. El derecho de sufragio se ejerce personalmente en la sección en la que el elector se halle inscrito según el
censo y en la Mesa Electoral que le corresponda, sin perjuicio de las disposiciones sobre el voto por
correspondencia y el voto de los interventores.
2. Nadie puede votar más de una vez en las mismas elecciones.

Artículo quinto.
Nadie puede ser obligado o coaccionado bajo ningún pretexto en el ejercicio de su derecho de sufragio, ni a
revelar su voto.

CAPÍTULO II Derecho de sufragio pasivo

Artículo sexto.
1. Son elegibles los españoles mayores de edad, que poseyendo la cualidad de elector, no se encuentren
incursos en alguna de las siguientes causas de inelegibilidad:

a) Los miembros de la Familia Real Española incluidos en el Registro Civil que regula el Real Decreto
2917/1981, de 27 de noviembre, así como sus cónyuges.
b) Los Presidentes del Tribunal Constitucional, del Tribunal Supremo, del Consejo de Estado, del Tribunal
de Cuentas, y del Consejo a que hace referencia el artículo 131.2 de la Constitución.
c) Los Magistrados del Tribunal Constitucional, los Vocales del Consejo General del Poder Judicial, los
Consejeros Permanentes del Consejo de Estado y los Consejeros del Tribunal de Cuentas.
d) El Defensor del Pueblo y sus Adjuntos.
e) El Fiscal General del Estado.
f) Los Subsecretarios, Secretarios generales, Directores generales de los Departamentos Ministeriales y los
equiparados a ellos; en particular los Directores de los Departamentos del Gabinete de la Presidencia de
Gobierno y los Directores de los Gabinetes de los Ministros y de los Secretarios de Estado.
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g) Los Jefes de Misión acreditados, con carácter de residentes, ante un Estado extranjero u organismo
internacional.
h) Los Magistrados, Jueces y Fiscales que se hallen en situación de activo.
i) Los militares profesionales y de complemento y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y
Policía, en activo.
j) Los Presidentes, Vocales y Secretarios de las Juntas Electorales.
k) Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y los Subdelegados del Gobierno y las
autoridades similares con distinta competencia territorial.
l) El Presidente de la Corporación de Radio Televisión Española y las sociedades que la integran.
m) Los Presidentes, Directores y cargos asimilados de las entidades estatales autónomas con competencia
en todo el territorio nacional, así como los Delegados del Gobierno en las mismas.
n) Los Presidentes y Directores generales de las Entidades Gestoras de la Seguridad Social con competencia
en todo el territorio nacional. ñ) El Director de la Oficina del Censo Electoral.
o) El Gobernador y Subgobernador del Banco de España y los Presidentes y Directores del Instituto de
Crédito Oficial y de las demás Entidades oficiales de crédito.
p) El Presidente, los Consejeros y el Secretario general del Consejo General de Seguridad Nuclear.

2. Son inelegibles:
a) Los condenados por sentencia firme, a pena privativa de libertad, en el período que dure la pena.
b) Los condenados por sentencia, aunque no sea firme, por delitos de rebelión, de terrorismo, contra la
Administración Pública o contra las Instituciones del Estado cuando la misma haya establecido la pena de
inhabilitación para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo o la de inhabilitación absoluta o especial o de
suspensión para empleo o cargo público en los términos previstos en la legislación penal.

3. Durante su mandato no serán elegibles por las circunscripciones electorales comprendidas en todo o en
parte en el ámbito territorial de su jurisdicción:

a) Quien ejerza la función de mayor nivel de cada Ministerio en las distintas demarcaciones territoriales de
ámbito inferior al estatal.
b) Los Presidentes, Directores y cargos asimilados de Entidades Autónomas de competencia territorial
limitada, así como los Delegados del Gobierno en las mismas.
c) Los Delegados territoriales de RTVE y los Directores de las Entidades de Radiotelevisión dependientes de
las Comunidades Autónomas.
d) Los Presidentes y Directores de los órganos periféricos de las Entidades Gestoras de la Seguridad Social.
e) Los Secretarios generales de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno.
f) Los Delegados provinciales de la Oficina del Censo Electoral.

4. Las causas de inelegibilidad lo son también de incompatibilidad. Las causas de incompatibilidad se regirán
por lo dispuesto para cada tipo de proceso electoral. En todo caso serán incompatibles las personas electas en
candidaturas presentadas por partidos o por federaciones o coaliciones de partidos declarados ilegales con
posterioridad por sentencia judicial firme, así como los electos en candidaturas presentadas por agrupaciones
de electores declaradas vinculadas a un partido ilegalizado por resolución judicial firme. La incompatibilidad
surtirá efecto en el plazo de quince días naturales, desde que la Administración Electoral permanente
comunique al interesado la causa de incompatibilidad, salvo que éste formule, voluntariamente, ante dicha
Administración una declaración expresa e indubitada de separación y rechazo respecto de las causas
determinantes de la declaración de ilegalidad del partido político o del partido integrante de la federación o
coalición en cuya candidatura hubiese resultado electo; o, en su caso, del partido al que se hubiera declarado
vinculada la agrupación de electores en cuya candidatura hubiere resultado electo. Si durante el ejercicio del
mandato al que haya accedido tras haber explicitado dicha declaración, la persona electa se retractase, por
cualquier medio, de la misma o mostrara contradicción, a través de hechos, omisiones o manifestaciones,
respecto de su contenido, quedará definitivamente incursa en la causa de incompatibilidad regulada en este
apartado. La incompatibilidad surtirá efecto a partir de la notificación realizada al efecto por la
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Administración Electoral permanente, por sí o a instancia del Gobierno a través de la Abogacía del Estado o del
Ministerio Fiscal. En los supuestos previstos en los dos párrafos anteriores, el afectado y, en su caso, el
Gobierno a través de la Abogacía del Estado y el Ministerio Fiscal podrán interponer recurso ante la Sala
especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los plazos
previstos en el artículo 49 de la presente ley. El mismo régimen de incompatibilidad se aplicará a los
integrantes de la candidatura de la formación política declarada ilegal que sean llamados a cubrir el escaño
vacante, incluidos los suplentes. Se modifican las letras k) y l) del apartado 1 y e) del apartado 3 por el art.
único.2 a 4 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 . y se modifica la letra b) del
apartado 2 y se añade el apartado 4 por el art. único.1 y 2 de la Ley Orgánica 3/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-
A-2011-1640 .
Se modifica el apartado 2 por el art. 5 de la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo. Ref. BOE-A-2003-4923 .

Artículo séptimo.
1. La calificación de inelegible procederá respecto de quienes incurran en alguna de las causas mencionadas
en el artículo anterior, el mismo día de la presentación de su candidatura, o en cualquier momento posterior
hasta la celebración de las elecciones.
2. No obstante lo dispuesto en el párrafo primero del artículo anterior, los que aspiren a ser proclamados
candidatos y no figuren incluidos en las listas del censo electoral, podrán serlo, siempre que con la solicitud
acrediten de modo fehaciente que reúnen todas las condiciones exigidas para ello.
3. Los Magistrados, Jueces y Fiscales, así como los militares profesionales y de complemento y miembros de
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policías, en activo, que deseen presentarse a las elecciones, deberán
solicitar el pase a la situación administrativa que corresponda.
4. Los Magistrados, Jueces y Fiscales, miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policías en activo
tendrán derecho, en todo caso, a reserva de puesto o plaza y de destino, en las condiciones que determinen las
normas específicas de aplicación. De ser elegidos, la situación administrativa que les corresponda podrá
mantenerse, a voluntad de los interesados, una vez terminado su mandato, hasta la Constitución de la nueva
Asamblea parlamentaria o Corporación Local.

CAPÍTULO III Administración electoral

Sección I. Juntas electorales

Artículo octavo.
1. La Administración electoral tiene por finalidad garantizar en los términos de la presente Ley la
transparencia y objetividad del proceso electoral y del principio de igualdad.
2. Integran la Administración Electoral las Juntas Electorales, Central, Provincial, de Zona y, en su caso, de
Comunidad Autónoma, así como las Mesas Electorales.
3. La Junta Electoral Central tiene su sede en Madrid, las Provinciales en las capitales de provincia, y las de
Zona en las localidades cabeza de los partidos judiciales aludidos en el apartado 6.
4. Las Juntas de Zona de Ceuta y Melilla acumulan en sus respectivos distritos las funciones correspondientes a
las Juntas Electorales Provinciales.
5. Las Juntas celebran sus sesiones en sus propios locales y, en su defecto, en aquellos donde ejercen sus
cargos los respectivos Secretarios.
6. A los efectos de la presente Ley los partidos judiciales coinciden con los de las Elecciones Locales de 1979.

Artículo noveno.
1. La Junta Electoral Central es un órgano permanente y está compuesta por:

a) Ocho Vocales Magistrados del Tribunal Supremo, designados mediante insaculación por el Consejo
General del Poder Judicial.
b) Cinco Vocales Catedráticos de Derecho o de Ciencias Políticas y de Sociología, en activo, designados a
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propuesta conjunta de los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores con
representación en el Congreso de los Diputados.

2. Las designaciones a que se refiere el número anterior deben realizarse en los noventa días siguientes a la
sesión constitutiva del Congreso de los Diputados. Cuando la propuesta de las personas previstas en el
apartado 1.b) no tenga lugar en dicho plazo, la Mesa del Congreso de los Diputados, oídos los grupos políticos
presentes en la Cámara, procede a su designación, en consideración a la representación existente en la misma.
3. Los Vocales designados serán nombrados por Real Decreto y continuarán en su mandato hasta la toma de
posesión de la nueva Junta Electoral Central, al inicio de la siguiente legislatura.
4. Los Vocales eligen, de entre los de origen judicial, al Presidente y Vicepresidente de la Junta en la sesión
constitutiva que se celebrará a convocatoria del Secretario.
5. El Presidente de la Junta Electoral Central estará exclusivamente dedicado a las funciones propias de la
Junta Electoral desde la convocatoria de un proceso electoral hasta la proclamación de electos y, en su caso,
hasta la ejecución de las sentencias de los procedimientos, contenciosos, incluido el recurso de amparo
previsto en el artículo 114.2 de la presente Ley, a los que haya dado lugar el proceso electoral. A estos efectos,
el Consejo General del Poder Judicial proveerá las medidas oportunas.
6. El Secretario de la Junta Electoral Central es el Secretario general del Congreso de los Diputados.
Se modifica el apartado 1, se renumera el 5 como 6 y se añade un nuevo 5 por el art. único.1 a 3 de la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo. Ref.
BOE-A-1991-6824 .

Artículo diez.
1. La Junta Electoral Provincial está compuesta por:

a) Tres Vocales, Magistrados de la Audiencia Provincial correspondiente, designados mediante
insaculación por el Consejo General del Poder Judicial. Cuando no hubiere en la Audiencia de que se trate
el número de Magistrados suficiente se designará a titulares de órganos jurisdiccionales unipersonales de
la capital de la Provincia.
b) Dos Vocales nombrados por la Junta Electoral Central entre Catedráticos y Profesores Titulares de
Derecho o de Ciencias Políticas y de Sociología o juristas de reconocido prestigio residentes en la provincia.
La designación de estos Vocales tendrá lugar una vez proclamadas las candidaturas. A este fin, los
representantes de las candidaturas presentadas en el distrito propondrán conjuntamente las personas que
hayan de desempeñar estos cargos. Si dicha propuesta no tiene lugar antes del comienzo de la campaña
electoral, la Junta Electoral Central procede a su nombramiento.

2. Los Vocales mencionados en el apartado 1.a) de este artículo elegirán de entre ellos al Presidente de la Junta.
3. Los Presidentes de las Juntas Electorales Provinciales estarán exclusivamente dedicados a las funciones
propias de sus respectivas Juntas Electorales desde la convocatoria de un proceso electoral hasta la
proclamación de electos y, en su caso, hasta la ejecución de las sentencias de los procedimientos contenciosos
incluido el recurso de amparo previsto en el artículo 114.2 de la presente Ley, a los que haya dado lugar el
proceso electoral en sus correspondientes circunscripciones, entendiéndose prorrogado, sí a ello hubiere
lugar, el plazo previsto, en el artículo 15.2 de esta Ley. A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial
proveerá las medidas oportunas.
4. El Secretario o Secretaria de la Junta Provincial es el letrado o la letrada de la Administración de Justicia
Director o Directora del Servicio Común de Tramitación de la Audiencia respectiva. El Secretario o Secretaria
de la Junta Electoral Provincial es la persona de contacto con la Administración electoral y con el gestor
electoral tanto durante el periodo electoral, como en el periodo comprendido entre procesos electorales.
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 6.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76#df-6

Se modifica el apartado 1.b) se añade el 3 y renumera el antiguo 3 como 4 por el art. único.4 a 6 de la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo. Ref.
BOE-A-1991-6824 .

Artículo once.
1. La Junta Electoral de Zona está compuesta por:
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a) Tres Vocales, jueces o juezas de la Sección Civil o de la Sección de Instrucción de los Tribunales de
Instancia, designados mediante insaculación por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia
respectivo. Cuando no hubiere en el partido de que se trate el número suficiente de jueces o juezas, se
designará por insaculación a jueces o juezas de otros partidos judiciales de la misma provincia.
b) Dos Vocales designados por la Junta Electoral Provincial, entre licenciados o graduados en Derecho o en
Ciencias Políticas y en Sociología, residentes en el partido judicial. La designación de estos vocales tendrá
lugar una vez proclamadas las candidaturas. A este fin, los o las representantes de las candidaturas
presentadas en el distrito electoral correspondiente propondrán conjuntamente las personas que hayan de
desempeñar estos cargos. Cuando la propuesta no tenga lugar antes del comienzo de la campaña electoral,
la Junta Electoral Provincial procede a su nombramiento.

2. Los o las Vocales mencionados en el apartado 1.a) eligen de entre ellos al Presidente o Presidenta de la Junta
Electoral de Zona.
3. El Secretario o la Secretaria de la Junta Electoral de Zona es el letrado o la letrada de la Administración de
Justicia Director o Directora del servicio común procesal que, en el partido judicial respectivo, tenga asumidas
las funciones de registro y reparto de asuntos civiles. Cuando no hubiere servicio común que asumiere tales
funciones, será Secretario o Secretaria de la Junta Electoral de Zona el letrado o la letrada que dirija la unidad
procesal de tramitación. El Secretario o Secretaria de la Junta Electoral de Zona es la persona de contacto con
la Administración electoral y con el gestor electoral tanto durante el periodo electoral como en el periodo
comprendido entre procesos electorales.
4. Los Secretarios o las Secretarias de los Ayuntamientos son Delegados o Delegadas de las Juntas Electorales
de Zona y actúan bajo la estricta dependencia de las mismas.
Se modifica por la disposición final 6.2 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero. Ref. BOE-A-2025-76#df-6

Se modifica el apartado 1 b) por el art. único.7 de la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo. Ref. BOE-A-1991-6824 .

Artículo doce.
1. El Director de la Oficina del Censo Electoral y sus Delegados Provinciales participan con voz y sin voto en la
Junta Central y en las Provinciales, respectivamente.
2. Los Secretarios de las Juntas Electorales participan con voz y sin voto en sus deliberaciones. Custodian en
las Oficinas donde desempeñan sus cargos la documentación de toda clase correspondiente a las Juntas.

Artículo trece.
1. Las Cortes Generales ponen a disposición de la Junta Electoral Central los medios personales y materiales
necesarios para el ejercicio de sus funciones.
2. La misma obligación compete al Gobierno y a los Ayuntamientos en relación con las Juntas Electorales
Provinciales y de Zona y, subsidiariamente, a las Audiencias Provinciales y a los órganos judiciales de ámbito
territorial inferior. En el caso de elecciones a Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma las referidas
obligaciones serán también competencia del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma.

Artículo catorce.
1. Las Juntas Electorales Provinciales y de Zona se constituyen inicialmente con los Vocales judiciales en el
tercer día siguiente a la convocatoria de elecciones.
2. Si alguno de los designados para formar parte de estas Juntas pretendiese concurrir a las elecciones lo
comunicará al respectivo Secretario en el momento de la constitución inicial a efectos de su sustitución, que se
producirá en el plazo máximo de cuatro días.
3. Efectuadas, en su caso, las sustituciones a que se refiere el número anterior, se procede a la elección de
Presidente. Los Presidentes de las Juntas Provinciales y de Zona harán insertar en el «Boletín Oficial» de la
respectiva provincia del día siguiente la relación de sus miembros.
4. La convocatoria de las sesiones constitutivas de estas Juntas se hace por sus Secretarios. A tal efecto, el
Consejo General del Poder Judicial y, en su caso, el Presidente de la Audiencia, notifica a cada uno de aquéllos
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la relación de los miembros de las Juntas respectivas.

Artículo quince.
1. En el supuesto de que se convoquen simultáneamente varias elecciones, las Juntas Provinciales y de Zona
que se constituyan serán administración competente para todas ellas.
2. El mandato de las Juntas Provinciales y de Zona concluye cien días después de las elecciones.
3. Si durante su mandato se convocasen otras elecciones, la competencia de las Juntas se entenderá prorrogada
hasta cien días después de la celebración de aquéllas.

Artículo dieciséis.
1. Los miembros de las Juntas Electorales son inamovibles.
2. Sólo podrán ser suspendidos por delitos o faltas electorales, previo expediente abierto por la Junta Superior
mediante el acuerdo de la mayoría absoluta de sus componentes, sin perjuicio del procedimiento judicial
correspondiente.
3. En las mismas condiciones la Junta Central es competente para acordar la suspensión de sus propios
miembros.

Artículo diecisiete.
En los supuestos previstos en los artículos 14 y 16, así como en el caso de renuncia justificada y aceptada por el
Presidente correspondiente, se procede a la sustitución de los miembros de las Juntas conforme a las
siguientes reglas:
a) Los Vocales y los Presidentes son sustituidos por los mismos procedimientos previstos para su designación.
b) El Secretario general del Congreso de los Diputados es sustituido por el Letrado Mayor del Senado y, en su
caso, por el Letrado de las Cortes Generales más antiguo.
c) Los Secretarios de las Juntas Provinciales y de Zona son sustituidos atendiendo al criterio de antigüedad.

Artículo dieciocho.
1. Las sesiones de las Juntas Electorales son convocadas por sus respectivos Presidentes de oficio o a petición
de dos Vocales. El Secretario sustituye al Presidente en el ejercicio de dicha competencia cuando éste no pueda
actuar por causa justificada.
2. Para que cualquier reunión se celebre válidamente es indispensable que concurran, al menos, tres de los
miembros de las Juntas Provinciales y de Zona. En el caso de la Junta Electoral Central se requiere la presencia
de siete de sus miembros.
3. Todas las citaciones se hacen por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción, de la fecha,
del orden del día y demás circunstancias de la sesión a que se cita. La asistencia a las sesiones es obligatoria
para los miembros de la Junta debidamente convocados, quienes incurren en responsabilidad si dejan de
asistir sin haberse excusado y justificado oportunamente.
4. No obstante lo dispuesto en los números anteriores, la Junta se entiende convocada y queda válidamente
constituida para tratar cualquier asunto, siempre que estén presentes todos los miembros y acepten por
unanimidad su celebración.
5. Los acuerdos se adoptan por mayoría de votos de los miembros presentes, siendo de calidad el voto del
Presidente.
6. Las Juntas Electorales deberán proceder a publicar sus resoluciones o el contenido de las consultas
evacuadas, por orden de su Presidente, cuando el carácter general de las mismas lo haga conveniente. La
publicidad se hará en el «Boletín Oficial del Estado», en el caso de la Junta Electoral Central, y en el «Boletín
Oficial», en los demás.

Artículo diecinueve.
1. Además de las competencias expresamente mencionadas en esta Ley, corresponde a la Junta Electoral
Central:
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a) Dirigir y supervisar la actuación de la Oficina del Censo Electoral.
b) Informar los proyectos de disposiciones que en lo relacionado con el censo electoral se dicten en
desarrollo y aplicación de la presente Ley.
c) Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas Electorales Provinciales y, en su caso, de
Comunidad Autónoma, en cualquier materia electoral.
d) Resolver con carácter vinculante las consultas que le eleven las Juntas Provinciales y, en su caso, las de
Comunidad Autónoma.
e) Revocar de oficio en cualquier tiempo o, a instancia de parte interesada dentro de los plazos previstos en
el artículo 21 de esta Ley, las decisiones de las Juntas Electorales Provinciales y, en su caso, de Comunidad
Autónoma, cuando se opongan a la interpretación de la normativa electoral realizada por la Junta Electoral
Central.
f) Unificar los criterios Interpretativos de las Juntas Electorales, Provinciales y, en su caso, de Comunidad
Autónoma en la aplicación de la normativa electoral.
g) Aprobar a propuesta de la Administración del Estado o de las Administraciones de las Comunidades
Autónomas los modelos de actas de constitución de Mesas electorales, de escrutinio, de sesión, de
escrutinio general y de proclamación de electos. Tales modelos deberán permitir la expedición instantánea
de copias de las actas, mediante documentos autocopiativos u otros procedimientos análogos.
h) Resolver las quejas, reclamaciones y recursos que se le dirijan de acuerdo con la presente Ley o con
cualquier otra disposición que le atribuya esa competencia.
i) Velar por el cumplimiento de las normas relativas a las cuentas y a los gastos electorales por parte de las
candidaturas durante el período comprendido entre la convocatoria y el centésimo día posterior al de
celebración de las elecciones.
j) Ejercer potestad disciplinaria sobre todas las personas que intervengan con carácter oficial en las
operaciones electorales.
k) Corregir las infracciones que se produzcan en el proceso electoral siempre que no sean constitutivas de
delito e imponer multas hasta la cuantía máxima prevista en esta Ley.
l) Expedir las credenciales a los Diputados, Senadores, Concejales, Diputados Provinciales y Consejeros
Insulares en caso de vacante por fallecimiento, incapacidad o renuncia, una vez finalizado el mandato de
las Juntas Electorales Provinciales y de Zona.

2. Además de las competencias expresamente mencionadas en esta Ley, corresponderán, dentro de su ámbito
territorial, a las Juntas Provinciales y de Zona las atribuidas a la Junta Electoral Central por los párrafos h), j) y
k) del apartado anterior. La competencia en materia de imposición de multas se entenderá limitada a la
cuantía máxima de 1.200 euros para las Juntas Provinciales y de 600 euros para las de Zona.
3. Las Juntas Electorales Provinciales, atendiendo siempre al superior criterio de la Junta Electoral Central,
podrán además:

a) Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas electorales de Zona en cualquier materia
electoral.
b) Resolver de forma vinculante las consultas que le eleven las Juntas Electorales de Zona.
c) Revocar de oficio en cualquier tiempo o, a instancia de parte interesada, dentro de los plazos previstos en
el artículo 21 de esta Ley, las decisiones de las Juntas Electorales de Zona cuando se opongan a la
interpretación realizada por la Junta Electoral Provincial.
d) Unificar los criterios interpretativos de las Juntas Electorales de Zona en cualquier materia electoral.

4. La Junta Electoral de Zona garantizará la existencia en cada Mesa electoral de los medios a que se refiere el
artículo 81 de esta Ley.
5. En caso de impago de las multas a que se refiere el presente artículo, la Junta Electoral correspondiente
remitirá al órgano competente del Ministerio de Economía y Hacienda certificación del descubierto para
exacción de la multa por la vía de apremio.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.5 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 . Se modifican los apartados 1 y 2
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por el art. 1.1 y 2 de la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 .

Se modifica el apartado 1 por el art.7.1 de la Ley Orgánica 13/1994, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-1994-7420 .

Se modifica por el art. único.8 de la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo. Ref. BOE-A-1991-6824 .

Artículo veinte.
Los electores deberán formular las consultas a la Junta Electoral de Zona que corresponda a su lugar de
residencia. Los partidos políticos, asociaciones, coaliciones o federaciones y agrupaciones de electores,
podrán elevar consultas a la Junta Electoral Central cuando se trate de cuestiones de carácter general que
puedan afectar a más de una Junta Electoral Provincial. En los demás casos, se elevarán las consultas a la Junta
Electoral Provincial o a la Junta Electoral de Zona correspondiente, siempre que a su respectiva jurisdicción
corresponda el ámbito de competencia del consultante. Las Autoridades y Corporaciones públicas podrán
consultar directamente a la Junta a cuya jurisdicción corresponda el ámbito de competencia del consultante.
Las consultas se formularán por escrito y se resolverán por la Junta a la que se dirijan, salvo que ésta, por la
importancia de las mismas, según su criterio, o por estimar conveniente que se resuelva con un criterio de
carácter general, decida elevarlo a una Junta Superior. Cuando la urgencia de la consulta no permita proceder
a la convocatoria de la Junta y en todos los casos en que existan resoluciones anteriores y concordantes de la
propia Junta o de Junta Superior, los Presidentes podrán, bajo su responsabilidad, dar una respuesta
provisional, sin perjuicio de su ratificación o modificación en la primera sesión que celebre la Junta.

Artículo veintiuno.
1. Fuera de los casos en que esta Ley prevea un procedimiento especifico de revisión judicial, los acuerdos de
las Juntas Provinciales de Zona y, en su caso, de Comunidad Autónoma, son recurribles ante la Junta de
superior categoría, que debe resolver durante los períodos electorales en el plazo de cinco días y, fuera de
ellos, en el de diez días, en ambos casos a contar desde la interposición del recurso.
2. La interposición tendrá lugar dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación del acuerdo y ante
la Junta que lo hubiera dictado, la cual, con su informe, ha de remitir el expediente en el plazo de cuarenta y
ocho horas a la Junta que deba resolver. Contra la resolución de esta última no cabe recurso administrativo o
judicial alguno.
Se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado del apartado 2 por Sentencia del TC 149/2000, de 1 de junio. Ref. BOE-T-2000-12320 .

Se modifica el apartado 1 por el art. único.6 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Véase, sobre el procedimiento de tramitación de los recursos contra los acuerdos de las Juntas Electorales previsto en este artículo, la Instrucción
11/2007, de 27 de septiembre. Ref. BOE-A-2007-17421

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 2 por Sentencia del TC 149/2000, de 1 de junio. Ref. BOE-
T-2000-12320 .

Artículo veintidós.
1. Las Cortes Generales fijan las dietas y gratificaciones correspondientes a los miembros de la Junta Electoral
Central y al personal puesto a su servicio.
2. Las dietas y las gratificaciones correspondientes a los miembros de las restantes Juntas Electorales y
personal a su servicio se fijan por el Gobierno. No obstante, en el caso de elecciones a Asamblea Legislativa de
Comunidad Autónoma las indicadas compensaciones se fijan por el Consejo de Gobierno correspondiente,
tanto en relación a la Junta Electoral de Comunidad Autónoma como a las de ámbito inferior.
3. La percepción de dichas retribuciones es en todo caso compatible con la de sus haberes.
4. El control financiero de dichas percepciones se realizará con arreglo a la legislación vigente.

Sección II. Las Mesas y Secciones Electorales

Artículo veintitrés.
1. Las circunscripciones están divididas en Secciones Electorales.
2. Cada Sección incluye un máximo de dos mil electores y un mínimo de quinientos. Cada término municipal
cuenta al menos con una Sección.
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3. Ninguna sección comprende áreas pertenecientes a distintos términos municipales.
4. Los electores de una misma Sección se hallan ordenados en las listas electorales por orden alfabético.
5. En cada Sección hay una Mesa Electoral.
6. No obstante, cuando el número de electores de una Sección o la diseminación de la población lo haga
aconsejable, la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral, a propuesta del Ayuntamiento
correspondiente, puede disponer la formación de otras Mesas y distribuir entre ellas el electorado de la
Sección. Para el primer supuesto, el electorado de la Sección se distribuye por orden alfabético entre las
Mesas, que deben situarse preferentemente en habitaciones separadas dentro de la misma edificación. Para el
caso de población diseminada, la distribución se realiza atendiendo a la menor distancia entre el domicilio del
elector y la correspondiente Mesa. En ningún caso el número de electores adscrito a cada Mesa puede ser
inferior a doscientos.

Artículo veinticuatro.
1. Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral determinan el número, los límites de las
Secciones Electorales, sus locales y las Mesas correspondientes a cada una de ellas, oídos los Ayuntamientos.
2. La relación anterior deberá ser publicada en el "Boletín Oficial" de la provincia el sexto día posterior a la
convocatoria y expuesta al público en los respectivos Ayuntamientos.
3. En los seis días siguientes, los electores pueden presentar reclamaciones contra la delimitación efectuada,
ante la Junta Electoral Provincial, que resolverá en firme sobre ellas en un plazo de cinco días.
4. Dentro de los diez días anteriores al de la votación se difundirá en Internet por la Oficina del Censo Electoral
y se expondrá al público en los respectivos Ayuntamientos la relación definitiva de Secciones, Mesas y locales
electorales.
5. Los Ayuntamientos deberán señalizar convenientemente los locales correspondientes a cada Sección y Mesa
Electoral.
Se modifica el apartado 4 por el art. 1 de la Ley Orgánica 9/2007, de 8 de octubre. Ref. BOE-A-2007-17633 . Se modifican los apartados 2 y 4 por el
art. 2.1 y 2 de la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 .

Artículo veinticinco.
1. La Mesa Electoral está formada por un Presidente y dos Vocales.
2. En el supuesto de concurrencia de elecciones, la Mesa Electoral es común para todas ellas.

Artículo veintiséis.
1. La formación de las Mesas compete a los Ayuntamientos, bajo la supervisión de las Juntas Electorales de
Zona.
2. El Presidente y los vocales de cada Mesa son designados por sorteo público entre la totalidad de las personas
incluidas en la lista de electores de la Mesa correspondiente, que sepan leer y escribir y sean menores de
setenta años, si bien a partir de los sesenta y cinco años podrán manifestar su renuncia en el plazo de siete
días. El Presidente deberá tener el título de Bachiller o el de Formación Profesional de segundo Grado, o
subsidiariamente el de Graduado Escolar o equivalente.
3. Se procede de la misma forma al nombramiento de dos suplentes para cada uno de los miembros de la Mesa.
4. Los sorteos arriba mencionados se realizarán entre los días vigésimo quinto y vigésimo noveno posteriores a
la convocatoria.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.7 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Artículo veintisiete.
1. Los cargos de Presidente y Vocal de las Mesas Electorales son obligatorios. No pueden ser desempeñados
por quienes se presenten como candidatos.
2. La designación como Presidente y Vocal de las Mesas electorales debe ser notificada a los interesados en el
plazo de tres días. Con la notificación se entregará a los miembros de las Mesas un manual de instrucciones
sobre sus funciones supervisado por la Junta Electoral Central y aprobado por Acuerdo del Consejo de
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Ministros o de los Consejos Ejecutivos de las Comunidades Autónomas.
3. Los designados Presidente y Vocal de las Mesas electorales disponen de un plazo de siete días para alegar
ante la Junta Electoral de Zona causa justificada y documentada que les impida la aceptación del cargo. La
Junta resuelve sin ulterior recurso en el plazo de cinco días y comunica, en su caso, la sustitución producida al
primer suplente. La Junta deberá motivar sucintamente las causas de denegación de las excusas alegadas por
los electores para no formar parte de las Mesas. En todo caso, se considera causa justificada el concurrir la
condición de inelegible de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley. Las competencias de las Juntas Electorales de
Zona se entenderán sin perjuicio de la potestad de unificación de criterios de la Junta Electoral Central.
4. Si posteriormente cualquiera de los designados estuviera en imposibilidad de acudir al desempeño de su
cargo, debe comunicarlo a la Junta de Zona, al menos setenta y dos horas antes del acto al que debiera
concurrir, aportando las justificaciones pertinentes. Si el impedimento sobreviene después de ese plazo, el
aviso a la Junta habrá de realizarse de manera inmediata y, en todo caso, antes de la hora de constitución de la
mesa. En tales casos, la Junta comunica la sustitución al correspondiente suplente, si hay tiempo para hacerlo,
y procede a nombrar a otro, si fuera preciso.
5. A efectos de lo establecido en el artículo 101.2 de la presente Ley, las Juntas Electorales de Zona
comunicarán a los Jueces correspondientes, antes del día de la votación, los datos de identificación de las
personas que, en calidad de titulares y suplentes, formen las Mesas Electorales.
Véase, sobre interpretación del apartado 3, la Instrucción 6/2011, de 28 de abril, de la Junta Electoral Central. Ref. BOE-A-2011-7705

Se modifica el apartado 3 por el art. único.8 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 . Se modifican los apartados 2 y 3 y
se renumeran los anteriores 3 y 4 como 4 y 5 por el art. único.9 y 10 de la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo. Ref. BOE-A-1991-6824 .

Artículo veintiocho.
1. Los trabajadores por cuenta ajena y los funcionarios nombrados Presidentes o Vocales de las Mesas
Electorales tienen derecho a un permiso retribuido de jornada completa durante el día de la votación, si es
laboral. En todo caso, tienen derecho a una reducción de su jornada de trabajo de cinco horas el día
inmediatamente posterior.
2. Por Orden ministerial se regularán las dietas que, en su caso, procedan para los Presidentes y Vocales de las
Mesas Electorales.

Sección III. La Oficina del Censo Electoral

Artículo veintinueve.
1. La Oficina del Censo Electoral, encuadrada en el instituto nacional de estadística, es el órgano encargado de
la formación del censo electoral y ejerce sus competencias bajo la dirección y la supervisión de la Junta
Electoral Central.
2. La Oficina del Censo Electoral tiene Delegaciones Provinciales.
3. Los Ayuntamientos y Consulados actúan como colaboradores de la Oficina del Censo Electoral en las tareas
censales.

Artículo treinta.
La Oficina del Censo Electoral tiene las siguientes competencias:
a) Coordina el proceso de elaboración del censo electoral y con tal fin puede dirigir instrucciones a los
Ayuntamientos y Consulados, así como a los responsables del Registro Civil y del Registro de Penados y
Rebeldes.
b) Supervisa el proceso de elaboración del censo electoral y a tal efecto puede inspeccionar los Ayuntamientos
y Consulados.
c) Controla y revisa de oficio las altas y las bajas tramitadas por los órganos competentes y elabora un fichero
nacional de electores, comunicando a la Junta Electoral Central los resultados de los informes, inspecciones y,
en su caso, expedientes que pudiera haber incoado referidos a modificaciones en el censo de las
circunscripciones que hayan determinado una alteración del número de residentes significativa y no
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justificada.
d) Elimina las inscripciones múltiples de un mismo elector que no hayan sido detectadas por los
Ayuntamientos y Consulados, en los términos previstos en el artículo 33.
e) Elabora las listas electorales provisionales y las definitivas.
f) Resuelve las reclamaciones contra las actuaciones de los órganos que participan en las operaciones censales
y en particular las que se plantean por la inclusión o exclusión indebida de una persona en las listas
electorales. Sus resoluciones agotan la vía administrativa.
Se modifica la letra c) por el art. único.9 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

CAPÍTULO IV El censo electoral

Sección I. Condiciones y modalidad de la inscripción

Artículo treinta y uno.
1. El censo electoral contiene la inscripción de quienes reúnen los requisitos para ser elector y no se hallen
privados, definitiva o temporalmente, del derecho de sufragio.
2. El censo electoral está compuesto por el censo de los electores residentes en España y por el censo de los
electores residentes-ausentes que viven en el extranjero. Ningún elector podrá figurar inscrito
simultáneamente en ambos censos.
3. El Censo Electoral es único para toda clase de elecciones, sin perjuicio de su posible ampliación para las
elecciones Municipales y del Parlamento Europeo a tenor de lo dispuesto en los artículos 176 y 210 de la
presente Ley Orgánica.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.10 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Se modifica el apartado 3 por el art. único.11 de la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo. Ref. BOE-A-1991-6824 .

Artículo treinta y dos.
1. La inscripción en el censo electoral es obligatoria. Además del nombre y los apellidos, único dato necesario
para la identificación del elector en el acto de la votación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 85, se
incluirá entre los restantes datos censales el número del Documento Nacional de Identidad.
2. Los Ayuntamientos tramitan de oficio la inscripción de los residentes en su término municipal.
3. Las Oficinas Consulares de Carrera y Secciones Consulares de las Misiones Diplomáticas tramitarán de
oficio la inscripción de los españoles residentes en su demarcación en la forma que se disponga
reglamentariamente.
Se modifica el apartado 3 por el art. 3 de la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 .

Artículo treinta y tres.
1. El censo electoral se ordena por secciones territoriales.
2. Cada elector está inscrito en una Sección. Nadie puede estar inscrito en varias Secciones, ni varias veces en
la misma Sección.
3. Si un elector aparece registrado más de una vez, prevalece la última inscripción y se cancelan las restantes.
Si las inscripciones tienen la misma fecha, se notificará al afectado esta circunstancia para que opte por una de
ellas en el plazo de diez días. En su defecto, la autoridad competente determina de oficio la inscripción que ha
de prevalecer.
4. Con excepción de lo dispuesto en el apartado anterior, la inscripción se mantendrá inalterada salvo que
conste que se hayan modificado las circunstancias o condiciones personales del elector.
5. Las alteraciones dispuestas conforme a lo establecido en los números anteriores serán notificadas
inmediatamente a los afectados. Se modifican los apartados 4 y 5 por el art. 4.1 y 2 de la Ley Orgánica 3/1995,
de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 .

Sección II. La formación del censo electoral
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Artículo treinta y cuatro. Carácter y vigencia del censo electoral.
El censo electoral es permanente y su actualización es mensual, con referencia al día primero de cada mes.
Se modifica por el art. único.11 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Se modifica por el art. 5 de la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 .

Artículo treinta y cinco. Actualización del Censo Electoral.
1. Para la actualización mensual del censo los Ayuntamientos enviarán a las Delegaciones Provinciales de la
Oficina del Censo Electoral, hasta el penúltimo día hábil de cada mes, y en la forma prevista por las
instrucciones de dicho organismo, todas las modificaciones del Padrón producidas en dicho mes.
2. Si algún Ayuntamiento no cumpliera con la obligación establecida en el párrafo anterior, el Director de la
Oficina del Censo dará cuenta de ello a la Junta Electoral Central para que por la misma se adopten las medidas
procedentes.
3. En la actualización correspondiente al primer mes del año se acompañarán, además, las altas, con la
calificación de menor, de los residentes que cumplirán dieciocho años entre el 1 de enero y el 31 de diciembre
del año siguiente.
Se modifica por el art. único.12 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Se modifica por el art. 6 de la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 .

Artículo treinta y seis. Actualización del Censo de los Residentes en el extranjero.
1. Para la actualización del censo de los electores residentes ausentes que viven en el extranjero, los
Consulados tramitarán conforme al mismo procedimiento que los Ayuntamientos, en la forma prevista por las
instrucciones de la Oficina del Censo Electoral, las altas y bajas de los españoles que vivan en su demarcación,
así como sus cambios de domicilio producidos dentro de la misma o las solicitudes de cambio de adscripción a
una nueva circunscripción. Estas últimas sólo se admitirán si existe causa suficiente y justificada para ello.
2. En el censo cerrado para cada elección no se tendrán en cuenta los cambios de adscripción de una
circunscripción a otra producidos en el año anterior a la fecha de la convocatoria.
Se modifica por el art. único.13 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Se modifica por el art. 7 de la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 .

Artículo treinta y siete. Actualización del Censo a cargo del Registro Civil y del Registro de Penados y 
Rebeldes.
Los encargados del Registro Civil comunicarán mensualmente a las Delegaciones Provinciales de la Oficina del
Censo Electoral cualquier circunstancia que pueda afectar a las inscripciones en el censo electoral.
Se modifica por el art. único.14 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Se modifica por el art. 8 de la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 .

Artículo treinta y ocho.
1. Con los datos consignados en los artículos anteriores, las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo
Electoral mantendrán a disposición de los interesados el censo actualizado para su consulta permanente, que
podrá realizarse a través de los Ayuntamientos, Consulados o en la propia Delegación Provincial.
2. Las reclamaciones sobre los datos censales se dirigirán a las Delegaciones Provinciales de la Oficina del
Censo Electoral, que resolverán en el plazo de cinco días a contar desde la recepción de aquéllas. Los
Ayuntamientos y Consulados remitirán inmediatamente las reclamaciones que reciban a las respectivas
Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral. Los representantes de las candidaturas o
representantes de los partidos, federaciones y coaliciones podrán impugnar el censo de las circunscripciones
que hubieren registrado un incremento de residentes significativo y no justificado que haya dado lugar a la
comunicación a que se refiere el artículo 30.c), dentro del plazo de cinco días siguientes al momento en que
tuvieren conocimiento de la referida comunicación.
3. La Oficina del Censo Electoral adoptará las medidas oportunas para facilitar la tramitación por los
Ayuntamientos y Consulados de las consultas y reclamaciones.
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4. Los recursos contra las resoluciones en esta materia de las Delegaciones de la Oficina del Censo Electoral se
tramitarán por el procedimiento preferente y sumario previsto en el número 2 del artículo 53 de la
Constitución.
Se suprime el apartado 1, se reenumeran todos los apartados y se añade un párrafo al apartado 2 (antiguo 3) por el art. único.15 y 16 de la Ley
Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Se modifica por el art. 9 de la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 . Se modifican los apartados 3 a 4 y se renumera el
anterior 4 como 5 por el art. único.12 y 13 de la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo. Ref. BOE-A-1991-6824 .

Sección III. Rectificación del censo en período electoral

Artículo treinta y nueve. Rectificación del Censo en período electoral.
1. Para cada elección el Censo Electoral vigente será el cerrado el día primero del segundo mes anterior a la
convocatoria.
2. Los ayuntamientos y consulados estarán obligados a mantener un servicio de consulta de las listas
electorales vigentes de sus respectivos municipios y demarcaciones durante el plazo de ocho días, a partir del
sexto día posterior a la convocatoria de elecciones. La consulta podrá realizarse por medios informáticos,
previa identificación del interesado, o mediante la exposición al público de las listas electorales, si no se
cuenta con medios informáticos suficientes para ello.
3. Dentro del plazo anterior, cualquier persona podrá formular reclamación dirigida a la Delegación Provincial
de la Oficina del Censo Electoral sobre sus datos censales, si bien solo podrán ser tenidas en cuenta las que se
refieran a la rectificación de errores en los datos personales, a los cambios de domicilio dentro de una misma
circunscripción o a la no inclusión del reclamante en ninguna Sección del Censo de la circunscripción pese a
tener derecho a ello. También serán atendidas las solicitudes de los electores que se opongan a su inclusión en
las copias del censo electoral que se faciliten a los representantes de las candidaturas para realizar envíos
postales de propaganda electoral. No serán tenidas en cuenta para la elección convocada las que reflejen un
cambio de residencia de una circunscripción a otra, realizado con posterioridad a la fecha de cierre del censo
para cada elección, debiendo ejercer su derecho en la sección correspondiente a su domicilio anterior.
4. También en el mismo plazo los representantes de las candidaturas podrán impugnar el censo de las
circunscripciones que en los seis meses anteriores hayan registrado un incremento de residentes significativo
y no justificado que haya dado lugar a la comunicación a que se refiere el artículo 30.c).
5. Las reclamaciones podrán presentarse directamente en las delegaciones provinciales de la Oficina del
Censo Electoral correspondiente o a través de los ayuntamientos o consulados, quienes las remitirán
inmediatamente a las respectivas Delegaciones.
6. La Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral, en un plazo de tres días, resolverá las
reclamaciones presentadas y ordenará las rectificaciones pertinentes, que habrán de ser expuestas al público
el décimo séptimo día posterior a la convocatoria. Asimismo se notificará la resolución adoptada a cada uno de
los reclamantes y a los Ayuntamientos y Consulados correspondientes.
7. La Oficina del Censo Electoral remitirá a todos los electores una tarjeta censal con los datos actualizados de
su inscripción en el censo electoral y de la Sección y Mesa en la que le corresponde votar, y comunicará
igualmente a los electores afectados las modificaciones de Secciones, locales o Mesas, a que se refiere el
artículo 24 de la presente Ley Orgánica.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 3.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-3

Se modifica por el art. único.17 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Se modifica el apartado 2 por el art. 5 de la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo. Ref. BOE-A-2003-4923 .

Se modifica por el art. 10 de la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 .

Artículo cuarenta.
1. Contra las resoluciones de la Oficina del Censo Electoral puede interponerse recurso ante el Juez de lo
contencioso-administrativo en un plazo de cinco días a partir de su notificación.
2. La sentencia, que habrá de dictarse en el plazo de cinco días, se notifica al interesado, al Ayuntamiento, al
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Consulado y a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral. Esta Sentencia agota la vía judicial.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.18 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

Sección IV. Acceso a los datos censales

Artículo cuarenta y uno.
1. Por real decreto se regularán los datos personales de los electores, necesarios para su inscripción en el
censo electoral, así como los de las listas y copias del censo electoral.
2. Queda prohibida cualquier información particularizada sobre los datos personales contenidos en el censo
electoral, a excepción de los que se soliciten por conducto judicial.
3. No obstante, la Oficina del Censo Electoral puede facilitar datos estadísticos que no revelen circunstancias
personales de los electores.
4. Las comunidades autónomas podrán obtener una copia del censo, en soporte apto para su tratamiento
informático, después de cada convocatoria electoral, además de la correspondiente rectificación de aquél.
5. Los representantes de cada candidatura podrán obtener dentro de los dos días siguientes a la proclamación
de su candidatura una copia del censo del distrito correspondiente, ordenado por mesas, en soporte apto para
su tratamiento informático, que podrá ser utilizado exclusivamente para los fines previstos en la presente Ley.
Alternativamente los representantes generales podrán obtener en las mismas condiciones una copia del censo
vigente de los distritos donde su partido, federación o coalición presente candidaturas. Asimismo, las Juntas
Electorales de Zona dispondrán de una copia del censo electoral utilizable, correspondiente a su ámbito. Las
Juntas Electorales, mediante resolución motivada, podrán suspender cautelarmente la entrega de las copias
del censo a los representantes antes citados cuando la proclamación de sus candidaturas haya sido objeto de
recurso o cuando se considere que podrían estar incursas en alguna de las circunstancias previstas en el
artículo 44.4 de esta Ley.
6. Excepcionalmente y por razones debidamente justificadas, podrá excluirse a las personas que pudieran ser
objeto de amenazas o coacciones que pongan en peligro su vida, su integridad física o su libertad, de las copias
del censo electoral a que se refiere el apartado 5 del presente artículo.
Se modifica el apartado 5 por el art. único.3 de la Ley Orgánica 3/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1640 .

Se modifica por el art. 5 de la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo. Ref. BOE-A-2003-4923 . Se modifican los apartados 4 y 5 por el art. 11 de la
Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo. Ref. BOE-A-1995-7239 .

Se modifica el apartado 5 por el art. único.14 de la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo. Ref. BOE-A-1991-6824 .

CAPÍTULO V Requisitos generales de la convocatoria de elecciones

Artículo cuarenta y dos.
1. En los supuestos de elecciones a Cortes Generales o de Asambleas Legislativas de las Comunidades
Autónomas en las que el Presidente del Gobierno o los respectivos Presidentes de los Ejecutivos autonómicos
hagan uso de su facultad de disolución anticipada expresamente prevista en el ordenamiento jurídico, los
decretos de convocatoria se publican, al día siguiente de su expedición, en el «Boletín Oficial del Estado» o, en
su caso, en el «Boletín Oficial» de la Comunidad Autónoma correspondiente. Entran en vigor el mismo día de
su publicación. Los decretos de convocatoria señalan la fecha de las elecciones que habrán de celebrarse el día
quincuagésimo cuarto posterior a la convocatoria.
2. En los supuestos de elecciones a Cortes Generales o de Asambleas Legislativas de las Comunidades
Autónomas en las que el Presidente del Gobierno o los respectivos Presidentes de los Ejecutivos autonómicos
no hagan uso de su facultad de disolución anticipada expresamente prevista en el ordenamiento jurídico, los
decretos de convocatoria se expiden el día vigésimo quinto anterior a la expiración del mandato de las
respectivas Cámaras, y se publican al día siguiente en el «Boletín Oficial del Estado» o, en su caso, en el
«Boletín Oficial» de la Comunidad Autónoma correspondiente. Entran en vigor el mismo día de su
publicación. Los decretos de convocatoria señalan la fecha de las elecciones que habrán de celebrarse el día
quincuagésimo cuarto posterior a la convocatoria.
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3. En los supuestos de elecciones locales o de elecciones a Asambleas Legislativas de Comunidades Autónomas
cuyos Presidentes de Consejo de Gobierno no tengan expresamente atribuida por el ordenamiento jurídico la
facultad de disolución anticipada, los decretos de convocatoria se expiden el día quincuagésimo quinto antes
del cuarto domingo de mayo del año que corresponda y se publican al día siguiente en el «Boletín Oficial del
Estado» o, en su caso, en el «Boletín Oficial» de la Comunidad Autónoma correspondiente. Entran en vigor el
mismo día de su publicación. Las elecciones se realizan el cuarto domingo de mayo del año que corresponda y
los mandatos, de cuatro años, terminan en todo caso el día anterior al de la celebración de las siguientes
elecciones.
Se modifica por el art. 1.1, 2 y 3 de la Ley Orgánica 13/1994, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-1994-7420 .

Se modifica por el art. único.15 de la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo. Ref. BOE-A-1991-6824 .

TÍTULO II Disposiciones Especiales para las elecciones de Diputados y Senadores

CAPÍTULO III Sistema electoral

Artículo ciento sesenta y uno.
1. Para la elección de Diputados y Senadores, cada provincia constituirá una circunscripción electoral.
Asimismo, las ciudades de Ceuta y Melilla serán consideradas, cada una de ellas, como circunscripciones
electorales.
2. Se exceptúa de lo dispuesto en el apartado anterior, para las elecciones de Senadores, a las provincias
insulares, en las que a tales efectos se consideran circunscripciones cada una de las siguientes islas: Mallorca,
Menorca, Ibiza, Formentera, Gran Canaria, Fuerteventura, Lanzarote, Tenerife, El Hierro, La Gomera y La
Palma.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.1 de la Ley Orgánica 2/2026, de 30 de junio. Ref. BOE-A-2026-14329

Artículo ciento sesenta y dos.
1. El Congreso está formado por trescientos cincuenta Diputados.
2. A cada provincia le corresponde un mínimo inicial de dos Diputados. Las poblaciones de Ceuta y Melilla
están representadas cada una de ellas por un Diputado.
3. Los doscientos cuarenta y ocho Diputados restantes se distribuyen entre las provincias en proporción a su
población, conforme al siguiente procedimiento:

a) Se obtiene una cuota de reparto resultante de dividir por doscientos cuarenta y ocho la cifra total de la
población de derecho de las provincias peninsulares e insulares.
b) Se adjudican a cada provincia tantos Diputados como resulten, en números enteros, de dividir la
población de derecho provincial por la cuota de reparto.
c) Los Diputados restantes se distribuyen asignando uno a cada una de las provincias cuyo cociente,
obtenido conforme al apartado anterior, tenga una fracción decimal mayor.

4. El Decreto de convocatoria debe especificar el número de Diputados a elegir en cada circunscripción, de
acuerdo con lo dispuesto en este artículo.

Artículo ciento sesenta y tres.
1. La atribución de los escaños en función de los resultados del escrutinio se realiza conforme a las siguientes
reglas:

a) No se tienen en cuenta aquellas candidaturas que no hubieran obtenido, al menos, el 3 por 100 de los
votos válidos emitidos en la circunscripción.
b) Se ordenan de mayor a menor, en una columna, las cifras de votos obtenidos por las restantes
candidaturas.
c) Se divide el número de votos obtenidos por cada candidatura por 1, 2, 3, etcétera, hasta un número igual
al de escaños correspondientes a la circunscripción, formándose un cuadro similar al que aparece en el
ejemplo práctico. Los escaños se atribuyen a las candidaturas que obtengan los cocientes mayores en el
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cuadro, atendiendo a un orden decreciente. Ejemplo práctico: 480.000 votos válidos emitidos en una
circunscripción que elija ocho Diputados. Votación repartida entre seis candidaturas: A(168.000 votos)
B(104.000) C(72.000) D(64.000) E(40.000) F(32.000) División 1 2 3 4 5 6 7 8 A 168.000 84.000 56.000 42.000
33.600 28.000 24.000 21.000 B 104.000 52.000 34.666 26.000 20.800 17.333 14.857 13.000 C 72.000 36.000 24.000
18.000 14.400 12.000 10.285 9.000 D 64.000 32.000 21.333 16.000 12.800 10.666 9.142 8.000 E 40.000 20.000
13.333 10.000 8.000 6.666 5.714 5.000 F 32.000 16.000 10.666 8.000 6.400 5.333 4.571 4.000 Por consiguiente: la
candidatura A obtiene cuatro escaños. La candidatura B dos escaños y las candidaturas C y D un escaño
cada una.
d) Cuando en la relación de cocientes coincidan dos correspondientes a distintas candidaturas, el escaño se
atribuirá a la que mayor número total de votos hubiese obtenido. Si hubiera dos candidaturas con igual
número total de votos, el primer empate se resolverá por sorteo y los sucesivos de forma alternativa.
e) Los escaños correspondientes a cada candidatura se adjudican a los candidatos incluidos en ella, por el
orden de colocación en que aparezcan.

2. En las circunscripciones de Ceuta y Melilla será proclamado electo el candidato que mayor número de votos
hubiese obtenido.

Artículo ciento sesenta y cuatro.
1. En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un diputado, el escaño será atribuido al candidato o, en
su caso, al suplente, de la misma lista a quien corresponda, atendiendo a su orden de colocación.
2. Las vacantes de los Diputados elegidos en Ceuta y Melilla serán cubiertas por sus respectivos suplentes,
designados en los términos del artículo 170 de esta Ley.

Artículo ciento sesenta y cinco.
1. En cada circunscripción provincial se eligen cuatro Senadores.
2. En cada circunscripción insular se elige el siguiente número de Senadores: tres en Gran Canaria, Mallorca y
Tenerife; uno en Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La Gomera, El Hierro, Lanzarote y La Palma.
3. Las poblaciones de Ceuta y Melilla eligen cada una de ellas dos Senadores.
4. Las Comunidades Autónomas designan además un Senador y otro más para cada millón de habitantes de su
respectivo territorio. La designación corresponde a la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma de
acuerdo con lo que establezcan sus Estatutos, que aseguran, en todo caso, la adecuada representación
proporcional. A efectos de dicha designación el número concreto de Senadores que corresponda a cada
Comunidad Autónoma se determinará tomando como referencia el censo de población de derecho vigente en
el momento de celebrarse las últimas elecciones generales al Senado.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.2 de la Ley Orgánica 2/2026, de 30 de junio. Ref. BOE-A-2026-14329

Artículo ciento sesenta y seis.
1. La elección directa de los Senadores en las circunscripciones provinciales, insulares y en Ceuta y Melilla se
rige por lo dispuesto en los apartados siguientes:

a) Los electores pueden dar su voto a un máximo de tres candidatos en las circunscripciones provinciales,
dos en Gran Canaria, Mallorca, Tenerife, Ceuta y Melilla, y uno en las restantes circunscripciones insulares.
b) Serán proclamados electos aquellos candidatos que obtengan mayor número de votos hasta
complementar el de Senadores asignados a la circunscripción.

2. En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un Senador elegido directamente la vacante se cubrirá
por su suplente designado según el artículo 171 de esta Ley.

TÍTULO III Disposiciones especiales para las elecciones municipales

CAPÍTULO IV Sistema electoral

Artículo ciento setenta y nueve.
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1. Cada término municipal constituye una circunscripción en la que se elige el número de concejales que
resulte de la aplicación de la siguiente escala: Hasta 100 residentes 3 De 101 a 250 residentes 5 De 251 a 1.000 7
De 1.001 a 2.000 9 De 2.001 a 5.000 11 De 5.001 a 10.000 13 De 10.001 a 20.000 17 De 20.001 a 50.000 21 De 50.001
a 100.000 25 De 100.001 en adelante, un Concejal más por cada 100.000 residentes o fracción, añadiéndose uno
más cuando el resultado sea un número par.
2. La escala prevista en el párrafo anterior no se aplica a los municipios que, de acuerdo con la legislación
sobre régimen local, funcionan en régimen de concejo abierto. En estos municipios los electores eligen
directamente al Alcalde por sistema mayoritario.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.53 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 . Redactada la tabla del apartado
1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 17 del 20 de enero de 1986. Ref. BOE-A-1986-1478 .

Artículo ciento ochenta.
La atribución de los puestos de Concejales en cada Ayuntamiento se realiza siguiendo el mismo procedimiento
previsto en el artículo 163.1 de esta Ley, con la única salvedad de que no son tenidas en cuenta aquellas
candidaturas que no obtengan, por lo menos, el 5 por 100 de los votos válidos emitidos en la circunscripción.

Artículo ciento ochenta y uno.
1. En el supuesto de que en alguna circunscripción no se presenten candidaturas, se procede en el plazo de
seis meses a la celebración de elecciones parciales en dicha circunscripción.
2. Si en esta nueva convocatoria tampoco se presenta candidatura alguna, se procede según lo previsto en el
párrafo tercero del artículo 182.
Se modifica el apartado 1 por el art. único.60 de la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo. Ref. BOE-A-1991-6824 .

Artículo ciento ochenta y dos.
1. En el caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un concejal, el escaño se atribuirá al candidato o, en
su caso, al suplente de la misma lista a quien corresponda, atendiendo a su orden de colocación.
2. En el caso de que, de acuerdo con el procedimiento anterior, no quedasen posibles candidatos o suplentes a
nombrar, las vacantes serán cubiertas por cualquier ciudadano mayor de edad que no esté incurso en causa de
inelegibilidad. Estos suplentes serán designados por el partido, coalición, federación o agrupación de
electores cuyos concejales hubiesen de ser sustituidos y se comunicará a la Junta Electoral correspondiente, a
efectos de la expedición de la oportuna credencial. En este caso, no podrán ser designadas aquellas personas
que habiendo sido candidatos o suplentes en aquella lista, hubieran renunciado al cargo anteriormente.
3. En el caso de que el número de hecho de miembros elegidos en la correspondiente convocatoria electoral
llegase a ser inferior a la mitad del número legal de miembros de la corporación, se constituirá una comisión
gestora integrada por todos los miembros de la corporación que continúen y los ciudadanos que hubiesen sido
designados para cubrir las vacantes, conforme a lo previsto en el párrafo anterior. Cuando resulte imposible
conformar la comisión gestora, la Diputación Provincial o, en su caso, el órgano competente de la Comunidad
Autónoma asumirá directamente la gestión ordinaria de la Entidad Local, no pudiendo adoptar acuerdos para
los que se requiera una mayoría cualificada.
Se añade un párrafo al apartado 3 por el art. único.11 de la Ley Orgánica 3/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1640 .

Se modifica por el ar. 5 de la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo. Ref. BOE-A-2003-4923 .

Artículo ciento ochenta y tres.
1. En los supuestos de disolución de corporaciones locales por acuerdo del Consejo de Ministros, previstos en
la legislación básica de régimen local por gestión gravemente dañosa para los intereses generales que suponga
incumplimiento de sus obligaciones constitucionales, deberá procederse a la convocatoria de elecciones
parciales para la constitución de una nueva corporación dentro del plazo de tres meses, salvo que por la fecha
en que ésta debiera constituirse el mandato de la misma hubiese de resultar inferior a un año. Mientras se
constituye la nueva corporación o expira el mandato de la disuelta, la administración ordinaria de sus asuntos
corresponderá a una comisión gestora designada por la diputación provincial o, en su caso, por el órgano
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competente de la comunidad autónoma correspondiente, cuyo número de miembros no excederá del número
legal de miembros de la corporación. Ejercerá las funciones de Alcalde o Presidente aquel vocal que resulte
elegido por mayoría de votos entre todos los miembros de la comisión.
2. Cuando la disolución se produzca porque los órganos de gobierno de la corporación local lleven a cabo
alguna de las actuaciones previstas en el artículo 61.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases
del Régimen Local, la diputación provincial o, en su caso, el órgano competente de la comunidad autónoma
asumirá directamente tras la disolución la gestión ordinaria de la corporación hasta la finalización del
correspondiente mandato, no pudiendo adoptar acuerdos para los que se requiera una mayoría cualificada.
Se modifica por el art. 5 de la Ley Orgánica 1/2003, de 10 de marzo. Ref. BOE-A-2003-4923 .

Artículo ciento ochenta y cuatro.
Concejales de Municipios con población inferior a 250 habitantes y no sometidos a régimen de Concejo
Abierto.
a) Cada partido, coalición, federación o agrupación podrá presentar una lista como máximo de tres nombres si
el municipio tiene hasta 100 residentes o de cinco nombres si tiene entre 101 y 250 residentes.
b) Cada elector podrá dar su voto a un máximo de dos entre los candidatos proclamados en el distrito en caso
de municipios de hasta 100 residentes o a un máximo de cuatro en los municipios entre 101 y 250 residentes.
c) Se efectuará el recuento de votos obtenidos por cada candidato en el distrito, ordenándose en una columna
las cantidades representativas de mayor a menor.
d) Serán proclamados electos aquellos candidatos que obtengan mayor número de votos hasta completar el
número total de concejales a elegir en función de la población.
e) Los casos de empate se resolverán por sorteo.
f) En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un concejal, la vacante será atribuida al candidato
siguiente que más votos haya obtenido.
Se modifica por el art. único.54 de la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .

TÍTULO V Disposiciones Especiales para la Elección de Diputados Provinciales

CAPÍTULO III Procedimiento electoral

Artículo doscientos cuatro.
1. El número de Diputados correspondientes a cada Diputación Provincial se determina, según el número de
residentes de cada provincia, conforme al siguiente baremo: Diputados Hasta 500.000 Residentes 25 De
500.001 a 1.000.000 27 De 1.000.001 a 3.500.000 31 De 3.500.001 en adelante 51 2. Las Juntas Electorales
Provinciales reparten, proporcionalmente y atendiendo al número de residentes, los puestos correspondientes
a cada partido judicial, en el décimo día posterior a la convocatoria de elecciones atendiendo a la siguiente
regla:

a) Todos los partidos judiciales cuentan, al menos, con un Diputado.
b) Ningún partido judicial puede contar con más de tres quintos del número total de Diputados
Provinciales.
c) Las fracciones iguales o superiores a 0,50 que resulten del reparto proporcional se corrigen por exceso y
las inferiores por defecto.
d) Si como consecuencia de las operaciones anteriores resultase un número total que no coincida, por
exceso, con el número de Diputados correspondientes a la provincia, se sustraen los puestos necesarios a
los partidos judiciales cuyo número de residentes por Diputado sea menor. Si, por el contrario, el número
no coincide por defecto se añaden puestos a los partidos judiciales cuyo número de residentes por
Diputado sea mayor. 3. A los efectos previstos en este Capítulo, los partidos judiciales coinciden con los de
las elecciones locales de 1979.

Artículo doscientos cinco.
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1. Constituidos todos los Ayuntamientos de la respectiva provincia, la Junta Electoral de Zona procede
inmediatamente a formar una relación de todos los partidos políticos, coaliciones, federaciones y de cada una
de las agrupaciones de electores que hayan obtenido algún Concejal dentro de cada partido judicial,
ordenándolos en orden decreciente al de los votos obtenidos por cada uno de ellos. El proceso de constitución
de las Diputaciones deberá aplazarse hasta que se hayan resuelto previamente todos los recursos contencioso-
electorales contra la proclamación de concejales electos en los municipios de la provincia. En el caso de que
deban convocarse nuevas elecciones en algún municipio de la provincia, bien por no haberse presentado
ninguna candidatura, bien por haberse anulado total o parcialmente el proceso como consecuencia de los
correspondientes recursos contenciosos-electorales, no se pospondrá la constitución de la Diputación
Provincial, si bien, en el supuesto de que como consecuencia de la celebración de elecciones locales parciales
se altere la atribución de puestos en la Diputación Provincial, las Juntas Electorales de Zona deberán realizar
las operaciones necesarias para hacer una nueva asignación.
2. A los efectos previstos en el número anterior, en los municipios de menos de 250 habitantes a los que se
refiere el artículo 184 de esta Ley, el número de votos a tener en cuenta por cada candidatura se obtiene
dividiendo la suma de los votos obtenidos por cada uno de sus componentes entre el número de candidatos
que formaban la correspondiente lista hasta un máximo de cuatro. Se corrigen por defecto las fracciones
resultantes.
3. Realizada esta operación la Junta procede a distribuir los puestos que corresponden a los partidos,
coaliciones, federaciones y a cada una de las agrupaciones de electores en cada partido judicial mediante la
aplicación del procedimiento previsto en el artículo 163, según el número de votos obtenidos por cada grupo
político o cada agrupación de electores.
4. Si en aplicación de los párrafos anteriores se produjera coincidencia de cocientes entre distintos partidos,
coaliciones, federaciones y agrupaciones, la vacante se atribuye al que mayor número de votos ha obtenido, y
en caso de empate, al de mayor número de Concejales en el partido judicial. Subsidiariamente se resolverá el
empate por sorteo. Se añaden dos párrafo al apartado 1 y se modifica el apartado 2 por el art. único.59 y 60 de
la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1639 .
Véase, para la interpretación del apartado 1, la Instrucción 9/2007, de 19 de junio, de la Junta Electoral Central. Ref. BOE-A-2007-12200
Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 17 del 20 de enero de 1986. Ref. BOE-A-1986-1478 .

Artículo doscientos seis.
1. Realizada la asignación de puestos de diputados, conforme a los artículos anteriores, la Junta Electoral
convocará por separado dentro de los cinco días siguientes, a los concejales de los partidos políticos,
coaliciones, federaciones y agrupaciones, que hayan obtenido puestos de diputados, para que elijan de entre
las listas de candidatos avaladas, al menos, por un tercio de dichos concejales a quienes hayan de ser
proclamados diputados, eligiendo, además, tres suplentes, para cubrir por su orden las eventuales vacantes.
La elaboración de las mencionadas listas se ajustará al principio de representación equilibrada entre mujeres
y hombres, de tal manera que las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del
cuarenta por ciento, integrándose en las listas por personas de uno y otro sexo ordenados de forma alternativa.
2. Efectuada la elección, la Junta de Zona proclama los diputados electos y los suplentes, expide las
credenciales correspondientes y remite a la Junta Provincial y a la Diputación certificaciones de los diputados
electos en el partido judicial.
Se modifica por el art, 1.3 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#ap

Artículo doscientos siete.
1. La Diputación Provincial se reúne en sesión constitutiva presidida por una Mesa de Edad, integrada por los
Diputados de mayor y menor edad presentes en el acto, y actuando como Secretario el que lo sea de la
Corporación para elegir al Presidente de entre sus miembros.
2. Para la elección de Presidente el candidato debe obtener mayoría absoluta en la primera votación y simple
en la segunda.
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3. El Presidente puede ser destituido de su cargo mediante moción de censura que se desarrollará conforme a
lo previsto en el artículo 197. Puede ser candidato al cargo de Presidente cualquiera de los Diputados
Provinciales.
4. Asimismo, el Presidente de la Diputación podrá cesar mediante la pérdida de una cuestión de confianza por
él planteada ante el Pleno de la Corporación, que se regulará por lo dispuesto en el artículo 197 bis de esta Ley,
vinculada a la aprobación o modificación de cualquiera de los siguientes asuntos:

a) Los presupuestos anuales.
b) El reglamento orgánico.
c) El plan provincial de cooperación a las obras y servicios de competencia municipal. En caso de no
obtenerse la confianza, el nuevo Presidente se elegirá de acuerdo con el sistema previsto en el artículo 197
bis para los Alcaldes de municipios de más de 250 habitantes.

Se añade el apartado 4 por el art. único.5 de la Ley Orgánica 8/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8928 . Redactado el apartado 3 conforme a
la corrección de errores publicada en BOE núm. 17 del 20 de enero de 1986. Ref. BOE-A-1986-1478 .

Artículo doscientos ocho.
1. En caso de fallecimiento, incapacidad, renuncia o perdida de la condición de Concejal de un Diputado
Provincial, su vacante se cubrirá ocupando su puesto uno de los suplentes elegidos en el partido judicial
correspondiente conforme al orden establecido entre ellos.
2. En el supuesto de que no fuera posible cubrir alguna vacante por haber pasado a ocupar vacantes anteriores
los tres suplentes elegidos en el partido judicial, se procederá a una nueva elección de Diputados
correspondientes al partido judicial, de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 206 de esta
Ley. Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 17 del 20 de enero de
1986. Ref. BOE-A-1986-1478

Artículo doscientos nueve. Respeto a regímenes autonómicos y forales.
Lo regulado en el presente Capítulo se entiende sin perjuicio del respeto a los regímenes especiales
autonómicos y forales, siendo en todo caso aplicable a los mismos lo dispuesto en los artículos 6.4 y 203.1.e) de
la presente Ley.
Se modifica por el art. único.14 de la Ley Orgánica 3/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-A-2011-1640 .

TÍTULO VI Disposiciones especiales para las Elecciones al Parlamento Europeo

CAPÍTULO IV Sistema electoral

Artículo doscientos catorce.
La circunscripción para la elección de los Diputados del Parlamento Europeo es el territorio nacional.
Se añade por el art. 2 de la Ley Orgánica 1/1987, de 2 de abril. Ref. BOE-A-1987-8193 .

Artículo doscientos quince.
El número de diputados que se elige en España se fijará en función de lo que establece en esta materia el
ordenamiento jurídico europeo.
Se modifica por el art. único.1 de la Ley Orgánica 16/2003, de 28 de noviembre. Ref. BOE-A-2003-21840 .

Se modifica por el art. 10.1 de la Ley Orgánica 13/1994, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-1994-7420 .

Se añade por el art. 2 de la Ley Orgánica 1/1987, de 2 de abril. Ref. BOE-A-1987-8193 .

Artículo doscientos dieciséis.
La atribución de escaños en función de los resultados del escrutinio se realiza conforme a lo dispuesto en el
artículo 163 de la presente Ley, con excepción de lo previsto en el apartado 1, a), y en el apartado 2 de dicho
artículo.
Se añade por el art. 2 de la Ley Orgánica 1/1987, de 2 de abril. Ref. BOE-A-1987-8193 .

Temario en formato ley · Informador/a Turístico (Materias comunes) · Ayuntamiento de Ciudad Real 114

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Artículo doscientos diecisiete.
En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un Diputado del Parlamento Europeo, el escaño será
atribuido al candidato o, en su caso, al suplente de la misma lista a quien corresponda, atendiendo a su orden
de colocación.
Se añade por el art. 2 de la Ley Orgánica 1/1987, de 2 de abril. Ref. BOE-A-1987-8193 .

LO 6/2002 de Partidos Políticos

LO-Partidos · BOE-A-2002-12756 · arts. 1 a 13 — 15 incluidos

CAPÍTULO I De la creación de los partidos políticos

Artículo 1. Libertad de creación y afiliación.
1. Los ciudadanos de la Unión Europea podrán crear libremente partidos políticos conforme a lo dispuesto en
la Constitución y en la presente ley orgánica.
2. La afiliación a un partido político es libre y voluntaria. Nadie puede ser obligado a constituir un partido o a
integrarse o a permanecer en el mismo.
3. Los partidos políticos podrán constituir e inscribir federaciones, confederaciones y uniones de partidos
mediante el cumplimiento de lo previsto en el presente capítulo y previo acuerdo expreso de sus órganos
competentes.
Se modifica el apartado 1 por el art. 2.1 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo 2. Capacidad para constituir.
1. Los promotores de un partido político deben ser personas físicas, mayores de edad, que se encuentren en el
pleno ejercicio de sus derechos, no estén sujetos a ninguna condición legal para el ejercicio de los mismos y
no hayan sido penalmente condenados por asociación ilícita, o por alguno de los delitos graves previstos en
los Títulos XXI a XXIV del Código Penal. Esta última causa de incapacidad no afectará a quienes hayan sido
judicialmente rehabilitados.
2. Los partidos políticos constituidos podrán establecer en sus estatutos la creación y reconocimiento de
organizaciones juveniles.

Artículo 3. Constitución, Estatutos y personalidad jurídica.
1. El acuerdo de constitución habrá de formalizarse mediante acta fundacional, que deberá constar en
documento público y contener, en todo caso, la identificación personal de los promotores, la denominación
del partido que se propone constituir, los integrantes de los órganos directivos provisionales, el domicilio y los
estatutos por los que habrá de regirse el partido que trata de constituirse. La denominación de los partidos no
podrá incluir términos o expresiones que induzcan a error o confusión sobre su identidad o que sean
contrarias a las leyes o los derechos fundamentales de las personas. Además, no podrá coincidir, asemejarse o
identificarse, aun fonéticamente, con la de ningún otro partido previamente inscrito en el Registro, con la de
algún partido integrante, como resultado de una fusión, de un partido inscrito cuando ello se encuentre
acreditado por cualquier medio de prueba válido en derecho, o con la de algún partido declarado ilegal,
disuelto o suspendido por decisión judicial. Tampoco con la identificación de personas físicas, o con la
denominación de entidades preexistentes o marcas registradas.
2. Los estatutos de los partidos políticos tendrán, al menos, el siguiente contenido:

a) Su denominación y siglas.
b) El símbolo, con su descripción y representación gráfica.
c) El domicilio, con indicación de la localidad, provincia, calle y código postal.
d) Su sitio web y dirección electrónica.
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e) El ámbito de actuación: estatal, autonómico, provincial o local.
f) Sus fines.
g) Los requisitos y modalidades de admisión y baja de los afiliados.
h) Los derechos y deberes de los afiliados y su régimen disciplinario de acuerdo con lo previsto en el
artículo 8.
i) Los órganos de gobierno y representación, su composición, los plazos para su renovación que habrá de
efectuarse como máximo cada cuatro años, sus atribuciones o competencias, los órganos competentes para
la convocatoria de sesiones de los órganos colegiados, el plazo mínimo de convocatoria, duración, la forma
de elaboración del orden del día, incluyendo el número de miembros exigidos para proponer puntos a
incluir en el mismo, así como las reglas de deliberación y la mayoría requerida para la adopción de
acuerdos, que, por regla general, será la mayoría simple de los presentes, sean éstos miembros de pleno
derecho o compromisarios.
j) El procedimiento para la elección de los órganos directivos, bien directamente o por representación, que
en todo caso deberá garantizar la participación de todos los afiliados mediante sufragio libre y secreto, y los
procedimientos de control democrático de los dirigentes electos.
k) El cargo u órgano al que corresponda la representación legal del partido político, así como la
determinación del responsable económico-financiero del partido político y el procedimiento para su
designación.
l) El régimen de administración y contabilidad, que incluirá, en todo caso, los Libros de Contabilidad.
m) El régimen de documentación, que incluirá en todo caso el fichero de Afiliados y el Libro de Actas.
n) Indicación de si el partido político cuenta o no con patrimonio fundacional, la procedencia de los
recursos económicos y el procedimiento de rendición de cuentas.
o) El procedimiento y el órgano competente para la aprobación de las cuentas anuales en el que se incluya
la obligación de remisión anual de las mismas al Tribunal de Cuentas dentro del plazo legalmente
establecido.
p) Las causas de disolución del partido político y, en este caso, cuál sería el destino de su patrimonio.
q) El procedimiento de reclamación de los afiliados frente a los acuerdos y decisiones de los órganos del
partido.
r) El cargo u órgano encargado de la defensa y garantía de los derechos del afiliado.
s) El régimen de infracciones y sanciones de los afiliados y el procedimiento para su imposición, que
deberá instruirse de forma contradictoria y en el que deberá garantizarse el derecho del afiliado a ser
informado de los hechos que dan lugar a su incoación, a ser oído con carácter previo a la imposición de
sanciones y a que el eventual acuerdo sancionatorio sea motivado. No obstante lo anterior, se establecerá
en todo caso, la suspensión cautelar automática de la afiliación de los afiliados incursos en un proceso
penal respecto de los cuales se haya dictado auto de apertura de juicio oral por un delito relacionado con la
corrupción así como la sanción de expulsión del partido de aquellos que hayan sido condenados por alguno
de esos delitos.
t) Cualquier otra mención exigida por ésta u otra ley.

3. Los partidos deberán comunicar al Registro cualquier modificación de sus estatutos y de la composición de
sus órganos de gobierno y representación en el plazo máximo de tres meses desde dicha modificación y, en
todo caso, durante el primer trimestre de cada año. Deberán además, publicarlos en su página web.
4. Los partidos políticos adquieren personalidad jurídica por la inscripción en el Registro de Partidos Políticos
que, a estos efectos, existirá en el Ministerio del Interior, previa presentación en aquel del acta fundacional
suscrita por sus promotores, acompañada de aquellos documentos que acrediten el cumplimiento de los
requisitos previstos en la presente ley Orgánica. Se modifica por el art. 2.2 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de
marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 . Téngase en cuenta, en cuanto a la aplicación del apartado 2 y la aprobación de
cuentas anuales, las disposiciones transitorias 1.1, 1.2 y 1.3 de la indicada norma.
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Artículo 4. Inscripción en el Registro.
1. Los promotores de los partidos políticos realizarán las actuaciones necesarias para su inscripción. Los
promotores de partidos no inscritos responderán personal y solidariamente de las obligaciones contraídas con
terceros, cuando hubieren manifestado actuar en nombre del partido.
2. Dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la documentación completa en el Registro de
Partidos Políticos, el Ministerio del Interior procederá a practicar la inscripción del partido. Dicho plazo
quedará, sin embargo, suspendido si se considera necesario iniciar alguno de los procedimientos previstos en
el artículo siguiente.
3. Salvo en los casos de suspensión del plazo a que se refiere el apartado anterior, transcurridos los veinte días
de que dispone el Ministerio del Interior, se entenderá producida la inscripción, que confiere la personalidad
jurídica, hace pública la constitución y los estatutos del mismo, vincula a los poderes públicos, y es garantía
tanto para los terceros que se relacionan con el partido como para sus propios miembros.
4. La inscripción en el Registro producirá efectos indefinidamente mientras no se anote en el mismo su
suspensión o disolución, por notificación de la decisión acordada por el propio partido de acuerdo con las
previsiones estatutarias, por ser declarado judicialmente ilegal y disuelto o suspendido o por ser declarado
judicialmente extinguido de acuerdo con lo previsto en el artículo 12 bis. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto
en el artículo 10.6 y, en cuanto al alcance y efectos de la suspensión, en el artículo 11.8.
Se modifica el apartado 4 por el art. 2.3 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo 5. Examen de los requisitos para la inscripción.
1. Cuando se adviertan defectos formales en el acta fundacional o en la documentación que la acompaña, o
cuando los proponentes carezcan de capacidad, el Ministerio del Interior lo pondrá en conocimiento de los
interesados para que puedan subsanar los defectos advertidos. En tal caso, el plazo de inscripción se
suspenderá desde el momento de la notificación y se reanudará una vez que los mismos hayan sido
debidamente corregidos.
2. Cuando de la documentación presentada se deduzcan indicios racionales en relación con la ilicitud penal
del partido, el Ministerio del Interior lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, dentro del plazo de
veinte días a que se refiere el artículo anterior, mediante resolución fundada que irá acompañada de los
elementos probatorios disponibles para apreciar dichos indicios.
3. El Ministerio Fiscal, en el plazo de veinte días desde que reciba la comunicación a que se refiere el apartado
anterior, optará, en función de que se consideren suficientes o no los indicios de ilicitud penal, por ejercer
ante la jurisdicción penal las acciones que correspondan o por devolver la comunicación al Ministerio del
Interior a los efectos de completar la inscripción.
4. La remisión de la comunicación al Ministerio Fiscal determinará la suspensión del plazo previsto en el
apartado 2 del artículo anterior, durante todo el tiempo que medie hasta la devolución por el mismo al
Ministerio del Interior de la comunicación fundada en la no apreciación de motivos suficientes de ilicitud
penal o hasta que el Juez Penal resuelva sobre la procedencia de la inscripción o, en su caso, como medida
cautelar, sobre la reanudación provisional del plazo para la inscripción. Dicha remisión y la correspondiente
suspensión del plazo para la inscripción serán inmediatamente notificadas a los promotores interesados.
5. Las actuaciones administrativas relacionadas con la inscripción del partido político podrán recurrirse ante
la jurisdicción contencioso-administrativa conforme a las previsiones de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.
6. Cuando se persiguiese la inscripción en el Registro de Partidos Políticos de un partido que pretenda
continuar o suceder la actividad de otro declarado ilegal y disuelto, se actuará conforme a lo previsto en el
artículo 12 de esta Ley Orgánica.

CAPÍTULO II De la organización, funcionamiento y actividades de los partidos políticos

Artículo 6. Principios democrático y de legalidad.
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Los partidos políticos se ajustarán en su organización, funcionamiento y actividad a los principios
democráticos y a lo dispuesto en la Constitución y en las leyes. Los partidos políticos tienen libertad
organizativa para establecer su estructura, organización y funcionamiento, con los únicos límites establecidos
en el ordenamiento jurídico.
Se modifica por el art. 2.4 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo 7. Organización y funcionamiento.
1. La estructura interna y el funcionamiento de los partidos políticos deberán ser democráticos, estableciendo,
en todo caso, fórmulas de participación directa de los afiliados en los términos que recojan sus Estatutos,
especialmente en los procesos de elección de órgano superior de gobierno del partido.
2. Sin perjuicio de su capacidad organizativa interna, los partidos deberán tener una asamblea general del
conjunto de sus miembros, que podrán actuar directamente o por medio de compromisarios, y a la que
corresponderá, en todo caso, en cuanto órgano superior de gobierno del partido, la adopción de los acuerdos
más importantes del mismo, incluida su disolución.
3. Los órganos directivos de los partidos se determinarán en los estatutos y deberán ser provistos mediante
sufragio libre y secreto.
4. Los estatutos o los reglamentos internos que los desarrollen, deberán fijar para los órganos colegiados un
plazo de convocatoria suficiente de las reuniones para preparar los asuntos a debate, el número de miembros
requerido para la inclusión de asuntos en el orden del día, unas reglas de deliberación que permitan el
contraste de pareceres y la mayoría requerida para la adopción de acuerdos. Esta última será, por regla
general, la mayoría simple de presentes o representados.
5. Los estatutos deberán prever, asimismo, procedimientos de control democrático de los dirigentes elegidos.
6. Los partidos políticos deben tener un plan de igualdad interno que incluirá medidas para prevenir y detectar
la violencia machista. Asimismo, deben establecer un protocolo de actuación ante la violencia machista que
ejerzan, dentro o fuera de la organización, afiliados o bien personas que sin estar afiliadas tengan un cargo de
representación o hayan sido designadas para una función específica, con independencia del nivel jerárquico o
del cargo público que ocupen.
Se añade el último apartado por la disposición final 5 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#df-5

Se modifica el apartado 1 por el art. 2.5 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo 8. Derechos y deberes de los afiliados.
1. Los afiliados a los partidos políticos deben ser personas físicas, mayores de edad, y no tener limitada ni
restringida su capacidad de obrar.
2. Los estatutos de los partidos políticos podrán establecer diferentes modalidades de afiliación en función del
nivel de vinculación al partido político. Los afiliados de una misma modalidad tendrán iguales derechos y
deberes.
3. Los partidos políticos dejarán constancia de la afiliación de sus miembros en el correspondiente fichero que
se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter
Personal.
4. Los estatutos contendrán una relación detallada de los derechos de los afiliados, incluyendo, en todo caso,
respecto a los de mayor vinculación al partido político, los siguientes:

a) A participar en las actividades del partido y en los órganos de gobierno y representación, a ejercer el
derecho de voto, así como asistir a la Asamblea general, de acuerdo con los estatutos.
b) A ser electores y elegibles para los cargos del mismo.
c) A ser informados acerca de la composición de los órganos directivos y de administración o sobre las
decisiones adoptadas por los órganos directivos, sobre las actividades realizadas y sobre la situación
económica.
d) A impugnar los acuerdos de los órganos del partido que estimen contrarios a la Ley o a los estatutos.
e) A acudir al órgano encargado de la defensa de los derechos del afiliado. El resto de afiliados gozarán de
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los derechos que determinen los estatutos.
5. Los afiliados a un partido político cumplirán las obligaciones que resulten de las disposiciones estatutarias y,
en todo caso, las siguientes:

a) Compartir las finalidades del partido y colaborar para la consecución de las mismas.
b) Respetar lo dispuesto en los estatutos y en las leyes.
c) Acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos directivos del partido.
d) Abonar las cuotas y otras aportaciones que, con arreglo a los estatutos, puedan corresponder a cada uno
de acuerdo con la modalidad de afiliación que les corresponda.

Se modifica por el art. 2.6 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo 9. Actividad.
1. Los partidos políticos ejercerán libremente sus actividades. Deberán respetar en las mismas los valores
constitucionales, expresados en los principios democráticos y en los derechos humanos. Desarrollarán las
funciones que constitucionalmente se les atribuyen de forma democrática y con pleno respeto al pluralismo.
2. Un partido político será declarado ilegal cuando su actividad vulnere los principios democráticos,
particularmente cuando con la misma persiga deteriorar o destruir el régimen de libertades o imposibilitar o
eliminar el sistema democrático, mediante alguna de las siguientes conductas, realizadas de forma reiterada y
grave:

a) Vulnerar sistemáticamente las libertades y derechos fundamentales, promoviendo, justificando o
exculpando los atentados contra la vida o la integridad de las personas, o la exclusión o persecución de
personas por razón de su ideología, religión o creencias, nacionalidad, raza, sexo u orientación sexual.
b) Fomentar, propiciar o legitimar la violencia como método para la consecución de objetivos políticos o
para hacer desaparecer las condiciones precisas para el ejercicio de la democracia, del pluralismo y de las
libertades políticas.
c) Complementar y apoyar políticamente la acción de organizaciones terroristas para la consecución de sus
fines de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública, tratando de someter a un
clima de terror a los poderes públicos, a determinadas personas o grupos de la sociedad o a la población en
general, o contribuir a multiplicar los efectos de la violencia terrorista y del miedo y la intimidación
generada por la misma.

3. Se entenderá que en un partido político concurren las circunstancias del apartado anterior cuando se
produzca la repetición o acumulación de alguna de las conductas siguientes:

a) Dar apoyo político expreso o tácito al terrorismo, legitimando las acciones terroristas para la
consecución de fines políticos al margen de los cauces pacíficos y democráticos, o exculpando y
minimizando su significado y la violación de derechos fundamentales que comporta.
b) Acompañar la acción de la violencia con programas y actuaciones que fomentan una cultura de
enfrentamiento y confrontación civil ligada a la actividad de los terroristas, o que persiguen intimidar,
hacer desistir, neutralizar o aislar socialmente a quienes se oponen a la misma, haciéndoles vivir
cotidianamente en un ambiente de coacción, miedo, exclusión o privación básica de las libertades y, en
particular, de la libertad para opinar y para participar libre y democráticamente en los asuntos públicos.
c) Incluir regularmente en sus órganos directivos o en sus listas electorales personas condenadas por
delitos de terrorismo que no hayan rechazado públicamente los fines y los medios terroristas, o mantener
un amplio número de sus afiliados doble afiliación a organizaciones o entidades vinculadas a un grupo
terrorista o violento, salvo que hayan adoptado medidas disciplinarias contra éstos conducentes a su
expulsión.
d) Utilizar como instrumentos de la actividad del partido, conjuntamente con los propios o en sustitución
de los mismos, símbolos, mensajes o elementos que representen o se identifiquen con el terrorismo o la
violencia y con las conductas asociadas al mismo.
e) Ceder, en favor de los terroristas o de quienes colaboran con ellos, los derechos y prerrogativas que el
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ordenamiento, y concretamente la legislación electoral, conceden a los partidos políticos.
f) Colaborar habitualmente con entidades o grupos que actúen de forma sistemática de acuerdo con una
organización terrorista o violenta, o que amparan o apoyan al terrorismo o a los terroristas.
g) Apoyar desde las instituciones en las que se gobierna, con medidas administrativas, económicas o de
cualquier otro orden, a las entidades mencionadas en el párrafo anterior.
h) Promover, dar cobertura o participar en actividades que tengan por objeto recompensar, homenajear o
distinguir las acciones terroristas o violentas o a quienes las cometen o colaboran con las mismas.
i) Dar cobertura a las acciones de desorden, intimidación o coacción social vinculadas al terrorismo o la
violencia.

4. Para apreciar y valorar las actividades a que se refiere el presente artículo y la continuidad o repetición de
las mismas a lo largo de la trayectoria de un partido político, aunque el mismo haya cambiado de
denominación, se tendrán en cuenta las resoluciones, documentos y comunicados del partido, de sus órganos
y de sus Grupos parlamentarios y municipales, el desarrollo de sus actos públicos y convocatorias ciudadanas,
las manifestaciones, actuaciones y compromisos públicos de sus dirigentes y de los miembros de sus Grupos
parlamentarios y municipales, las propuestas formuladas en el seno de las instituciones o al margen de las
mismas, así como las actitudes significativamente repetidas de sus afiliados o candidatos. Serán igualmente
tomadas en consideración las sanciones administrativas impuestas al partido político o a sus miembros y las
condenas penales que hayan recaído sobre sus dirigentes, candidatos, cargos electos o afiliados, por delitos
tipificados en los Títulos XXI a XXIV del Código Penal, sin que se hayan adoptado medidas disciplinarias
contra éstos conducentes a su expulsión.
Se modifica el apartado 3 por el art. 2.7 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo 9 bis. Prevención y supervisión.
Los partidos políticos deberán adoptar en sus normas internas un sistema de prevención de conductas
contrarias al ordenamiento jurídico y de supervisión, a los efectos previstos en el artículo 31 bis del Código
Penal.
Se añade por el art. 2.8 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

CAPÍTULO III De la disolución o suspensión judicial de los partidos políticos

Artículo 10. Disolución o suspensión judicial.
1. Además de por decisión de sus miembros, acordada por las causas y por los procedimientos previstos en sus
estatutos, procederá la disolución de un partido político o, en su caso, su suspensión, por decisión de la
autoridad judicial competente y en los términos previstos en los apartados 2 y 3. La disolución surtirá efectos
desde su anotación en el Registro de Partidos Políticos, previa notificación del propio partido o del órgano
judicial que decrete la disolución.
2. La disolución judicial de un partido político será acordada por el órgano jurisdiccional competente en los
casos siguientes:

a) Cuando incurra en supuestos tipificados como asociación ilícita en el Código Penal.
b) Cuando vulnere de forma continuada, reiterada y grave la exigencia de una estructura interna y un
funcionamiento democráticos, conforme a lo previsto en los artículos 7 y 8 de la presente Ley Orgánica.
c) Cuando de forma reiterada y grave su actividad vulnere los principios democráticos o persiga deteriorar
o destruir el régimen de libertades o imposibilitar o eliminar el sistema democrático, mediante las
conductas a que se refiere el artículo 9.

3. La suspensión judicial de un partido político sólo procederá si así lo dispone el Código Penal. Podrá
acordarse también como medida cautelar, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal o en
los términos del apartado 8 del artículo 11 de la presente Ley Orgánica.
4. El supuesto previsto en el párrafo a) del apartado 2 del presente artículo será resuelto por el Juez
competente en el orden jurisdiccional penal, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder
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Judicial, la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el Código Penal.
5. Los supuestos previstos en los párrafos b) y c) del apartado 2 de este artículo serán resueltos por la Sala
especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de acuerdo con
el procedimiento establecido en el artículo siguiente de la presente Ley Orgánica, que tendrá carácter
preferente.
6. La eventual coincidencia en el tiempo de los procedimientos judiciales previstos en los anteriores apartados
4 y 5 de este artículo respecto de un mismo partido político no interferirá la continuación de ambos hasta su
finalización, produciendo cada uno de ellos los correspondientes efectos. No podrá, por el contrario,
acordarse la disolución voluntaria de un partido político cuando se haya iniciado un proceso de declaración
judicial de ilegalidad del mismo por razón de uno u otro apartado o de ambos.
Se modifica el apartado 1 por el art. 2.9 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

Artículo 11. Procedimiento.
1. Están legitimados para instar la declaración de ilegalidad de un partido político y su consecuente disolución,
en virtud de lo dispuesto en los párrafos b) y c) del apartado 2 del artículo anterior de esta Ley Orgánica, el
Gobierno y el Ministerio Fiscal. El Congreso de los Diputados o el Senado podrán instar al Gobierno que
solicite la ilegalización de un partido político, quedando obligado el Gobierno a formalizar la correspondiente
solicitud de ilegalización, previa deliberación del Consejo de Ministros, por las causas recogidas en el artículo
9 de la presente Ley Orgánica. La tramitación de este acuerdo se ajustará al procedimiento establecido,
respectivamente, por la Mesa del Congreso de los Diputados y del Senado.
2. La acción por la que se pretende la declaración a que se refiere el apartado anterior se iniciará mediante
demanda presentada ante la Sala especial del Tribunal Supremo prevista en el artículo 61 de la Ley Orgánica
del Poder Judicial, a la que se adjuntarán los documentos que acrediten la concurrencia de los motivos de
ilegalidad.
3. La Sala procederá inmediatamente al emplazamiento del partido político afectado y, en su caso, a las
personas electas en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores, dándoles traslado de la
demanda, para que puedan comparecer ante la misma en el plazo de ocho días. Una vez comparecidos en
debida forma o transcurrido el plazo correspondiente sin haberlo realizado, la Sala analizará la admisión
inicial de la demanda pudiendo inadmitir la misma mediante auto si concurre alguna de las siguientes causas:

a) Que se hubiera interpuesto por persona no legitimada o no debidamente representada.
b) Que manifiestamente no se cumplan los requisitos sustantivos o de forma para su admisión.
c) Que la demanda carezca manifiestamente de fundamento. La apreciación de la concurrencia de alguna
de las causas indicadas se pondrá de manifiesto a las partes para que puedan formular alegaciones sobre la
misma en el plazo común de diez días.

4. Una vez admitida la demanda se emplazará al demandado, si hubiere comparecido, para la contestación a la
demanda por el plazo de veinte días.
5. Si las partes lo han propuesto en sus escritos de demanda o de contestación o la Sala lo considera necesario,
se abrirá un período de prueba que se regirá en cuanto a sus plazos y sustanciación por las reglas que sobre
este extremo se contienen en los capítulos V y VI del Título I del Libro II de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
6. Del conjunto de la prueba practicada se dará vista a las partes, que podrán formular alegaciones sobre las
mismas por plazo sucesivo de veinte días, transcurridos los cuales, se hayan formalizado o no, el proceso
quedará concluso para sentencia que deberá dictarse en veinte días.
7. La sentencia dictada por la Sala especial del Tribunal Supremo, que podrá declarar la disolución del partido
político o desestimar la demanda, no será objeto de recurso alguno sin perjuicio, en su caso, del recurso de
amparo ante el Tribunal Constitucional, y será ejecutiva desde el momento de su notificación. Si se decreta la
disolución, la Sala ordenará la cancelación de la correspondiente inscripción registral, y el fallo producirá los
efectos que se determinan en el artículo siguiente de esta Ley Orgánica. En su caso, la sentencia declarará
también la existencia o no de vinculación con el partido político ilegalizado de las candidaturas presentadas
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por las agrupaciones de electores. Si se desestima la demanda, ésta sólo podrá volver a reiterarse si se
presentan ante el Tribunal Supremo nuevos elementos de hecho, suficientes para realizar valoraciones sobre
la actividad ilegal de un partido diferentes a las ya contenidas en la sentencia.
8. La Sala, durante la tramitación del proceso, de oficio o a instancia de parte, podrá adoptar cualquiera de las
medidas cautelares previstas en la Ley de Enjuiciamiento Civil conforme al procedimiento previsto en la
misma. En particular, la Sala podrá acordar la suspensión cautelar de las actividades del partido hasta que se
dicte sentencia, con el alcance y los efectos que estime oportunos para salvaguardar el interés general. En tal
caso, la Sala ordenará la correspondiente anotación preventiva en el Registro de Partidos Políticos. Se
modifican los apartados 3 y 7 por la disposición final 1 de la Ley Orgánica 3/2011, de 28 de enero. Ref. BOE-
A-2011-1640 .

Artículo 12. Efectos de la disolución judicial.
1. La disolución judicial de un partido político producirá los efectos previstos en las leyes y, en particular, los
siguientes:

a) Tras la notificación de la sentencia en la que se acuerde la disolución, procederá el cese inmediato de
toda la actividad del partido político disuelto. El incumplimiento de esta disposición dará lugar a
responsabilidad, conforme a lo establecido en el Código Penal.
b) Los actos ejecutados en fraude de ley o con abuso de personalidad jurídica no impedirán la debida
aplicación de ésta. Se presumirá fraudulenta y no procederá la creación de un nuevo partido político o la
utilización de otro ya inscrito en el Registro que continúe o suceda la actividad de un partido declarado
ilegal y disuelto.
c) La disolución determinará la apertura de un proceso de liquidación patrimonial, llevado a cabo por tres
liquidadores designados por la Sala sentenciadora. El patrimonio neto resultante se destinará por el Tesoro
a actividades de interés social o humanitario.

2. Corresponde a la Sala sentenciadora asegurar, en trámite de ejecución de sentencia, que se respeten y
ejecuten todos los efectos previstos por las leyes para el supuesto de disolución de un partido político.
3. En particular, corresponderá a la Sala sentenciadora, previa audiencia de los interesados, declarar la
improcedencia de la continuidad o sucesión de un partido disuelto a la que se refiere el párrafo b) del apartado
1, teniendo en cuenta para determinar la conexión la similitud sustancial de ambos partidos políticos, de sus
estructura, organización y funcionamiento, de las personas que las componen, rigen, representan o
administran, de la procedencia de los medios de financiación o materiales, o de cualesquiera otras
circunstancias relevantes que, como su disposición a apoyar la violencia o el terrorismo, permitan considerar
dicha continuidad o sucesión en contraste con los datos y documentos obrantes en el proceso en el que se
decretó la ilegalización y disolución. Además de las partes de este proceso, podrán instar el pronunciamiento
de la Sala sentenciadora el Ministerio del Interior y el Ministerio Fiscal, en el supuesto de que se presente para
su inscripción conforme a lo dispuesto en los artículos 4 y 5 de esta Ley Orgánica.
4. La Sala sentenciadora rechazará fundadamente las peticiones, incidentes y excepciones que se formulen
con manifiesto abuso de derecho o entrañen abuso de la personalidad jurídica, fraude de ley o procesal.

Artículo 12 bis. Declaración judicial de extinción de un partido político.
1. El órgano competente, a iniciativa del Registro de Partidos Políticos, de oficio o a instancia de los
interesados solicitará a la Jurisdicción contencioso-administrativa, la declaración judicial de extinción de un
partido político que se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:

a) No haber adaptado sus estatutos a las leyes que resulten de aplicación en los plazos que éstas prevean en
cada caso.
b) No haber convocado el órgano competente para la renovación de los órganos de gobierno y
representación transcurrido el doble del plazo previsto en el artículo 3.2, letra i).
c) No haber presentado sus cuentas anuales durante 3 ejercicios consecutivos o cuatro alternos, sin
perjuicio de las responsabilidades que pudieran derivarse de la falta de presentación de las cuentas.

Temario en formato ley · Informador/a Turístico (Materias comunes) · Ayuntamiento de Ciudad Real 122

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



2. Con carácter previo, el Registro de Partidos apercibirá al partido político que incurra en alguna de las
situaciones descritas para que, en el plazo de 6 meses, proceda a justificar bien que ha realizado la adaptación
de sus estatutos a la ley, bien que ha renovado sus órganos de gobierno y representación, bien que ha
presentado las cuentas anuales de todos los ejercicios que tenga pendientes, o en su caso, todo lo anterior.
Transcurrido este plazo sin que el partido político haya realizado las actuaciones descritas, el Registro de
Partidos iniciará el procedimiento previsto en el apartado anterior.
3. Para la declaración judicial de extinción de un partido político se seguirá lo dispuesto en el artículo 127
quinquies de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.
4. La declaración judicial de extinción surtirá efectos desde su anotación en el Registro de Partidos Políticos,
previa notificación efectuada por el órgano judicial.
Se añade por el art. 2.10 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

CAPÍTULO IV De la financiación de los partidos políticos

Artículo 13. Financiación.
1. La financiación de los partidos políticos se llevará a cabo de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica
8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos.
2. De conformidad con la misma y con lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de
Cuentas, y con la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, los partidos políticos
asumen las obligaciones formales y personales en relación con la acreditación de fines y cumplimiento de
requisitos previstos en la citada normativa en lo que se refiere al control de los fondos públicos que reciben.
3. Todos los partidos inscritos en el Registro de Partidos Políticos habrán de remitir las cuentas anuales
consolidadas debidamente formalizadas al Tribunal de Cuentas en el plazo establecido en la Ley Orgánica
8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos.
Se modifica el apartado 1 y se añade el apartado 3 por el art. 2.11 de la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo. Ref. BOE-A-2015-3441 .

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 7

1. En un municipio con 20.000 habitantes se eligen el siguiente número de concejales:

A) 21

B) 17

C) 13

D) 11

2. Tal como establece la Constitución Española, los ciudadanos tienen derecho a acceder en condiciones de 
igualdad:

A) A las funciones Públicas.

B) A los Cargos Públicos

C) A las Funciones, cargos y empleos públicos.

D) A las funciones y cargos públicos.
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3. El artículo 39 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, determina que los 
ayuntamientos y consulados estarán obligados a mantener un servicio de consulta de las listas electorales 
vigentes de sus respectivos municipios y demarcaciones durante el plazo de ocho días, contados a partir de:

A) El sexto día posterior a la convocatoria de elecciones.

B) El día siguiente a la convocatoria de las elecciones.

C) El primer día en que puede solicitarse el voto por correo.

D) El octavo día posterior a la convocatoria de las elecciones.

4. El artículo 6 de la Constitución Española, al tratar de los partidos políticos, no determina que éstos:

A) Expresen el pluralismo político.

B) Sean instrumento fundamental para la participación política.

C) Tengan una estructura y funcionamiento democráticos.

D) Concurran a la formación y manifestación de la voluntad institucional.

5. Se eligen indirectamente por los electores los:

A) Diputados provinciales

B) Concejales

C) A y B son ciertas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

6. De conformidad con lo establecido en el art. 6 de la Constitución Española, la creación y el ejercicio de la 
actividad de los partidos políticos:

A) Es libre, dentro del respeto a la dignidad de las personas y de las instituciones públicas

B) Es libre, dentro del respeto a la Constitución y a la Ley, debiendo ser su estructura interna y funcionamiento 
democráticos

C) Es libre, dentro del respeto a las reglas del juego democrático establecidas en la Ley reguladora de los 
Partidos Políticos

D) Es libre, dentro del respeto a la Constitución y a la Ley, pudiendo ser su estructura interna y funcionamiento 
democráticos

7. El artículo 28 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, establece que los 
trabajadores por cuenta ajena y los funcionarios nombrados Presidentes o Vocales de las Mesas Electorales, 
tienen derecho el día inmediatamente posterior a las elecciones;

A) A un permiso retribuido de 24 horas.

B) A una reducción de su jornada de trabajo de cinco horas.

C) A un permiso retribuido de 48 horas.

D) A una reducción de su jornada de trabajo de 8 horas.

8. ¿Quién elige al Presidente de la Diputación?

A) Los alcaldes electos

B) Los ciudadanos directamente

C) Los Diputados electos

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

Temario en formato ley · Informador/a Turístico (Materias comunes) · Ayuntamiento de Ciudad Real 124

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



9. En los municipios con una población entre 50.001 y 100.000 residentes, el número de concejales a elegir, de 
conformidad con la escala señalada en el artículo 179.1 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 
Electoral General, es:

A) 17 concejales.

B) 21 concejales.

C) 25 concejales.

D) 29 concejales.

10. El artículo 27 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, establece que la 
designación como Presidente y Vocal de las Mesas electorales debe:

A) Ser notificada a los interesados en el plazo de 10 días.

B) Ser notificada a los interesados en el plazo de 3 días.

C) Ser notificada a los interesados en el plazo de 6 días.

D) Ser notificada a los interesados en el plazo de 9 días.

SOLUCIONES 1 B · 2 D · 3 A · 4 D · 5 A · 6 B · 7 B · 8 C · 9 C · 10 B

Te quedan 21 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 8

La Unión Europea: Orígenes y evolución histórica. La adhesión de 
España.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · art. 93 — 1 incluidos

TÍTULO III De las Cortes Generales

CAPÍTULO TERCERO De los Tratados Internacionales

Artículo 93.
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización
o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes
Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones
emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Versión consolidada del Tratado de la Unión Europea

TUE · CELEX-12016M-TXT · art. 1 · art. 49 — 2 incluidos

TÍTULO I DISPOSICIONES COMUNES

Artículo 1. (antiguo artículo 1 TUE) (2).
). (antiguo artículo 1 TUE) (2) Por el presente Tratado, las ALTAS PARTES CONTRATANTES constituyen entre sí
una UNIÓN EUROPEA, en lo sucesivo denominada «Unión», a la que los Estados miembros atribuyen
competencias para alcanzar sus objetivos comunes. El presente Tratado constituye una nueva etapa en el
proceso creador de una unión cada vez más estrecha entre los pueblos de Europa, en la cual las decisiones
serán tomadas de la forma más abierta y próxima a los ciudadanos que sea posible. La Unión se fundamenta
en el presente Tratado y en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (en lo sucesivo denominados
«los Tratados»). Ambos Tratados tienen el mismo valor jurídico. La Unión sustituirá y sucederá a la Comunidad
Europea.

TÍTULO VI DISPOSICIONES FINALES

Artículo 49. (antiguo artículo 49 TUE).
). (antiguo artículo 49 TUE) Cualquier Estado europeo que respete los valores mencionados en el artículo 2 y se
comprometa a promoverlos podrá solicitar el ingreso como miembro en la Unión. Se informará de esta
solicitud al Parlamento Europeo y a los Parlamentos nacionales. El Estado solicitante dirigirá su solicitud al
Consejo, que se pronunciará por unanimidad después de haber consultado a la Comisión y previa aprobación
del Parlamento Europeo, el cual se pronunciará por mayoría de los miembros que lo componen. Se tendrán en
cuenta los criterios de elegibilidad acordados por el Consejo Europeo. Las condiciones de admisión y las
adaptaciones que esta admisión supone en lo relativo a los Tratados sobre los que se funda la Unión serán
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objeto de un acuerdo entre los Estados miembros y el Estado solicitante. Dicho acuerdo se someterá a la
ratificación de todos los Estados contratantes, de conformidad con sus respectivas normas constitucionales.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. Los Tratados constitutivos de la Unión Europea son:

A) Tratado de Maastricht de 1992, Tratado de la Unión Europea de 1957, Tratado de la Comunidad Europea de la 
Energía Atómica de 1957 y Tratado de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero de 1951.

B) Tratado de Maastricht de 1992, Tratado de la Comunidad Económica Europea de 1957, Tratado de la 
Comunidad Europea de la Energía Atómica de 1954 y Tratado de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero 
de 1951.

C) Tratado de Maastricht de 1992 y Tratado de la Comunidad Económica Europea de 1957, Tratado de la 
Comunidad Europea de la Energía Atómica de 1957 y Tratado de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero 
de 1951 y la Constitución Europea de 2005.

D) Tratado de la Unión Europea de 1992, Tratado de la Comunidad Económica Europea de 1957, Tratado de la 
Comunidad Europea de la Energía Atómica de 1957 y Tratado de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero 
de 1951.

2. Como consecuencia de las dos guerras mundiales del siglo XX, que fueron devastadoras y causaron la 
muerte de millones de personas, varios países europeos decidieron cooperar para garantizar un futuro mejor. 
¿Quiénes fueron los miembros fundadores de lo que hoy conocemos como Unión Europea?

A) Alemania, Bélgica, Francia, España, Italia, Luxemburgo y los Países Bajos.

B) Alemania, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo y los Países Bajos.

C) Alemania, Bélgica, Dinamarca, Francia, Luxemburgo y los Países Bajos.

D) Alemania, Bélgica, España, Francia y Yugoslavia.

3. Según el artículo 49 del Tratado de la Unión Europea, cualquier Estado europeo que quiera formar parte de 
la Unión Europea debe dirigir su solicitud de ingreso:

A) Al Parlamento Europeo.

B) Al Consejo Europeo.

C) A la Comisión Europea.

D) Al Consejo.

4. ¿Mediante qué tipo de norma se permite autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una 
organización o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución, como por 
ejemplo los tratados de adhesión, ampliación o reforma de la Unión Europea?

A) Ley Ordinaria.

B) Ley Orgánica.

C) Decreto Legislativo.

D) Real Decreto Ley.

5. El último país de la Unión Europea que ha ingresado en la zona euro adoptando la moneda común lo hizo el 
1 de enero de 2023. ¿Qué país fue?

A) Croacia.

B) Polonia.

C) República Checa.

D) Rumanía.
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6. De acuerdo con lo que establece el Tratado de la Unión Europea en relación con la admisión de nuevos 
miembros de la UE indique cuál de las afirmaciones siguientes es la correcta:

A) El Estado solicitante dirigirá su solicitud a la Comisión después de haber consultado a Parlamento Europeo

B) El Estado solicitante dirigirá su solicitud al Consejo, que se pronunciará por mayoría absoluta después de 
haber consultado a la Comisión y previa aprobación del Parlamento Europeo, el cual se pronunciará por 
mayoría de los miembros que lo componen.

C) Se informará de la solicitud a la Comisión europea y a los Parlamentos nacionales.

D) El Estado solicitante dirigirá su solicitud al Consejo, que se pronunciará por unanimidad después de haber 
consultado a la Comisión y previa aprobación del Parlamento Europeo.

7. España se adhirió a las Comunidades Europeas en 1986. ¿Qué otro país lo hizo al mismo tiempo?

A) Italia.

B) Austria.

C) Suecia.

D) Portugal.

8. ¿Cuál de los siguientes Estados NO es miembro de la Unión Europea?

A) Croacia.

B) Lituania.

C) Letonia.

D) Serbia.

9. Según el artículo 49 del Tratado de la Unión Europea, ¿a quién dirigirá su solicitud el estado europeo que 
desee ingresar como miembro en la Unión?

A) A la Comisión, que se pronunciará por mayoría cualificada.

B) Al Consejo, que se pronunciará por unanimidad.

C) Al Parlamento Europeo, que se pronunciará por mayoría simple.

D) Al Banco Central Europeo, que se pronunciará por unanimidad.

10. Señale la respuesta correcta. ¿Cuántos Estados integran la Unión Europea hoy en día?:

A) 28 Estados, desde la incorporación de Croacia en al año 2010.

B) 27 Estados, desde que en el año 2004 entraron los últimos 10 nuevos países.

C) 27 Estados, desde que se haga efectiva la salida de la Unión Europea del Reino Unido.

D) 28 Estados, con la próxima entrada en vigor del ya firmado Tratado de adhesión de Turquía.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 D · 4 B · 5 A · 6 D · 7 D · 8 D · 9 B · 10 C

Te quedan 4 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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